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La presente investigación titulada: LOS DERECHOS DE LA INFANCIA Y LA 
ADOLESCENCIA, FRENTE A LA REALIDAD DEL DEPARTAMENTO DE 
SUCRE,  responde al interés de comprender, a través de la visión de los actores 
implicados y a luz de la legislación colombiana, la forma como se garantiza y/o 
protegen los derechos  de la infancia y la adolescencia en la realidad del 
departamento de Sucre, a través del análisis de hechos y circunstancias humanas 
encontradas en casos típicos, con la finalidad de mostrar una visión teórica y 
práctica en la distinción entre el Paradigma Proteccionista y Garantista que rodea 
nuestro ordenamiento jurídico. 
 
La presente investigación, se enmarca en un modelo cualitativo de investigación, 
en cuanto pretende estudiar, comprender y analizar las situaciones y, hechos 
humanos con miras a la realidad social que enfrenta la niñez a la luz de la 
legislación colombiana en el Departamento de Sucre, esto con la finalidad de 
mostrar una visión teórica y práctica sobre la distinción entre el Paradigma 
Proteccionista y Garantista que rodea nuestro ordenamiento jurídico a través del 
análisis Constitucional, Legal, Jurisprudencial y Doctrinal de la situación de los 
niños, niñas y adolescentes, teniendo en cuenta los avances surgidos de los 
Tratados y Convenios Internacionales que vinculan al Estado al cambio legislativo, 
adecuándose a una nueva visión filosófica y jurídica de los derechos de la infancia 
y la adolescencia. 
 
La razón de tal elección, se centra en el estudio de las acciones humanas y de la 
vida social. Así mismo, considera que los grupos sociales (infantes y 
adolescentes) son los originarios del problema que hay que investigar (la garantía 
y/o protección de los derechos). Además, el objeto del problema es conocer una 
situación y comprenderla (la manera como se garantiza y/o protegen los derechos 
de la infancia y la adolescencia en el departamento de Sucre) a través de la visión 
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de los actores implicados. Esto corresponde con el objetivo general propuesto 
para la investigación. 
 
En este orden,  el marco teórico se integró a partir de la categorización de las 
teorías de la situación irregular y de la protección integral, y del reconocimiento de 
ésta población, como sujetos de derechos,  que significó, la elaboración 
conceptual a partir de los paradigmas proteccionista y garantista, con el fin de 
demostrar primero, la impotencia e ineficacia del Estado para abordar una teoría 
garantista de los derechos de la infancia y la adolescencia y segundo la falta de 





























La Declaración de los Derechos Humanos y la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño representan un cambio de paradigma. Se reconoce a niños/as, 
hoy, también a los adolescentes como sujetos de derechos. No obstante, aún 
resulta dificultosa la adecuación de políticas, medios y leyes para el sólido 
establecimiento de la Doctrina de Protección Integral. Asimismo, el Estado, como 
sostén y garante, aún no ha brindado las respuestas necesarias, a la demanda de 
necesidades de la sociedad y de la familia en particular; son demasiados los 
intereses sectoriales, económicos y de poder que se interponen permanentemente 
en la problemática de la infancia y la adolescencia en un país, como Colombia, 
lleno de conflictos y con situaciones en que se vulnera los Derechos Humanos. 
 
“El niño maltratado de hoy es el adulto conflictivo de mañana". Esta frase de inicio 
nos conduce a pensar de inmediato en las repercusiones que tendrá para 
Colombia y en especial para Sucre, la desatención y el estado de vulnerabilidad 
de la población infantil y de la adolescente. Puesto que cada niño que viene al 
mundo renueva al nacer las esperanzas y los sueños de la humanidad. Esto 
parece confirmarse cuando se oye afirmar que Latinoamérica es el "continente de 
la esperanza".  Sin embargo, en los últimos tiempos a causa de la miseria que se 
globaliza en toda la región latinoamericana, especialmente en Colombia, son los 
infantes y adolescentes, quienes sufren con mayor rigor sus consecuencias y,  se 
han convertido en un sector poblacional vulnerable.   
Cuando los conflictos sociales se agudizan, el reclutamiento de adultos se hace 
más difícil, entonces se involucra a la población infantil, siendo este sector, víctima 
de  condiciones humanas no deseables. Además, los niños son impresionables y 
se les intimida con facilidad; es fácil manipularlos para convertirlos en despiadados 
e incondicionales instrumentos del trabajo y de la situación socioeconómica de la 
pareja o la familia.  
 10 
Como miembros más vulnerables de la sociedad, los infantes y adolescentes, son  
los que más sufren abusos. Se les somete a maltrato físico, emocional y 
psicológico con lo cual se le obliga a trabajar, vivir en el miedo, renunciar a su 
educación. Algunos pierden la vida y,  a sus  familiares queridos. Esta realidad 
innegable tiene unas causas sociales que aún no se identifican plenamente, por lo 
tanto requieren de su reconocimiento para plantear soluciones reales de 
protección social y jurídica y acabar con la desesperanza y potenciar el futuro.  
De hecho, no es un problema nuevo, pero solo recientemente ha sido reconocido 
en su magnitud y severidad. La expresión más grave está constituida por los 
homicidios de niños, niñas y adolescentes, como víctimas o victimarios. 
Otra razón, por las cuales se ha querido investigar sobre los derechos de la 
infancia y la adolescencia frente a la realidad sucreña, es que constituyen un 
complejo fenómeno social, cada vez más frecuente y preocupante, sobre todo por 
el carácter sutil con que aparece y por la honda huella traumática que deja entre 
sus víctimas. Por otro lado, hoy, en el área de humanidades y ciencias sociales se 
reconoce la gran importancia que tiene éste; ya que esta temática, atañe a 
problemas fundamentales del ser humano como lo es el futuro generacional. 
Una razón más por la que se ha querido investigar sobre el tema de los derechos 
de la infancia y la adolescencia es que a lo largo de la última década de historia de 
los estudios sociales, este ha sido un tema que ha dado para que se  produzcan 
muchas publicaciones lo cual pone de manifiesto el interés que sigue despertando, 
así como, la evolución y desarrollo que los estudios sobre el mismo vienen 
experimentando en muchos aspectos relevantes y dificultades que se plantean en 
un tema tan complejo. Asimismo, es importante la contribución que la UNICEF ha 
realizado para identificar y conocer las causas que  generan la condición del 
infante y adolescente maltratado y la investigación continúa su curso, pero existen 
un buen número de interrogantes, preocupaciones y críticas que surgen 
sistemáticamente en el contexto jurídico-social.  
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Desde distintos ámbitos, (abogados e investigadores, educadores, políticos, entre 
otros) se han abordado algunos de los problemas más importantes y actualmente 
encontramos prestigiosos investigadores centrados en estos estudios, intentando 
encontrar herramientas legales y sociales que ayuden a superar éste problema, 
razón por la cual esta investigación pretende unirse a éste grupo de investigadores 
que en su medio social y jurídico lo viene haciendo.  
Por otra parte, es tan relevante jurídica y socialmente esta investigación, que la 
explotación sexual, que es una de las formas más severas de violencia infantil y 
que está relacionada con la precarias condiciones de vida de las familias, 
descomposición familiar y búsqueda de mecanismos de sobrevivencia, se ha 
incrementado en la ciudad de Sincelejo, de tal forma que para el año 2009, fueron 
denunciados 284 casos, de los cuales el 49.51% equivalente a 102 casos,  fueron 
declarados como abuso sexual, debido que se presentó el uso de la fuerza física y 
emocional hacia la víctima, el contacto sexual y el desacuerdo pleno del acto.  
Con relación a la educación, al observar la población entre las edades de 4 a 5 
años del municipio de Sincelejo, se observó que esta no era muy esperanzadora 
pues de 14.200 niños y niñas, solo el 51.70%, está escolarizado, frente al 48.30% 
que no le está, y si esto sucede en la capital del departamento de Sucre, ni 
imaginar lo que sucederá en municipios tan apartados donde no existen siquiera 
los medios de comunicación necesario para que los docentes se transporten hasta 
allí. 
Las razones expuestas, evidencian la necesidad de una investigación que dé a 
conocer cuál es la situación real del niño, niña y adolescente del Departamento de 
Sucre, frente al paradigma proteccionista y garantista de nuestra legislación, y 
evidenciar al tiempo lo que se está haciendo en cuanto a políticas públicas en 
ciudades como Sincelejo, Corozal, San Marcos entre otras, para la protección del 
niño, niña y adolescente. Ya que es preocupante la ausencia de políticas por parte 
de las instituciones del Estado que eviten el maltrato de los y las menores.  
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La conveniencia de esta investigación, radica en la posibilidad que tienen los 
gobernantes de los entes territoriales, que conforman el Departamento de Sucre, 
de establecer cuáles son las necesidades más apremiante de la población infantil 
y adolescente de su territorio, además les permitirá trazar las políticas públicas, 
que los ayuden a superar esas deficiencias o precarias condiciones de esta 
población vulnerable.  
Tal intención, guarda relación con las necesidades de la Región Caribe, en 
superar de manera inmediata, las condiciones de atraso, con relación al resto del 
país, siendo una variable importante la educación, en la medida que se amplié la 
cobertura y la calidad de la educación, permitirá una población más capacitada y 
con oportunidades. 
Además, alrededor de este proyecto de investigación, se consolidó un grupo de 
investigación, denominado GISCER (Grupo de investigación Socio-jurídico de 
CECAR),  que fue reconocido en la última convocatoria de Colciencias, y que  ha 
permitido la creación de un observatorio de la infancia y la adolescencia en el 














2. MARCO TEÓRICO 
 
Para comenzar a tratar el tema de los paradigmas, que enmarcan los derechos de 
los infantes y adolescentes, debemos iniciar con el tratado de derechos humanos 
más ratificado de la historia, la Convención sobre los Derechos del Niño, (CDN). 
 
Recordemos que éste “es un tratado internacional, vinculante jurídicamente para 
aquellos países que lo ratifican, que reconoce los derechos humanos de los niños 
y niñas, definidos como los menores de 18 años”1. Por lo tanto, la Convención 
obliga a los estados parte a asegurar que todos los niños, sin ningún tipo de 
discriminación, se beneficien de medidas especiales de protección y asistencia, 
tengan acceso a la educación y la atención sanitaria, puedan desarrollarse 
como personas, crezcan en un ambiente de felicidad, amor y comprensión y 
reciban información sobre cómo pueden alcanzar sus derechos2. 
 
La Constitución Política colombiana por su parte, señala en el artículo 44, que los 
niños, niñas y adolescentes tienen por una parte derechos civiles y políticos, por la 
otra, derechos económicos, sociales y culturales o de segunda generación y 
además consagró la protección especial de esta población considerada 
vulnerable, fundamento de la Teoría Garantista, sin embargo antes de la 
expedición de la Ley 1098 de 2006, encontramos que las normas que 
consagraban los derechos de esta población especial, tenía su génesis en la 
Teoría de la Situación Irregular, que se cimentaba en la corriente del 
Proteccionismo, que inspiró las primeras legislaciones del siglo XX, sobre niñez y 
que se concentró en responder, de manera exclusiva a los problemas de menores 
de edad en situación de riesgo o vulneración efectiva de sus derechos.  Bajo esta 
concepción la legislación para proteger a los niños, niñas y adolescentes, sólo 
                                                    
1 Ver: http://www.rtve.es/noticias/20081120/convencion-sobre-los-derechos-del-nino-anos-proteccion-los-menores/193211.shtml 
 
2 Ibídem  
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operaba cuando eran víctimas de violencia, de explotación, de inasistencia 
alimentaria o de abandono.3 
 
El Garantismo por su parte, se establece como: 
 
“Una corriente jurídica, que parte del reconocimiento de los derechos 
fundamentales de los individuos y de su efectiva protección y tutela 
como la piedra de toque del diseño constitucional del Estado. Esta 
corriente va más allá de crear vínculos (de hacer o de no hacer) 
solamente para el Estado y busca proteger los derechos fundamentales 




A lo largo del presente trabajo, estaremos analizando como se desarrolló y como 
se desarrolla cada una de estas corrientes sociales y filosóficas que nutren lo 
jurídico, pero enfatizadas en la protección y garantía de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes en Latinoamérica y más concretamente en nuestro país. 
 
2.1. Nacimiento de la legislación infantil 
 
Los derechos de la infancia y adolescencia, han sido producto de grandes 
avances legislativos a lo largo de la historia de la humanidad, es por ello, que es 
indispensable entender y analizar su desarrollo constitucional y legal, pues estos 
se dan como resultado de la dinámica económica, política, cultural y social que 
enfrenta cada día una sociedad, lo cual indica un llamado a la promoción de 
nuevos valores y principios. 
 
Desde una visión histórica del Derecho, puede afirmarse que la legislación del 
menor nace con la llamada Revolución Industrial del Siglo XVIII, donde el trabajo 
que desarrollaban los niños con salarios muy bajos y jornadas exhaustivas, hizo 
necesaria la intervención del Estado a través de las leyes. Es así, como Inglaterra 
                                                    
3 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual Derecho de Infancia y adolescencia. 2ed. Bogotá 2009. Pág.8  
4 CÓRDOVA VIANELLO, Lorenzo. Garantismo. Editoriales el Universal. Noviembre de 2007. http://www.eluniversal.com.mx/editoriales/38951.html 
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en el año de 1802, expide las primeras leyes para la protección del trabajo, 
ejemplo que siguió extendiéndose por Francia (1813), y luego Alemania (1835), 
entre otros. En América Latina los países pioneros fueron Brasil (1891) y Chile 
(1907). 
  
De igual manera, por las constantes violaciones y por la necesidad de 
proporcionar al niño una protección especial, la Convención sobre los Derechos 
del niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
noviembre de 1989, y aprobada por el Congreso de Colombia mediante la Ley 12 
de 19915, trata sobre el reconocimiento de la vulnerabilidad de los niños y sobre 
sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, como elementos 
integrantes de un conjunto, los cuales constituyen el mínimo necesario para la 
supervivencia y el desarrollo de la infancia. Ellos son, el derecho a la vida, a la 
identidad, a una relación armónica con los padres , a la libertad de pensamiento, 
de expresión y de asociación en cuanto sean posibles; a la participación en la 
toma de decisiones sobre asuntos que lo afecten, a protecciones frente a abusos , 
circunstancias de desamparo o de conflicto, a un trato especial cuando la 
condición especial del niño lo requiera,  a la vivienda y al abrigo, a la nutrición y a 
la salud, a la educación, a la recreación y a la cultura, dirigidas al desarrollo de la 
personalidad; de las aptitudes y de la capacidad mental y física del niño hasta el 
máximo de sus posibilidades6. 
De ahí que, el niño, niña o adolescente siempre ha sido, dentro del campo del 
derecho, objeto de estudio debido a su condición de vulnerabilidad frente a los 
demás sujetos, al igual que los ancianos y los indígenas, a los cuales se les debe 
brindar un tratamiento especial, partiendo de un enfoque poblacional. 
 
De la misma manera, dentro de los principios que establece la Convención de los 
Derechos del Niño, que está incorporada a nuestra legislación, encontramos que: 
                                                    
5 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-531, M. P. EDUARDO CIFUENTE MUÑOZ. P-23  
6 Convención de los Derechos del Niño de 1989 
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“Un niño puede estar adecuadamente alimentado, pero si no se le educa, se le 
permite el acceso a la cultura, se le ampara de la explotación laboral y de 
cualquier forma de abuso, no puede decirse que este protegido, pues se trata de 
derechos que conforman un todo integrado”7. 
 
Así mismo, se reconoce que el niño tiene unas necesidades que evolucionan y 
cambian con la edad, por lo que se trata de equilibrar los deberes de los padres, 
correlativamente con dichas necesidades. 
 
Con lo anterior, se comienza a estructurar un conjunto de principios y valores 
normativos alrededor de los derechos de los niños, de tal suerte que se va 
produciendo un avance y cambio legislativo en procura de lograr el bienestar y 
desarrollo de los derechos de la niñez, esto como producto de una madurez 
normativa y filosófica en cuento a la importancia de estos en la vida social. 
 
Es preciso entonces, analizar la estructura y alcance de estos derechos en toda 
Latinoamérica, con el fin de indagar sobre cuáles han sido los cambios 
dispositivos que ha asumido cada país y  cómo ha sido su proceso evolutivo. 
 
 
2.2.  Historia de la infancia en América Latina 
 
El progreso histórico de los derechos de la infancia en Latinoamérica, ha sido un 
proceso largo y dispendioso, donde en primera medida se estableció en la 
mayoría de los países latinoamericanos la Teoría del Proteccionismo y con ello la 
Doctrina de la Situación Irregular8, escenario al que Colombia no fue ajena. 
                                                    
7  República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-531, M.P. EDUARDO CIFUENTE MUÑOZ. P-23 
 
8 Doctrina contempla la protección sólo los niños, niñas y adolescentes más vulnerables, a quienes denomina “menores”, intentando dar solución a las situaciones 





Este proceso de evolución de la legislación de infancia y adolescencia tiene su 
iniciativa de cambio, a raíz de las investigaciones que se dieron en torno a las 
reiteradas vulneraciones de los derechos ocurridas en diferentes países, en donde 
la niñez era totalmente desprotegida, pues, “hasta 1988, la historia de la infancia 
latinoamericana todavía no había llamado la atención a los historiadores 
profesionales. Por ello, un grupo de juristas, sociólogos y pedagogos 
latinoamericanos iniciaron el oficio”9 con la construcción de un programa de 
investigación dividido en dos etapas, a saber: 
 
1. Abarcaron cinco países latinoamericanos (Argentina, Colombia, Costa Rica, 
Uruguay, Venezuela, y Brasil, quien se unió posteriormente), pretendiendo 
con ello, conocer la cultura y los mecanismos del control socio-penal de la 
infancia, desde el proceso de colonización10, hasta la aparición de las 
primeras leyes específicas de los menores de edad. 
2. La segunda fase se propuso analizar la creación y evolución de la 
legislación, determinando con ello la similitud o diferencias con los derechos 
establecidos en la Convención Internacional de los Derechos del Niño y los 
otros instrumentos de la llamada "Doctrina de las Naciones Unidas de 
Protección Integral de la Infancia"11, permitiendo de igual manera, 
determinar la adecuación legislativa de cada país a esta nueva doctrina. 
 
Al hacer éste análisis de las legislaciones latinoamericanas, el grupo de 
investigación, encuentra que fue muy poco lo que se había hecho, con respecto al 
acoplamiento de las leyes vigentes a los nuevos principios consagrados en los 
diferentes tratados y convenios internacionales.  
 
Este fenómeno remite sin duda a la asombrosa persistencia de uno de los 
mayores mitos pseudojurídicos que imperan en América Latina: la llamada 
                                                    
9 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. CARRANZA Elías. EL DERECHO DE "MENORES" COMO DERECHO MAYOR. Pág. 2 
10 La reconstrucción de la historia latinoamericana de la infancia durante el período precolombino, espera todavía por su autor.  
 
11 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. CARRANZA Elías. EL DERECHO DE "MENORES" COMO DERECHO MAYOR. Pág. 2. 
http://www.iin.oea.org/iin/cad/SIM/pdf/mod1/Texto%2016.pdf 
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"doctrina de la situación irregular", en donde se protege solo al menor que se 
encuentra en un estado de indefensión o de riesgo, dejando de lado la garantía 
misma de sus derechos12. 
 
Por su parte, el veinte (20) de noviembre de 1989, la Asamblea de las Naciones 
Unidas, aprobó por unanimidad la Convención Internacional de los Derechos del 
Niño; América latina ratificó, este tratado internacional de los Derechos Humanos 
de todas aquellas personas que no han alcanzado la mayoría de edad.  Situación 
que enmarca un periodo de transición del paradigma, que va desde la aprobación 
de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CDN) hasta finales del 
año 1991, pero esto trae consigo el primer inconveniente, y es que, muy  a pesar 
que se acepta la convención, se mantienen intacta las legislaciones internas, que 
dan cuenta del Paradigma Proteccionista basado en la  Doctrina de la Situación 
Irregular, producto de las primeras décadas del siglo XX.13 
 
Es a mediados del  año 1990, que nace al mundo jurídico el Estatuto del Niño y el 
Adolescente (ECA) en Brasil, convirtiéndose en la primera adecuación de una ley 
nacional a la CDN en América Latina, en este momento histórico persistían los 
antiguos actores del viejo paradigma proteccionista-represivo, que reunidos en 
torno, a algunas asociaciones gestaron y desarrollaron muy especialmente 
durante el periodo de las dictaduras una forma clásica del menorismo de los años 
20 y 30, apoyados en la Doctrina de la situación irregular.  
 
Por lo anterior, y como un ejemplo altamente representativo de estas posiciones, 
surge un movimiento de apoyo al trabajo infantil en Perú denominado “niños 
trabajadores y protagonismos de la infancia”14, donde se destaca y realza las 
labores de los niños. 
 
                                                    
12 Ibídem. Pág. 3.  
13 GARCIA MENDEZ, Emilio.  Infancia, Adolescencia y Control Social en América Latina, Ed. Depalma y Temis. 1990.  
14 Colectivo Nats Infancia Perú, Lima.  Cfr. Niños trabajadores y protagonismo de la Infancia.  Ed. Ifejant, 1997. Pág. 32 y 33  
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En Brasil, se logró una alteración significativa en la legislación interna con el 
Estatuto del Niño y el Adolescente (ECA),  sobre los efectos destacados de la 
CDN, encontramos que, para algunos países latinoamericanos la incorporación del 
convenio a la normativa jurídica nacional ha producido extraordinarias 
transformaciones en este campo, para otros, esta incorporación en absolutamente 
nada ha alterado las prácticas, instituciones y las culturas de tratamiento y relación 
con la infancia.15  Continuando con el mismo modelo “compasivo represivo”  que 
históricamente ha orientado la relación del Estado con los sectores vulnerables de 
la infancia. 
 
En este sentido, el Dr. EMILIO GARCIA MENDEZ coloca en evidencia que en 
términos latinoamericanos, “las deficiencias estructurales provocadas por la crisis 
de los años 30, sumadas al proceso masivo de inmigración, determinaron un 
crecimiento significativo del mundo de los "menores". La falta de recursos, o si se 
quiere, la falta de una voluntad política que permitiera priorizar aquellas categorías 
más vulnerables afectadas particularmente por la crisis, motivaron la 
"judicialización" del problema de la "minoridad".16 
 
Las normas jurídicas, se convirtieron en el sucedáneo menos oneroso frente a la 
ausencia de políticas públicas. Por ello, la doctrina de la situación irregular 
constituyó el soporte jurídico ideal para legitimar las prioridades establecidas17. 
 
Cabe resaltar, que en América Latina se produjo una movilización social muy 
significativa en torno de la Convención Internacional de los Derechos del niño, por 
ello analizaremos los procesos de Reforma legislativa de Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Ecuador, Costa Rica, El Salvador, que buscaron ponerse a tono 
con el nuevo paradigma garantista de los Derechos del Niño, consagrados en la 
CDN. 
 
                                                    
15 GARCIA MENDEZ, Emilio. Entre el Autoritarismo y la Banalidad: Infancia y Derechos en América Latina. Ed. TEMIS. Bogotá. D.C. 2004. Pág. 15. 
16 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. CARRANZA Elías. EL DERECHO DE "MENORES" COMO DERECHO MAYOR. Pág. 7. 
http://www.iin.oea.org/iin/cad/SIM/pdf/mod1/Texto%2016.pdf 




La República Argentina, se encuentra en una situación curiosa, desde el punto de 
vista, del proceso de adecuación de su derecho interno a la CDN, la reforma legal 
necesaria para garantizar los derechos contenidos en la CDN está pendiente, lo 
que indica que gran parte de las leyes nacionales y provinciales no se ajustan a 
los estándares internacionales en materia de derechos humanos de la infancia.18 
 
Desde la aprobación de la Convención Internacional sobre Derechos del Niño, en 
Argentina han existido varios proyectos de Ley que pretenden regular los derechos 
del niño, algunos inspirados en el régimen vigente, que proponen reformas que no 
cambian nada; otros más ambiguos, que pretenden reformas, pero que de 
implementarse no implicarían ningún cambio estructural. 
 
El principal impacto de la CND, en términos de reformas legales en Argentina, se 
advierte en el ámbito provincial, ya que a la fecha ocho provincias que bien han 
reformado o bien han dictado por primera vez leyes dirigidas a regular, en el 
ámbito local, la condición jurídica de la infancia conforme con los estándares 




Las primeras disposiciones en Bolivia referidas a la niñez y adolescencia, fueron 
de corte correccional-represivo que incluían la pena de muerte.20  Se consideraban 
a los menores de 10 años como inimputables; entre 10 y 17 años eran menores y 
se les dividía en dos grupos:  Los que actuaban sin discernimiento, ni malicia, eran 
entregados a sus padres, representantes legales o reformatorios, y los que 
delinquían con discernimiento y malicia, recibían como  atenuante en razón de su 
minoridad, una pena disminuida.   
                                                    
18 BELOFF. Mary  Comentarios al Proceso de reforma Legislativa en la República de Argentina.  Ed. Temis-Depalma. 2 ed. 1999. Pág. 115-122 
19 Ob. Cit. Pág.144 
20 Código Penal de Bolivia de 1834. Art. 50 y 51. 
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Esto hasta 1972, muestra los vestigios del tratamiento discriminatorio que opero 
mediante la llamada doctrina de la “situación irregular”, la cual  inspiró a las 
legislaciones anteriores a la CDN y que se caracterizaba por considerar al niño 
como objeto de protección –represión y no como sujeto de derechos.21 
 
En los casos de violación de derechos donde participaban menores de edad, el 
tratamiento era discrecional y arbitrario ya que no existía una diferenciación típica 
de su comportamiento, sea como sujeto activo o pasivo del delito y por tanto 
tampoco recibían un tratamiento justo y proporcional al hecho cometido.22 
 
Es el 14 de mayo de 1990, mediante la Ley 1152 de ese año, que queda ratificada 
la Convención Internacional de los Derechos del Niño, que entro en vigencia el 2 
de septiembre de 1990, se convierte en ley de la república, momento histórico y 
significativo para la niñez y la adolescencia en el reconocimiento de sus derechos. 
 
El 18 de Diciembre de 1992, entró en vigencia el Código del Menor, que establece 
la Responsabilidad del Estado y de la sociedad en la defensa y protección de los 
derechos de la niñez y la adolescencia, este Código inspirado en la CDN, se 
fundamenta en la Doctrina de la Protección Integral, desplazando, por lo menos, 





Anclada en el paradigma de la protección integral, la Constitución Brasileña de 
1988, inauguró un nuevo tratamiento jurídico basado en la condición de menores, 
como personas en proceso de desarrollo físico, psíquico, cognitivo, social, 
situación que implica mayor vulnerabilidad con relación a los adultos.23 
 
                                                    
21 DAVALO VELA. Guillermo.  El proceso de Reforma Legislativa en Bolivia. Ed. Temis. Bogotá. 1999. Pág.159 
22 Ob. Cit. Pág. 161 
23 TOLEDO MACHADO.  Marta.  El proceso de Reforma Legislativa en Brasil. Ed. Temis 1999. Pág.225 
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El sistema de protección especial consagrado en la Constitución y en el Estatuto 
del Niño y del Adolescente ha generado consecuencias positivas, en el plano de 
los derechos sociales, en cuanto al derecho a la educación24, la Constitución 
aseguró el derecho fundamental de acceso a la enseñanza pública elemental y 
gratuita (8 años de escolarización básica), positivándolo como un deber del Estado 
y como derecho público subjetivo de cualquier ciudadano. 
 
Con posterioridad, a la aprobación del Estatuto del Niño y el Adolescente, la 
enmienda constitucional 20 de 1998, elevó la prohibición del trabajo infantil a los 
16 años; de igual forma, se estableció la convivencia familiar como derecho 
fundamental de niños y adolescentes,25 e instituyó que la familia constituye la base 
de la sociedad26, reconociéndola como la comunidad conformada por cualquiera 
de los padres y sus descendientes; de igual forma, el derecho que tiene el niño de 
ser educado y criado en el seno de  la familia natural (con uno por lo menos de los 
padres biológicos) y, excepcionalmente en familia sustituta, dejando solo como 




El 14 de agosto de 1990, el Congreso Nacional de Chile ratifica la  Convención 
Internacional sobre los Derechos del Niño. Esto sucedió pocos meses después 
que el parlamento volviera a sesionar, tras diecisiete años de interrupción de su 
funcionamiento y sustitución de sus funciones por una Junta Legislativa Militar. 
 
Así el año 1990, se convierte en un punto de referencia obligado para analizar la 
actual legislación sobre la infancia y la adolescencia, ya que concurren dos hechos 
jurídicos fundamentales: La adopción de nuevos estándares internacionales y la 
entrada en vigencia de las instituciones del sistema democrático. 
                                                    
24 Constitución Federal de Brasil. Capitulo VII. Art. 227. Art. Art. 227. “Es deber de la familia, de la sociedad y del Estado asegurar al niño y al adolescente, con 
absoluta prioridad, el derecho a la vida a la salud, a la alimentación, al a educación, al ocio, a la profesionalización, a l a cultura, a la dignidad, al respeto, a la libertad 
y a la convivencia familiar y comunitaria, además de protegerlos de toda forma de negligencia, discriminación, explotación, violencia, crueldad y opresión.”  
25 Ibídem. 
26 Ibídem. Art. 226. “La familia base de la sociedad, es objeto de especial protección por el Estado…”  
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En este contexto, Chile se plantea el diseño de una política legislativa destinada a 
superar, en distintos ámbitos del derecho, la legislación de menores vigente hasta 
1967, es así, como el 20 de noviembre de 1990 el Ministerio de Justicia emite un 
decreto, que crea una comisión Intersectorial asesora, que tenía entre sus 
funciones redactar los proyectos de ley necesarios para dar cumplimiento a los 
estándares internacionales establecidos por la CDN, este intento fracasó y luego, 
el Ministerio intenta una nueva estrategia, invita a los expertos en el tema, con el 
fin de que representaran los intereses institucionales de los actores del sistema, 
dicha comisión fue una importante señal de apertura y participación, pero la 
composición de sus integrantes favoreció a que se confundieran los intereses 
institucionales con la necesidad de una revisión crítica del sistema destinada a su 
reforma. 
 
El resultado  fue negativo, debido a que la comisión tampoco asumió la 
perspectiva de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, como 
tampoco señala los conflictos que existen entre la legislación vigente interna y la 
CDN. 
 
Según el informe del grupo de parlamentarios por los Derechos de la Infancia y 
UNICEF27: “la situación jurídica, de la infancia en Chile, se caracteriza por la 
presencia de una importante dispersión de la legislación, el conjunto de normas no 
conforman un todo unitario y sistemático, sino que configura un sistema 




El Código de la Niñez y Adolescencia, vigente desde el 3 de julio de 2003, es la 
finalización de un largo proceso de discusión, redacción y debate legislativo que 
                                                    
27 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
28 CILLERO BRUÑOL. Miguel.  Proceso de Reforma Legislativa en Chile. Ed. Temis. 2 Ed. Pág. 277 
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se originó cuando la reforma legislativa de 1992 demostró su inadecuación con los 
principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del niño. 
 
Con el Código de la niñez,  se consolido una forma diferente de redactar las leyes, 
dejando de ser un proceso que adelantaban un grupo de expertos, para 
convertirse en un amplio ejercicio democrático, en que las personas de diferentes 
ciudades, edades y profesiones, intervinieron en su proceso de redacción. 
 
Según el doctrinante FARITH SIMON CAMPAÑA29, la ley introduce muchas 
innovaciones, desde el uso de nuevos conceptos jurídicos, como por ejemplo, 
niño, niña y adolescente, que además permitió superar las severas deficiencias de 
la anterior legislación de menores que tenia claros elementos de la Doctrina de la 
situación irregular, sin embargo, numerosos estudios nacionales han demostrado, 
que existe un notoria violación de las normas del instrumento internacional, tanto 
en la Ley como en la práctica judicial.  
 
2.2.6 Costa Rica 
 
A partir de la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño,  Costa Rica reconoció que, los niños, las niñas y los adolescentes son 
sujetos de derechos, con una condición particular de desarrollo y que con el 
transcurrir del tiempo van adquiriendo responsabilidades, obligaciones de tipo 
jurídico y por ello a determinada edad se hacen responsables frente al Sistema 
Penal de forma diferente a la de los adultos. 
 
La legislación Costarricense se caracterizó,  por no establecer la inimputabilidad 
de los menores de edad, como lo establecían la mayoría de Códigos Penales de 
países Latinoamericanos.  De esa manera, pudo sostenerse que las personas 
menores de diecisiete años eran sujetos del derecho penal  por disposición de una 
Ley especial, de igual forma, se incorporaron las garantías procesales 
                                                    
29 SIMON CAMPAÑA, Farith. ANÁLISIS DEL CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA DEL ECUADOR. 
http://www.cejamericas.org/doc/documentos/analisis_del_codigo.pdf. pág. 11 
 25 
consagradas en la Constitución Política y en los instrumentos internacionales 




Colombia, no ha sido ajena a la problemática de la Infancia que presenta 
Latinoamérica, pues nuestro país, acogió en principio, la doctrina de la situación 
irregular, basada en el Principio de Legalidad y en un Estado de Derecho, aunque 
posteriormente, las circunstancias históricas motivaron los cambios jurídicos que 
debió asumir nuestro sistema legislativo, mostrando la necesidad de un llamado a 
la promoción de nuevos valores en las relaciones familiares.  
 
Es así como abordar el tema de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia, nos 
conduce a observar dichos derechos desde la norma fundamental30 y el bloque de 
constitucionalidad31, que en este caso, como lo plantea el Dr. AROLDO QUIROZ 
MONSALVO: “incorpora todos los tratados de Derechos Humanos que en materia 
de infancia ha suscrito el Estado colombiano, es decir, son fuente para su 
interpretación y orientación en su aplicación”. 32 
  
Es preciso analizar aquí, que antes de la expedición de la Constitución de 1991 y 
en vigencia de la Constitución de 1886, se promulgo el Código del Menor, 
(Decreto 2737 de 1989),33 que en su artículo 6 señalaba: 
“Todo menor tiene derecho a crecer en el seno de una familia. 
El Estado fomentará por todos los medios, la estabilidad y el 
bienestar de la familia como célula fundamental de la 
sociedad.  El menor no podrá ser separado de su familia sino 
en las circunstancias especiales definidas por la ley y con la 
exclusiva finalidad de protegerlo. Son deberes de los padres, 
velar porque los hijos reciban los cuidados necesarios para su 
adecuado desarrollo físico, intelectual, moral y social”.  
 
                                                    
30 Art. 44 Constitución Política de Colombia.  
31 Convención de los derechos del niño; incorporada al ordenamiento jurídico colombiano por mandato constitucional. Art. 44 y 93 C. P. 
32 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual de Derecho de Infancia y Adolescencia. Librería  Ediciones del Profesional.  Editorial ABC. S egunda Edición, 2009. Pág.60  
33 Decreto 2737 de 1989.  Código del menor. Ed. Leyer. 
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En esta medida, es preciso analizar el marco constitucional y legal en el que se 
enmarcaban los derechos de los niños, niñas y adolescentes hasta 1991. 
 
2.3. La niñez bajo la Constitución de 1886 
La Constitución de 1886, expresaba  el deseo de reflejar un equilibrio entre el 
poder del Estado y las libertades individuales, imponiendo la libertad y el orden 
como principios para gobernar, lo cual sólo sería posible dentro de un Estado 
centralizado con un poder ejecutivo fuerte 34, en donde los derechos, libertades y 
obligaciones se consagraban de tal manera, que no se les podía dar una 
interpretación distinta a la gramatical, donde regía el Principio de Legalidad como 
medio para alcanzar ese equilibrio entre el Estado y las libertades individuales. Es 
por ello, que según GUSTAVO ZAGREBELSKY: “el Estado de Derecho y el 
Principio de Legalidad suponían la reducción del derecho a la ley y la exclusión, o 
por lo menos la sumisión a la ley, de todas las demás fuentes del derecho”. 35 
La niñez por su parte, no se apartó de este principio de legalidad, pues con la 
legislación vigente en ese momento (Decreto 2737 de 1989) el Estado sólo tenía 
la facultad u obligación de proteger y no de garantizar, esto debido a la falta de 
humanización de la misma Constitución, la cual no consagraba principios tan 
fundamentales como los de la Dignidad Humana, la Solidaridad o el Trabajo. 
 
2.4. Código del Menor – Decreto 2737 de 1989 
 
El Código del Menor (Decreto 2737 de 1989), tenía dentro de sus características 
principales la de ser un conjunto de disposiciones proteccionistas, inspirado en un 
sistema jurídico derivado del Estado de Derecho, el cual a su vez, se soportaba 
teóricamente en el Principio de Legalidad, en donde se establecen un conjunto de 
reglas discretas que son identificadas, comprendidas y aplicadas mediante el 
                                                    
34LA CRISIS DEL ESTADO RADICAL. http://www.memo.com.co/fenonino/aprenda/historia/estado-radical.html 
35 ZAGREBELSKY,  Gustavo. El derecho Dúctil, Ley Derechos Justicia. Editorial Trotta. Séptima Edición 2007. Pág.24.  
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conocimiento técnico de los aplicadores del derecho, cuyo trabajo estaba al 
margen de los desacuerdos morales y políticos de la vida diaria36, concibiendo el 
derecho desde su significado puramente literal; lo que implica que el Estado solo 
entraba a actuar cuando el infante o adolescente, se encontraba en estado de 
riesgo, dejando de lado la garantía misma de sus derechos.  
 
Con lo anterior, evidenciamos el Principio de Legalidad concebido en el anterior 
Código, en donde se estipulaban una serie de situaciones en las cuales se debía 
enmarcar el “menor”37 para poder recibir la protección del Estado. Estas 
situaciones de irregularidad estaban contempladas en el artículo 30, el cual dice: 
“Un menor se halla en situación irregular cuando:  
 
1. Se encuentra en situación de abandono o peligro  
2. Carezca de la atención suficiente para la satisfacción de sus necesidades 
básicas  
3. Su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo administren.  
4. Haya sido autor o participe de una infracción penal  
5. Carezca de representante legal  
6. Presente deficiencia física, sensorial o mental  
7. Sea adicto a sustancias que produzcan dependencia o se encuentre 
expuesto a caer en la adicción  
8. Sea trabajador en condiciones no autorizadas por la ley  
9. Se encuentre en una situación especial que atente contra sus derechos o 
su integridad”38.  
 
Por otro lado, el perfil proteccionista se refleja en la prioridad del Decreto de 
proteger al menor que se encontraba en estado de riesgo, concibiéndolo como un 
ser indefenso y dejando de lado, a aquel que aunque  no se encontraban en esa 
situación, podían  llegar a estarlo, abandonando entonces las garantías mínimas 
                                                    
36 Ver J. Frank, law and the modern mind, (1930) cap. 7 
37 el término menor fue reemplazado con la ley 1098 por el de  niño, niña o adolescente, en atención a que este término (menor) tiene una significación social 
negativa que implica reducción, limitación, incapacidad y, por tanto, tiene un matiz claramente discriminatorio. Sacado de: MISLE, Oscar, PEREIRA, Fernando. 
HACIA UN NUEVO PARADIGMA EN LA EDUCACIÓN INFANTIL Y JUVENIL.  
38 Decreto 2737 de 1989. Código del Menor. Editorial Leyer.  Art. 30. 
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que debía tener todo niño, niña o adolescente en nuestro país. Lo anterior lo 
explica el profesor TEJEIRO LÓPEZ así:  
 
“Se considera al menor como un ser indefenso que necesita cuidado 
y protección. El código no contempla diferentes categorías de 
menores que necesitan una reacción diferente. Si se trata de un 
menor abandonado, él necesita protección; si es explotado o 
maltratado, necesita protección; si sufre de insuficiencias físicas o 
mentales, también necesita protección; si comete infracciones, se le 
debe también brindar protección. En todos estos casos, el menor es 
considerado en “situación irregular” y necesita por lo tanto 
protección”39. 
 
Aquella legislación señalaba además en su artículo 8 lo siguiente:  
 
“Articulo 8: El menor tiene derecho a ser protegido contra toda forma 
de abandono, violencia, descuido o trato negligente, abuso sexual y 
explotación. El Estado, por intermedio de los organismos 
competentes, garantizará esta protección. 
El menor de la calle o en la calle será sujeto prioritario de la especial 
atención del Estado, con el fin de brindarle una protección adecuada a 
su situación.”40 
 
De igual manera, en dicho Código se definieron los Derechos fundamentales de la 
niñez en Colombia y se determinan los principios y normas para su protección, 
otorgándole  al menor derechos especiales, pero concibiéndolo como un ser 
indefenso41. 
De acuerdo con el postulado anterior, el doctrinante EDUARDO GARCÍA 
SARMIENTO, en su obra Elementos del Derecho de Familia, efectuó un profundo 
análisis de todo el Decreto 2737 de 1989, desde los principios orientadores hasta 
la aplicación de las diversas disposiciones encaminadas a lograr el objeto del 
Código, el cual era básicamente brindar protección al menor cuando este se 
encontrara en estado de peligro, abandono, maltrato físico y emocional, cuando 
                                                    
39 TEJEIRO LÓPEZ, Carlos Enrique. Profesor de la Universidad de los Andes. Teoría general de Niñez y Adolescencia. Segunda. Edición. 1198 
40 Decreto 2737 de 1989. Código del Menor. Art. 8.  
41 Decreto 2737 de 1989.  Código del menor. Art. 1 
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estaba frente a la vulneración de tipos penales o en situaciones irregulares, la 
protección de sus derechos como la adopción y los alimentos y en fin, todo lo 
relacionado con su tenencia, cuidados personales, guardas, incluyendo el ejercicio 
de los derechos-deberes de la patria potestad por parte de los padres, de igual 
forma destaca el órgano encargado de intervenir, aplicar y ejecutar todos los 
programas fines y propósitos de protección del menor como es el ICBF. 
 
Además planteaba que, el Código le concedió muchas facultades al Defensor de 
Familia pero que este funcionario, muchas veces, sin tener las calidades exigidas 
y preparación adecuada podía desconocer su propia potestad, destacándose 
dentro de estas, la de poder actuar de forma autónoma y sin orden judicial como el 
caso del allanamiento o la regulación de derechos en forma provisional, como 
sería la designación provisional de custodia, regulación de visitas, designación 
provisional de la tenencia y cuidados personales e incluso en temas tan delicados 
como la suspensión de patria potestad, actividades para los cuales no se tenía 
posiblemente la preparación o calidades exigidas para su realización, de ahí que 
el autor diga: “El defensor interviene en nombre de la sociedad, en defensa de los 
intereses de la institución familiar y cuando entran en juego intereses de menores, 
en defensa de los intereses superiores del menor. ¡Qué responsabilidad del 
Defensor de Familia. Ojalá sepa asumirla!”42. 
El Decreto 2737 de 1989, fue una legislación que aunque no desarrolló a 
cabalidad con los lineamientos de la CDN, logró un avance en materia de los 
derechos de la niñez, en atención a que consagró sus derechos fundamentales, 
así como también mecanismos de protección al “menor”, que aunque eran 
limitados, fueron innovadores en nuestra legislación y que fueron basados en la 
Constitución de 1886 vigente en ese momento. 
 
Por su parte, la Convención Internacional de los Derechos del Niño, incorporada a 
nuestra legislación interna mediante la Ley 12 de 1991, dispuso en su preámbulo: 
                                                    
42  GARCIA SARMIENTO, Eduardo.  DERECHO DE FAMILIA EN EL CODIGO DEL MENOR.  Ed. Linotipia Bolívar. Ed. 1 Bogotá D. C.  1990.  Pág.63 
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“Los Estados partes en la presente convención (…) convencidos de 
que la familia, como grupo fundamental de  la sociedad y medio 
natural para el crecimiento y bienestar de todos sus miembros, y en 
particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia 
necesaria para poder asumir sus responsabilidades dentro de la 
comunidad, y reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en 
un ambiente de felicidad, amor y comprensión ...”43 
 
Este preámbulo entonces, inaugura un nuevo pensamiento en cuanto al tema de 
la niñez, concibiéndola como fundamental para el desarrollo de una sociedad, e 
impone al Estado la obligación de su protección integral, dándole de esta manera 
una trascendencia importantísima a los derechos de la infancia y la adolescencia. 
Es así, como posteriormente y tras éste nuevo pensar, surge la necesidad de 
diseñar una reforma integral al Código del Menor, en donde se establezcan 
verdaderas medidas de protección, se instituyan derechos y garantías para los 
infantes y adolescentes y se le da la importancia que ameritan en una sociedad. 
 
Es así, como tras un largo proceso legislativo se logra tomar un nuevo concepto o 
posición filosófica en cuanto a los derechos y garantías de la niñez, en donde se 
desarrolle a cabalidad los principios y valores de la Constitución de 1991, basada 
en un Estado Social de Derecho, es decir, se rompe con el Estado de Derecho y el 
Principio de Legalidad, asumiendo un Paradigma Garantista en relación con estos 
fundamentos filosóficos a través de la Ley 1098 de 2006. 
 
La Corte Constitucional por su  parte, contribuyó en gran medida a éste cambio al 
sentar líneas jurisprudenciales como son, por ejemplo, la del Interés Superior del 
Menor y la Estabilidad Reforzada de la madre embaraza, sentencias T-409/95 y C-
470/97, respectivamente.  
 
De allí que, MONRROY CABRA en su obra  Derecho de Familia, Infancia y 
Adolescencia  dice:  
                                                    
43 Ob. Cit. P-187 
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“la Corte Constitucional ha elaborado una jurisprudencia 
abundante en materia de protección de la familia, a partir 
principalmente de la aplicación de los artículos 5, 13, 42, 43 y 44 
de la Constitución. A grandes rasgos, las principales líneas 
jurisprudenciales giran en torno a la protección de las siguientes 
manifestaciones de la institución familiar como está prevista en la 
carta… la unidad familiar y el derecho de los niños a tener una 
familia y no ser separados de ella...”44. 
 
Todo este proceso jurisprudencial mostró  la necesidad de cambio, pues como 
bien lo establece el Doctor AROLDO QUIROZ MONSALVO: 
 
 “Colombia no puede continuar con un código que sólo se limita a 
señalar las situaciones de vulneración de derechos de niños y 
niñas; que no desarrolla pautas de políticas públicas para 
garantizar los derechos de toda la población infantil y adolescente 
del país; que no otorga responsabilidades a otras entidades como 
a los entes territoriales, deja la responsabilidad de atención de la 
niñez al ICBF…” 45 
 
Así mismo, el legislador estableció que:  
“Colombia contaba  con un Código del Menor expedido en 1989 
enfocado a atender a los menores de 18 años que incurrieran en 
una de las nueves situaciones irregulares que él mismo señaló 
taxativamente, como son: el menor abandonado o expósito, que 
carezca de representante legal, al que se le amenace su 
patrimonio, el que sea trabajador no autorizado, el adicto a 
sustancias que produzcan dependencia y el infractor a la ley 
penal, listado que precisamente deja por fuera de la atención 
integral a todo el universo de niños, y la consagración de 
garantías suficientes para evitar la vulneración de derechos y el 
restablecimiento, más aún con las violaciones a los Derechos 
Humanos de los niños, niñas y adolescentes que ha presenciado 
el país en los últimos años” 46.  
 
Este nuevo pensar, junto con los tratados públicos relativos a los menores 
empezando por la Convención de los Derechos del Niño de 1989, las resoluciones 
de los organismos internacionales sobre régimen jurídicos de los menores y las 
                                                    
44 MONRROY CABRA, Marco Gerardo, Derecho de familia, infancia y adolescencia. Librería ediciones del profesional LTDA. Duodécima edición.2009. Pág.637.  
45 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual de Derecho de Infancia y Adolescencia. Librería  Ediciones del Profesional.  Editorial ABC. Segunda Edición, 2009. Pág.18. 
46 Gaceta del Congreso Nº 551, Bogotá, Agosto 23 de 2005. Pág. 27  
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normas de la Constitución especialmente las que determinan los derechos de la 
familia, dan origen a la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la 
adolescencia47, el cual reglamenta el Art. 44 de la C. N, consagrándose como una 
ley en defensa de la niñez colombiana que pretende el desarrollo de Políticas 
Públicas48 tendientes a mejorar la condición de nuestros niños y adolescentes, y  
la cual estaremos desarrollando más adelante. 
 
En conclusión, podemos señalar que como bien lo plantea el  Doctor EMILIO 
GARCÍA MÉNDEZ:  
 
“la tradición jurídica latinoamericana descansa en una dicotomía 
flagrante entre discurso y práctica. Un derecho liberal y 
formalmente garantista, desvirtuado y distorsionado en la práctica 
por las mediaciones de los factores reales de poder. Activarlo en un 
sentido democrático, depende en parte de una nueva conciencia 
jurídica que tímidamente se encuentra en proceso de formación”49 
 
Es decir,  se hace necesario para la evolución y aplicación de una legislación, la 
creación y formación de una conciencia de aplicación efectiva e integral del 
derecho positivo. 
 
2.5. Surgimiento de la Constitución de 1991 
La Constitución de 1991,  se concibió fundamentalmente como un instrumento 
para la paz, la tolerancia, la convivencia y la solidaridad. Estos valores, esenciales 
para la supervivencia de la sociedad, la construcción de la Nación y la 
consolidación de un Estado Social de Derecho, el cual, estableció un cambio 
estructural y sustancial sobre los derechos consagrados en la anterior 
Constitución. 
Esta Constitución, con la cual se pretendió crear un Estado más justo, un Estado 
en donde la sociedad primara sobre las instituciones y en donde la Dignidad 
                                                    
47 MONRROY CABRA, Marco Gerardo, Derecho de Familia, Infancia y Adolescencia. Librería ediciones del profesional LTDA. Duodécima edición.2009. Pág. 640.  
48 Art. 204 Código de la Infancia y adolescencia.  
49 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. CARRANZA Elías. EL DERECHO DE "MENORES" COMO DERECHO MAYOR. Pág. 5 
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Humana50 jugara un papel fundamental en la creación y construcción de un 
sistema jurídico normativo, estableció entonces tres aspectos importantes: el 
primero plantea el Estado Colombiano como un Estado Social de Derecho; el 
segundo, enuncia cómo se encuentra organizado dicho Estado,  y, el tercero, 
determina que esa organización estatal se fundamenta en cuatro grandes 
principios: La Dignidad Humana, Trabajo, Solidaridad y Prevalencia del Interés 
General sobre el particular.51 
 
Es así, como al analizar éste Estado Social y Democrático de Derecho nos 
encontramos con un modelo que pregona la interpretación del derecho a partir de 
los principios constitucionales52 y especialmente, a partir de la hermenéutica 
referida a los derechos fundamentales, la cual opera bajo una “Teoría Garantista”, 
en donde priman valores y principios constitucionales y en donde toma un sentido 
más amplio el tema de la axiología jurídica53, es decir, se mira la ley desde su 
nacimiento, desde lo que origina su positivización y el fundamento teórico o el fin 
mismo que se persigue con ella, junto con la realidad social, la cual debe estar 
ajustada a los fines de la Carta Política54. 
 
Recordemos de igual forma, que es con la Carta Magna de 1991, que se 
establecen nuevos mecanismos de protección de derechos fundamentales de 
                                                    
50 El concepto de dignidad humana debe entenderse, desde la perspectiva racionalista, como el reconocimiento de la persona como autónoma, libre, princ ipio y fin 
en sí misma y que asume las responsabilidades de sus actos, sin buscar justificaciones externas a su propia decisión. Desde una óptica iusnaturalista, la dignidad 
humana se concibe como el reconocimiento de la persona titular de una serie de atributos inherentes a su condición humana, capaz de actuar sin interferencias 
externas y que tiende a desarrollar su vida en mejores condiciones materiales y espirituales, en el contexto en que se encuentra. Cualquiera sea el criterio de análisis 
de la dignidad, ella hace referencia a la posibilidad que tienen las personas de actuar sin dependencia de interferencias externas, de las condiciones materiales y de 
sus instintos naturales, con vinculación responsable a un proyecto social y político y que no se considere a sí mismo ni a los demás, como simples medios para fines; 
es decir, el concepto de dignidad humana se refiere a una actitud de vida que implica ser uno mismo en el entorno social en que se desenvuelve y, por tanto, dicha 
noción tiene un alto contenido moral, entendida ésta como la actitud de reconocer a los demás como poseedor de los mismos der echos que predica para sí y que 
crea condiciones de convivencia intersubjetiva. Véase a KANT, Immanuel. Fundamentación de la metafísica de la costumbres. Edic ión bilingüe. Ariel, Barcelona, 
1996. 
51 Constitución Política de 1991. Articulo 1 
52 Ibídem. Articulo 4 
53 La axiología jurídica es la rama de la filosofía del Derecho que trata el problema de los valores jurídicos, es decir, dilucida sobre cuales sean los valores que harán 
correcto un modelo de Derecho o que primarán a la hora de elaborar o aplicar el Derecho. De todos los valores del Derecho el más importante es el de " justicia", 
tiene tanta importancia que algunos autores designan a la axiología jurídica como Teoría de la Justicia. 
http://es.wikipedia.org/wiki/Axiolog%C3%ADa_jur%C3%ADdica 
 
54 Derecho constitucional. Principios fundamentales del Estado. http://es.jurispedia.org/index.php/Derecho_constitucional_(co)#Principios 
Fundamentales_del_Estado 
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carácter más expedito, como es el caso de la Acción de Tutela (artículo 86) -
inspirada en el artículo 18 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes 
del Hombre; así como también se establecen otras  acciones personales para 
reclamar ante cualquier ente o ante el Estado las vulneraciones a los derechos y 
libertades del individuo55. 
 
A su vez, con la Carta Política de 1991, se amplió el título tercero de la anterior 
constitución de 1886, consagrando nuevos derechos políticos, económicos, 
sociales y culturales, sobresaliendo en esta extensa gama, los derechos a la vida, 
a la integridad personal, y sobre todo grandes principios como el de la Buena fe y 
el de la Dignidad Humana, en el cual se fundamenta y se inspira la actual 
Constitución, entendida como una Constitución más humanista y garantista, pues 
es con ésta y con la consagración del Estado colombiano como un Estado Social 
de Derecho, que se establecen los nuevos fundamentos filosóficos sobre los 
cuales se debe basar todo el Ordenamiento Jurídico Colombiano56. 
 
De ésta manera, también se desarrollan los principios constitucionales de forma 
más coherente, modernizando toda la temática sobre la legislación del niño, niña y 
adolescente y la prevalencia de sus derechos, pasando de Paradigma 
Proteccionista al Garantista, tal y como lo plantea el Estado Social de Derecho 
Colombiano, reflejado en el artículo 44 de la Constitución  Política. 
 
Ahora bien, no fue suficiente con la consagración de la nueva Constitución para la 
verdadera garantía y protección de los infantes y adolescentes, pues muy a pesar 
de que ésta desarrollara y estableciera principios y valores sobre los cuales se 
debía basar el ordenamiento jurídico, esto no se dio en su totalidad, siendo los 
niños los más vulnerables y por lo tanto, los afectados. 
                                                    
55 VÉLEZ, Alba Lucía, M.S.P La acción de tutela: ¿un mecanismo de protección del derecho a la salud y un proceso alterno para acceder a servicios de salud? 
Colombia Médica. Vol. 36 Nº 3, 2005 
http://colombiamedica.univalle.edu.co/Vol36No3/PDF/cm36n3a10.pdf 
 
56 RABAT PATIÑO, María Mercedes, DERECHOS HUMANOS, su protección y eficacia. http://ciruelo.uninorte.edu.co/pdf/derecho/16-2/2_Derechos_humanos.pdf 
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Lo anterior, se fundamenta en que a pesar de que se dieron estos cambios 
filosóficos constitucionales, la normatividad en cuanto a los niños, niñas y 
adolescentes era la misma consagrada en 1989, basada en los principios, valores 
y fundamentos filosóficos de la anterior Constitución57. 
 
Esta falta de iniciativa legislativa generó que: a pesar de las diferentes leyes que 
se han aprobado en nuestro país, e igualmente de los tratados internacionales 
rarificados por Colombia, respecto del cuidado y defensa de la niñez seguimos 
siendo una nación donde los principales problemas sociales y emocionales los 
hacemos recaer sobre los más débiles: los niños.58 
 
Es así, como después de quince años, desde la consagración de la nueva 
Constitución, de estos nuevos principios y tras muchos intentos legislativos, se 
regula y se desarrolla en materia de derechos de la infancia y adolescencia el 
articulado constitucional con la entrada en vigencia la Ley 1098 de 2006, esto 
debido a la indiscutible necesidad de volcar los fundamentos teóricos en una 
nueva normatividad a fin de regular todos los temas relacionados con la infancia y 
la adolescencia en Colombia. 
 
2.6. Cambios estructurales de la Ley 1098 de 2006 frente al Decreto 2737 
de 1989 
Los cambios generados con la Ley 1098 de 2006, han constituido un desarrollo y 
un avance legal grandioso en nuestras disposiciones, en donde el infante y 
adolescente, pasó de jugar un rol pasivo en la sociedad a ser considerado como 
trascendental en el presente y el futuro de la misma, en el entendido en que 
                                                    
57 Decreto 2737 de 1989. Código del Menor. Art. 22 
58 GARCIA SAMIENTO, Eduardo. Elementos de Derecho de Familia.  Ed. Facultad de Derecho. Bogotá D.C. 1999. p-811 
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priman los derechos y libertades de los niños, los cuales constituyen la parte más 
vulnerable de una sociedad59. 
Es importante entonces, observar cuales han sido esos cambios estructurales, que 
nacidos de la Constitución de 1991, han generado este nuevo conjunto de 
derechos y garantías para los infantes y adolescentes. 
Cabe recordar aquí, que el Código del Menor (Decreto 2737 de 1989), tenía dentro 
de sus características principales, las siguientes: 
 
1. No se hacia una distinción entre las necesidades de los niños en sus 
diferentes edades y generalizaba utilizando el termino Menores. 
2. Era un conjunto de disposiciones proteccionistas, inspirado en un sistema 
jurídico derivado del Estado de Derecho. 
3. Se soportaba teóricamente en el Principio de Legalidad. 
4. Establecía un conjunto de reglas que eran identificadas, comprendidas y 
aplicadas mediante el conocimiento técnico de los aplicadores del derecho 
de manera taxativa. 
5. El Estado solo actuaba cuando el infante o adolescente, se encontraba en 
estado de riesgo o de peligro, dejando de lado la garantía misma de sus 
derechos. 
6. No se establece ningún tipo de políticas públicas o programas de ayuda a 
infantes o adolescentes. 
7. Las medidas que podían tomar ciertos funcionarios eran limitadas, 
atascando los despachos judiciales y colocando al menor en un estado de 
riesgo. Es el caso de la fijación de la cuota alimentaria. 
 
Por su parte, la ley 1098 de 2006 consagró grandes cambios en relación con el 
Decreto 2737 de 1989. En esta ley se establece con relación a ello lo siguiente: 
                                                    




1. Se establece una distinción de edad entre los infantes y adolescentes, la 
protección y garantía de sus derechos dependiendo de la situación en que 
se encuentren. 
2. La Ley se consagra como un conjunto de disposiciones Garantistas, 
inspirado en un sistema jurídico derivado del Estado Social de Derecho. 
3. Se soporta teóricamente en el Principio de Dignidad Humana. 
4. Se establecen un conjunto de reglas o disposiciones, que son aplicadas de 
manera integral con los principios Constitucionales y Legales establecidos 
en la misma Ley. 
5. Se estable el principio del interés superior del menor, como principio rector 
del código. 
6. Establece que el Estado no sólo está para proteger, sino más bien para 
Garantizar el cumplimiento de los derechos y evitar su vulneración. 
7. Se establece la creación, diseño e implementación de Políticas Públicas 
tendientes a la ejecución eficiente y verdadera de los principios rectores de 
la Ley. 
8. Se establece la necesidad de un grupo interdisciplinario de funcionarios con 
la finalidad de prestar un mejor servicio, atención y ayuda al infante y 
adolescente. 
9. Se le otorgan facultades al funcionario para tomar medidas preventivas o 
provisionales en procura de buscar el bienestar del infante o adolescente. 
 
Es de anotar, que si observamos el artículo 1 de la Ley 1098 de 2006, que reza 
así: “Finalidad.  Este código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas y 
a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno 
de la familia…”; Art. 2: “Objeto: El presente código tiene por objeto establecer 
normas sustantivas y procesales para la protección de los niños, las niñas y los 
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adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades…”,60 podemos 
concluir que el código de la infancia y la adolescencia tiene un carácter garantista 
que  pretende no solo la protección integral de los niños, las niñas y los 
adolescentes, sino garantizar el cumplimiento de esos derechos, a tal punto que 
materializa esa protección integral a través de la exigencia de políticas públicas  
consistente en planes, programas y acciones que deben ejecutarse en el ámbito 
nacional, departamental, distrital, y municipal con la correspondiente asignación de 
recursos financieros, físicos y humanos. 
La protección del niño, la niña y el adolescente, es una de las funciones que debe 
cumplir el Estado Social de Derecho, pero no podemos desconocer que Colombia 
es un Estado en vía de desarrollo, donde las necesidades superan las 
disponibilidades presupuestales de los entes territoriales, quedando supeditadas a 
la valoración que el gobernante de turno tenga como prioridad; así, en cualquier 
momento dicho gobernante puede decidir debilitar el sistema de protección al 
menor y dirigir sus esfuerzos hacia otro punto que él considere más prioritario, por 
ello se hizo necesario que la Ley 1098 de 2006, tuviera la aptitud de defenderse 
por sí misma y de permanecer cumpliendo de manera precisa sus propósitos, de 
tal manera, que para conseguir la eficiencia de la misma se estableció, por una 
parte la especialización tanto funcional como intelectual de los agentes 
involucrados en la protección del menor; y por la otra, unas fuentes económicas 
ciertas y cuantificables que permitan al sistema contar con instrumentos 
administrativos ágiles y autoridades que cuenten con las competencias 
intelectuales necesarias para colocar su servicio en beneficio de los niños y 
adolescentes61, situación que permite hacer más realizable la finalidad del código. 
 
Otro aspecto para destacar, es que la Ley mencionada redujo la participación 
directa del juez en las actuaciones que puedan manejarse satisfactoriamente y sin 
riesgos por las autoridades administrativas, con el ánimo de evitar que la Ley de la 
                                                    
60 REYES, Luis Alberto. Compilador Ley de la Infancia y la Adolescencia. Ed. Doctrina y Ley. Bogotá. 2006. pág. 17-19 
61 Observatorio Legislativo y de Opinión. Nuevo Código de la Infancia y la adolescencia.  Antecedentes, análisis y trámite legis lativo.  Colección Textos de 
Jurisprudencia. Universidad del Rosario. Bogotá 2007 
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Infancia y la adolescencia se convierta en un factor más de la ineficiencia de la 
rama judicial.62, tratando de ser lo más eficaz posible.  
 
De esta manera, podemos asegurar que esta Ley ha sido para la historia 
legislativa colombiana un gran acierto, en la medida en que los funcionarios y 
jueces cumplan, desarrollen y ejecuten todos los principios y valores rectores del 
Código de la Infancia y Adolescencia, o como lo dice el Dr. EMILIO GARCÍA 
MÉNDEZ en su ensayo La legislación de menores en América Latina: una 
Doctrina en Situación Irregular: “La reforma de la ley constituye un paso 
absolutamente fundamental, siendo, sin embargo, sólo el comienzo de una nueva 
etapa en los esfuerzos por mejorar las condiciones de vida de nuestra infancia y 
adolescencia”63. 
 
2.7 . Mecanismos de Garantía y Responsabilidades 
 
La Ley 1098 de 2006, como lo hemos venido afirmando, tiene un cambio 
fundamental, y es consagración de mecanismos de protección de los derechos y 
libertades de los infantes y adolescentes, esto empieza desde la consagración de 
los derechos y libertades en el capítulo II de la ley, tales como: el Derecho a la 
Vida y a la calidad de vida, a un ambiente sano, a la integridad personal, a la 
rehabilitación y la resocialización, a la protección, a la libertad y seguridad 
personal, a tener una familia y no ser separado ella, a la custodia y cuidado 
personal, el derecho a los alimentos, a la identidad, al debido proceso, a la salud, 
a la educación, al desarrollo integral en la primera infancia, a la recreación, 
participación en la vida cultural y en las artes, a la participación de los niños, niñas 
y adolescentes, a la asociación y reunión, a la intimidad, a la información, a la 
edad mínima para la admisión al trabajo y protección laboral64, y en general todos 
                                                    
62 Ob. Cit. P-21 
63 GARCÍA MÉNDEZ. Emilio. LA LEGISLACION DE MENORES EN AMERICA LATINA: UNA DOCTRINA EN SITUACION IRREGULAR 
64 Ley 1098 de 2006. Código de la Infancia y Adolescencia. Título I. Capítulo II. Derechos y libertades.  
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aquellos derechos que consideramos fundamentales o primordiales para lograr el 
objeto mismo de la ley, el cual es: 
 
“Establecer normas sustantivas y procesales para la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el 
ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los 
instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la 
Constitución Política y en las leyes, así como su restablecimiento. 
Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la sociedad 
y el Estado.”65 
 
Por otra parte, la ley tiene la particularidad y especialidad al establecer con 
claridad las obligaciones que le corresponden a la Familia, la Sociedad y el Estado 
en forma solidaria, así por ejemplo, el titulo II denominado “GARANTÍA DE 
DERECHOS Y PREVENCION” establece en el artículo 38 lo siguiente: 
 
“ARTICULO 38. De las obligaciones de la familia, la sociedad y el 
Estado. Además de lo señalado en la Constitución  Política y en otras 
disposiciones legales, serán obligaciones de la familia, la sociedad y 
el Estado en sus niveles nacional, departamental, distrital y municipal 
el conjunto de disposiciones que contempla el presente código”66. 
 
Así mismo, se consignaron obligaciones independientes a la familia, la sociedad y 
el Estado asignadas en los artículos 39, 40 y 41 respectivamente y que dicen: 
 
 “Artículo 39. Obligaciones de la familia. La familia tendrá la obligación de 
promover la igualdad de derechos, el afecto, la solidaridad y el respeto recíproco 
entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad y debe ser sancionada. Son 
obligaciones de la familia para garantizar los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes: 
                                                    
65 LEY 1098 DE 2006. Código de la Infancia y Adolescencia. Art. 2. 
66 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Artículo 38. 
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1. Protegerles contra cualquier acto que amenace o vulnere su vi-da, su 
dignidad y su integridad personal. 
2. Participar en los espacios democráticos de discusión, diseño, formulación y 
ejecución de políticas, planes, programas y proyectos de interés para la 
infancia, la adolescencia y la familia. 
3. Formarles, orientarles y estimularles en el ejercicio de sus derechos y 
responsabilidades y en el desarrollo de su autonomía. 
4. Inscribirles desde que nacen en el registro civil de nacimiento. 
5. Proporcionarles las condiciones necesarias para que alcancen una nutrición 
y una salud adecuadas, que les permita un óptimo desarrollo físico, 
psicomotor, mental, intelectual, emocional y afectivo y educarles en la salud 
preventiva y en la higiene. 
6. Promover el ejercicio responsable de los derechos sexuales y reproductivos 
y colaborar con la escuela en la educación sobre este tema. 
7. Incluirlos en el sistema de salud y de seguridad social desde el momento de 
su nacimiento y llevarlos en forma oportuna a los controles periódicos de 
salud, a la vacunación y demás servicios médicos. 
8. Asegurarles desde su nacimiento el acceso a la educación y proveer las 
condiciones y medios para su adecuado desarrollo, garantizando su 
continuidad y permanencia en el ciclo educativo. 
9. Abstenerse de realizar todo acto y conducta que implique mal-trato físico, 
sexual o psicológico, y asistir a los centros de orientación y tratamiento 
cuando sea requerida. 
10. Abstenerse de exponer a los niños, niñas y adolescentes a situaciones de 
explotación económica. 
11. Decidir libre y responsablemente el número de hijos e hijas a los que pueda 
sostener y formar.  
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12. Respetar las manifestaciones e inclinaciones culturales de los niños, niñas y 
adolescentes y estimular sus expresiones artísticas y sus habilidades 
científicas y tecnológicas. 
13. Brindarles las condiciones necesarias para la recreación y la participación 
en actividades deportivas y culturales de su interés. 
14. Prevenirles y mantenerles informados sobre los efectos nocivos del uso y 
el consumo de sustancias psicoactivas legales e ilegales. 
15. Proporcionarles a los niños, niñas y adolescentes con discapacidad un 
trato digno e igualitario con todos los miembros de la familia y generar 
condiciones de equidad de oportunidades y autonomía para que puedan 
ejercer sus derechos. Habilitar espacios adecuados y garantizarles su 
participación en los asuntos relacionados en su entorno familiar y social.  
 
Parágrafo: En los pueblos indígenas y los demás grupos étnicos las obligaciones 
de la familia se establecerán de acuerdo con sus tradiciones y culturas, siempre 
que no sean contrarias a la Constitución Política, la ley y a los instrumentos 
internacionales de Derechos Humanos”67.  
 
“Artículo 40. Obligaciones de la sociedad. En cumplimiento de los principios de 
corresponsabilidad y solidaridad, las organizaciones de la sociedad civil, las 
asociaciones, las empresas, el comercio organizado, los gremios económicos y 
demás personas jurídicas, así como las personas naturales, tienen la obligación y 
la responsabilidad de tomar parte activa en el logro de la vigencia efectiva de los 
derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes. En este sentido, 
deberán: 
 
1. Conocer, respetar y promover estos derechos y su carácter prevalente.  
                                                    
67 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Artíc ulo 38. ARTICULO 39. 
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2. Responder con acciones que procuren la protección inmediata ante 
situaciones que amenacen o menoscaben estos derechos. 
3. Participar activamente en la formulación, gestión, evaluación, seguimiento y 
control de las políticas públicas relacionadas con la infancia y la 
adolescencia. 
4. Dar aviso o denunciar por cualquier medio, los delitos o las acciones que 
los vulneren o amenacen. 
5. Colaborar con las autoridades en la aplicación de las disposiciones de la 
presente ley. 
6. Las demás acciones que sean necesarias para asegurar el ejercicio de los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes”68.  
 
Así mismo, se establecen para el Estado un gran número de  obligaciones para 
con los infantes y adolescentes en virtud a que es el Estado quien debe junto con 
la Familia y la Sociedad, garantizar el bienestar del niño, niña o adolescente. Cabe 
anotar que estas obligaciones no son establecidas de manera taxativa, sólo de 
manera enunciativa, pues como bien lo establece el Doctor AROLDO QUIROZ 
MONSALVO: 
“…con esta enumeración no se agotan las obligaciones el Estado, 
sabemos de la diversidad de circunstancias en que puede estar en 
peligro de vulneración uno o más derechos del niño o la niña, o pueden 
surgir otras situaciones no descritas; donde concluyó que le 
corresponde al Estado entrar a proteger y garantizar los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes en cualquier otra circunstancia no 
definida en el Código”69 
 
“Artículo 41. Obligaciones del Estado. El Estado es el contexto institucional en el 
desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. En cumplimiento de 
sus funciones en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal deberá: 
                                                    
68 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Artículo 38. ARTICULO 40. 
69 QUIROZ MONSALVO, Aroldo, Manual de derecho infancia y adolescencia. Segunda Edición. Librería Ediciones del Profesional LTDA. Pág. 80 
 44 
1. Garantizar el ejercicio de todos los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. 
2. Asegurar las condiciones para el ejercicio de los derechos y prevenir su 
amenaza o afectación a través del diseño y la ejecución de políticas 
públicas sobre infancia y adolescencia. 
3. Garantizar la asignación de los recursos necesarios para el cumplimiento de 
las políticas públicas de niñez y adolescencia, en los niveles nacional, 
departamental, distrital y municipal para asegurar la prevalencia de sus 
derechos. 
4. Asegurar la protección y el efectivo restablecimiento de los derechos que 
han sido vulnerados. 
5. Promover la convivencia pacífica en el orden familiar y social. 
6. Investigar y sancionar severamente los delitos en los cuales los niños, las 
niñas y las adolescentes son víctimas, y garantizar la reparación del daño y 
el restablecimiento de sus derechos vulnerados. 
7. Resolver con carácter prevalente los recursos, peticiones o acciones 
judiciales que presenten los niños, las niñas y los adolescentes, su familia o 
la sociedad para la protección de sus derechos. 
8. Promover en todos los estamentos de la sociedad, el respeto a la integridad 
física, psíquica e intelectual y el ejercicio de los derechos de los niños, las 
niñas y los adolescentes y la forma de hacerlos efectivos. 
9. Formar a los niños, las niñas y los adolescentes y a las familias en la cultura 
del respeto a la dignidad, el reconocimiento de los derechos de los demás, 
la convivencia democrática y los valores humanos y en la solución pacífica 
de los conflictos. 
10. Apoyar a las familias para que estas puedan asegurarle a sus hijos e hijas 
desde su gestación, los alimentos necesarios para su desarrollo físico, 
psicológico e intelectual, por lo menos hasta que cumplan los 18 años de 
edad. 
11. Garantizar y proteger la cobertura y calidad de la atención a las mujeres 
gestantes y durante el parto; de manera integral durante los primeros cinco 
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(5) años de vida del niño, mediante servicios y programas de atención 
gratuita de calidad, incluida la vacunación obligatoria contra toda 
enfermedad prevenible, con agencia de responsabilidad familiar. 
12. Garantizar la inscripción y el trámite del registro civil de nacimiento 
mediante un procedimiento eficaz y gratuito. Para el efecto, la Registraduría 
Nacional del Estado Civil y el Ministerio de la Protección Social 
conjuntamente reglamentarán el trámite administrativo que garantice que el 
niño o niña salga del centro médico donde nació, con su registro civil de 
nacimiento y certificado de nacido vivo. 
13. Garantizar que los niños, las niñas y los adolescentes tengan acceso al 
Sistema de Seguridad Social en Salud de manera oportuna. Este derecho 
se hará efectivo mediante afiliación inmediata del recién nacido a uno de los 
regímenes de ley. 
14. Reducir la morbilidad y la mortalidad infantil, prevenir y erradicar la 
desnutrición, especialmente en los menores de cinco años, y adelantar los 
programas de vacunación y prevención de las enfermedades que afectan a 
la infancia y a la adolescencia y de los factores de riesgo de la 
discapacidad. 
15. Asegurar los servicios de salud y subsidio alimentario definidos en la 
legislación del sistema de seguridad social en salud para mujeres gestantes 
y lactantes, familias en situación de debilidad manifiesta y niños, niñas y 
adolescentes. 
16. Prevenir y atender en forma prevalente, las diferentes formas de violencia y 
todo tipo de accidentes que atenten contra el derecho a la vida y la calidad 
de vida de los niños, las niñas y los adolescentes. 
17. Garantizar las condiciones para que los niños, las niñas desde su 
nacimiento, tengan acceso a una educación idónea y de calidad, bien sea 
en instituciones educativas cercanas a su vivienda, o mediante la utilización 
de tecnologías que garanticen dicho acceso, tanto en los entornos rurales 
como urbanos. 
 46 
18. Asegurar los medios y condiciones que les garanticen la permanencia en el 
sistema educativo y el cumplimiento de su ciclo completo de formación. 
19. Garantizar un ambiente escolar respetuoso de la dignidad y los Derechos 
Humanos de los niños, las niñas y los adolescentes y desarrollar programas 
de formación de maestros para la promoción del buen trato. 
20. Erradicar del sistema educativo las prácticas pedagógicas discriminatorias 
o excluyentes y las sanciones que conlleven maltrato, o menoscabo de la 
dignidad o integridad física, psicológica o moral de los niños, las niñas y los 
adolescentes. 
21. Atender las necesidades educativas específicas de los niños, las niñas y 
los adolescentes con discapacidad, con capacidades excepcionales y en 
situaciones de emergencia. 
22. Garantizar la etnoeducación para los niños, las niñas y los adolescentes 
indígenas y de otros grupos étnicos, de conformidad con la Constitución 
Política y la ley que regule la materia. 
23. Diseñar y aplicar estrategias para la prevención y el control de la deserción 
escolar y para evitar la expulsión de los niños, las niñas y los adolescentes 
del sistema educativo. 
24. Fomentar el deporte, la recreación y las actividades de supervivencia, y 
facilitar los materiales y útiles necesarios para su práctica regular y 
continuada. 
25. Fomentar la participación en la vida cultural y en las artes, la creatividad y 
producción artística, científica y tecnológica de niños, niñas y adolescentes 
y consagrar recursos especiales para esto. 
26. Prevenir y atender la violencia sexual, las violencias dentro de la familia y 
el maltrato infantil, y promover la difusión de los derechos sexuales y 
reproductivos. 
27. Prestar especial atención a los niños, las niñas y los adolescentes que se 
encuentren en situación de riesgo, vulneración o emergencia. 
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28. Protegerlos contra los desplazamientos arbitrarios que los alejen de su 
hogar o de su lugar de residencia habitual. 
29. Asegurar que no sean expuestos a ninguna forma de explotación 
económica o a la mendicidad y abstenerse de utilizarlos en actividades 
militares, operaciones psicológicas, campañas cívico-militares y similares. 
30. Protegerlos contra la vinculación y el reclutamiento en grupos armados al 
margen de la ley. 
31. Asegurar alimentos a los niños, las niñas y los adolescentes que se 
encuentren en procesos de protección y restablecimiento de sus derechos, 
sin perjuicio de las demás personas que deben prestar alimentos en los 
términos de la presente ley, y garantizar mecanismos efectivos de 
exigibilidad y cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 
32. Erradicar las peores formas de trabajo infantil, el trabajo de los niños y las 
niñas menores de 15 años, proteger a los adolescentes autorizados para 
trabajar, y garantizar su acceso y la permanencia en el sistema educativo. 
33. Promover estrategias de comunicación educativa para transformar los 
patrones culturales que toleran el trabajo infantil y resaltar el valor de la 
educación como proceso fundamental para el desarrollo de la niñez. 
34. Asegurar la presencia del niño, niña o adolescente en todas las 
actuaciones que sean de su interés o que los involucren cualquiera sea su 
naturaleza, adoptar las medidas necesarias para salvaguardar su integridad 
física y psicológica y garantizar el cumplimiento de los términos señalados 
en la ley o en los reglamentos frente al debido proceso. Procurar la 
presencia en dichas actuaciones de sus padres, de las personas 
responsables o de su representante legal. 
35. Buscar y ubicar a la familia de origen o las personas con quienes conviva a 
la mayor brevedad posible cuando sean menores de edad no 
acompañados. 
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36. Garantizar la asistencia de un traductor o un especialista en comunicación 
cuando las condiciones de edad, discapacidad o cultura de los niños, las 
niñas o los adolescentes lo exijan. 
37. Promover el cumplimiento de las responsabilidades asignadas en el 
presente Código a los medios de comunicación. 
 
Parágrafo. Esta enumeración no es taxativa y en todo caso el Estado deberá 
garantizar de manera prevalente, el ejercicio de todos los derechos de los niños, 
las niñas y los adolescentes consagrados en la Constitución Política, los tratados y 
convenios internacionales de Derechos Humanos y en este código70 
 
De igual manera, se plantean obligaciones especiales a las instituciones 
educativas71, al Sistema de Seguridad Social en Salud72 y a la Comisión Nacional 
de Televisión73, y además se prohíben las sanciones crueles, humillantes o 
degradantes74 y se le dan responsabilidades especiales a los medios de 
comunicación75. 
 
Todo ello constituye mecanismos de garantía de los derechos, pues con estas 
obligaciones y responsabilidades asignadas se busca el cumplimiento efectivo de 
los principios constitucionales y legales.  
 
Ahora bien, en procura de lograr una garantía eficiente, se establece en el artículo 
52 la verificación de la garantía de derechos, el cual dice:  
 
                                                    
70 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Artículo 38. ARTICULO 41. 
71 LEY 1098 DE 2006. Código de la Infancia y Adolescencia. Art. 42 
72 Ibídem. Art. 46 
73 Ibídem. Art. 49 
74 Ibídem. Art. 45 
75 Ibídem. Art. 47. 
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“Artículo 52. Verificación de la garantía de derechos. En todos los casos, la 
autoridad competente deberá, de manera inmediata, verificar el estado de 
cumplimiento de cada uno de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes, consagrados en el Título I del Libro I del presente código. Se deberá 
verificar: 
 
1. El Estado de salud física y psicológica. 
2. Estado de nutrición y vacunación. 
3. La inscripción en el registro civil de nacimiento. 
4. La ubicación de la familia de origen. 
5. El Estudio del entorno familiar y la identificación tanto de elementos 
protectores como de riesgo para la vigencia de los derechos. 
6. La vinculación al sistema de salud y seguridad social. 
7. La vinculación al sistema educativo.”76 
El mismo artículo establece por medio del parágrafo 5 que: 
 
“las anteriores actuaciones se dejará constancia expresa, que servirá de sustento 
para definir las medidas pertinentes para el restablecimiento de los derechos”77, y 
que “si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá 
denunciarlo ante la autoridad penal”78. 
 
De igual manera la Ley tipifica las medidas de restablecimiento en el capítulo II, 
donde define lo que se debe entender por “Medida de restablecimiento” y dice: “se 
entiende por medidas de restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y 
los adolescentes, la restauración de su dignidad e integridad como sujetos y de la 
                                                    
76 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. artículo 52. 
77 LEY 1098 DE 2006. Titulo II. Capítulo I. Garantía y prevención. Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Artículo 52. Parágrafo 1.  
78 Ibídem. Artículo 52. Parágrafo 2. 
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capacidad para hacer un ejercicio efectivo de los derechos que le han sido 
vulnerados”.79 
 
A renglón seguido, se nace la obligatoriedad de estas medidas de restablecimiento 
a los niños, niñas y adolescentes en el artículo 51 que reza: 
 
“El restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas o los 
adolescentes es responsabilidad del Estado en su conjunto a través 
de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, 
oficiar o conducir ante la policía, las defensorías de familia, las 
comisarías de familia o en su defecto, los inspectores de policía o las 
personerías municipales o distritales, a todos los niños, las niñas o 
los adolescentes que se encuentren en condiciones de riesgo o 
vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad competente deberá 
asegurarse de que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
garantice su vinculación a los servicios sociales”80. 
 
Se especifican además, dichas medidas y la obligación a las autoridades 
competentes, así como también, las acciones que deberán tomar cuando se 
presente un caso de vulneración, esto con la finalidad de la restauración de la 
Dignidad y Integridad de los derechos de ese niño, niña o adolescente. Estas 
medidas son: 
1. Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 
2. Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que amenace o 
vulnere sus derechos o de las actividades ilícitas en que se pueda 
encontrar y ubicación en un programa de atención especializada para el 
restablecimiento del derecho vulnerado. 
3. Ubicación inmediata en medio familiar. 
4. Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la 
ubicación en los hogares de paso. 
5. La adopción. 
                                                    
79  Ibídem.  Artículo 50. 
80  Ibídem. Artículo 51. 
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6. Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras 
disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección integral 
de los niños, las niñas y los adolescentes. 
7. Promover las acciones policivas, administrativas o judiciales a que haya 
lugar. 
Las medidas señaladas deberán ser tomadas por las autoridades competentes en 
forma oportuna, proporcional y de manera eficiente, todo en procura que lograr un 
verdadero restablecimiento de los derechos y una verdadera garantía a los 
mismos. 
 
Ahora bien, la ley al establecer todas estas medidas de restablecimiento y estos 
medios de garantía de derechos, es necesario otorgar la competencia a los 
órganos o autoridades encargadas de estos, siendo este punto uno de los más 
significativos de la ley, al asignar funciones y facultades especiales que no 
estaban consignadas en el anterior Código del Menor (Decreto 2737 de 1989).  
 
Es así, como el código establece las autoridades y los órganos a los cuales 
pertenecen o de los cuales son dependencias, al igual que los encargos o 
funciones que estos tienen y las calidades que deben requerir para ocupar 
determinado cargo. 
 
El anterior aspecto fue consignado en el capítulo III denominado “Autoridades 
competentes para el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes”.  
El artículo 79 de este capítulo por su parte, establece: “las Defensorías de Familia 
son dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de naturaleza 
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multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes”81. 
 
Así mismo señala que, las defensorías deberán contar con un equipo 
interdisciplinario integrado, por lo menos, de un Psicólogo, un Trabajador Social y 
un Nutricionista, esto con la finalidad de otorgar al infante o adolescente una 
verdadera garantía, protección y restauración de sus derechos, generando con 
ello un restablecimiento integral. 
 
Por otra parte, se establecen las comisarías de familia como una autoridad 
competente para el restablecimiento de los derechos, estas son concebidas como 
entidades distritales, municipales o intermunicipales de carácter administrativo e 
interdisciplinario, cuya misión, es también: “prevenir, garantizar y restablecer los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes”82.  
 
Pero la ley va más allá al establecer que todos los municipios deberán contar con 
al menos una Comisaría de Familia según la densidad de la población y las 
necesidades de su servicio, de igual manera se consignan las funciones y se 
atribuye una atención permanente a fin de asegurar dicha protección y 
restablecimiento. 
 
El código, tiene también la particularidad de crear la Policía de infancia y 
adolescencia, la cual remplaza a la Policía de Menores, y tiene la función de 
garantizar la protección integral del niño, niña o adolescente. Este aspecto tiene 
también gran importancia en la ley, pues el cambio de filosofía de ésta debe 
generar para dichas autoridades una educación o capacitación respecto de los 
nuevos valores y principios sobre los cuales se rigen estas disposiciones, de ahí 
                                                    
81 Ley 1098 de 2006. Titulo II. Capítulo III. Artículo 79. 
82 Ibídem. Artículo 83. 
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que la Ley en el artículo 90 estableciera la obligación en formación y capacitación 
académica respecto de los nuevos valores y principios consagrados en  la ley. 
 
Por otra parte, y aunque no se encuentra en el titulo de la garantía y prevención de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes, tenemos la creación, diseño e 
implementación de Políticas Públicas, las cuales juegan un papel fundamental y 
preponderante en la garantía de estos derechos, pues es mediante estas que se 
promueve y se pone en desarrollo el articulado constitucional y legislativo, al 
mismo tiempo que desarrolla los principios consagrados en estos. 
 
Es de destacar entonces, que ésta como pocas normas, es una ley que exige su 
ejecución a través las “Políticas Públicas” orientadas, como lo hemos señalado, a 
desarrollar los preceptos constitucionales y legales establecidos para la garantía y 
protección de los derechos de los infantes y adolescentes. Estas Políticas Públicas 
tienen el carácter de ser obligatorias, pues es la misma ley la que establece la 
competencia para su elaboración y ejecución por parte de los entes encargados, 
todo tendiente al bienestar y acompañamiento del infante y adolescente. 
 
Ahora bien, la formulación e implementación de las políticas públicas “deben estar 
diseñadas en función de garantizar la utilidad de los Derechos Humanos, con el fin 
de acercar a la sociedad a la igualdad y dignidad. La evaluación de las políticas 
públicas deben entonces, realizarse con base en idénticos criterios de libertad, 
igualdad, justicia y dignidad”83.  
 
Esa gran responsabilidad de diseño, ejecución y evaluación, se ha delegado por la 
ley en el ámbito nacional, departamental, distrital y municipal, al Presidente de la 
República, los Gobernadores y los Alcaldes, respectivamente84. 
 
                                                    
83 ROTH D., André – Noel. Discurso sin compromiso – la política pública de derechos humanos en Colombia, Bogotá. Ediciones Aurora, 2006, Pág. 60.  
84 QUIROZ MONSALVO, Aroldo, Manual de derecho infancia y adolescencia. Segunda Edición. Librería Ediciones del Profesional LTDA. Pág. 137. 
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Las Políticas Públicas son definidas por la misma ley como “el conjunto de 
acciones que adelanta el Estado, con la participación de la sociedad y de la 
familia, para garantizar la protección integral de los niños, las niñas y los 
adolescentes”85. 
Estas medidas hoy día son necesarias debido a los altos índices de pobreza, 
desigualdad, desempleo, desnutrición y falta de educación, estados que afectan 
directamente al infante y adolescente, quienes no podrán tener una vida en 
condiciones mínimas de dignidad y que impedirán el desarrollo físico, emocional, 
social y psicológico de su niñez y adolescencia. 
El Departamento de Sucre por ejemplo, es junto con Nariño y Choco, uno de los 
departamentos más pobres del territorio colombiano, aspecto que se refleja en los 
diferentes indicadores de pobreza, desigualdad y distribución del ingreso, así:  
 
En lo relacionado con la actividad económica y el mercado laboral, el PIB del 
departamento de Sucre mantuvo una participación del 0.8% en el total de 
Colombia.  Dentro del contexto de la región Caribe, la participación es del 5.0%, 
convirtiéndolo en el departamento de menor productividad y más empobrecido del 
Caribe Continental , lo cual se ve reflejado en el ingreso por habitante más bajo de 
la región y equivalente a solo el 42.7% del PIB per cápita de Colombia y solo 
superior al Chocó. 86 
 
Como miembros más vulnerables de la sociedad, los niños, son los que más 
sufren abusos. Se les somete a maltrato físico, emocional y psicológico con lo cual 
se le obliga a trabajar, vivir en el miedo, renunciar a su educación, etc.87, por lo 
                                                    
85 Ley 1098 de 2006. Libro III. Capítulo I. articulo 201 
 
86  Documento.  ACCION SOCIAL, PDH PROGRAMA NACIONAL DE DESARROLLO HUMANOS, PNUD, CECAR,  El Departamento de Sucre frente a los Objetivos 
de Desarrollo del milenio. Sincelejo.  2005.  p17 
87 LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y LAS NIÑAS. www.cndh.org.mx/estatales/tabasco/derninos.htm 
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cual, se hace necesario plantear soluciones reales de protección social y jurídica 
para acabar con la desesperanza y potenciar el futuro. 
 
2.8. Sistema Nacional de Bienestar Familiar en Colombia 
EL Sistema Nacional de Bienestar Familiar en Colombia (SNBF) conforma todas 
aquellas autoridades administrativas que están instituidas con funciones 
asignadas por la ley para la garantía y protección de los infantes y adolescentes. 
Este conjunto de autoridades u órganos son los encargados entonces del diseño, 
la implementación y ejecución de las políticas públicas.  Es por esto que el SNBF 
tiene a su cargo “la articulación de las entidades responsables de las garantías de 
los derechos, la prevención de su vulneración, la protección y el restablecimiento 
de derechos de los niños, niñas y adolescentes, en los niveles nacional, 
departamental, distrital, municipal y resguardos o territorios indígenas”88. 
 
Consecuentemente se manifiesta que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
(SNBF) a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y los demás 
órganos que integran el sistema, prestan un servicio público a favor de la familia y 
más concretamente a favor del niño, niña o adolescente que se encuentre o se 
pueda encontrar en riesgo.  
 
El SNBF está integrado por las siguientes autoridades: 
1. Ministerio de la Protección Social, Educación y Hacienda. 
2. El Departamento Nacional de Planeación. 
3. Los Departamentos. 
4. Los Municipios. 
 
                                                    
88 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual derecho de la infancia y la adolescencia. Librería Ediciones del profesional. Segunda edición. Pág. 142. 
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Estos órganos y entes territoriales están encabezados por el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar, quien controla y dirige las políticas que dichas autoridades 
ejecutan con relación a los derechos de los infantes y adolescentes89. 
 
2.9.  Alcance y contenido de los nuevos Derechos de la Niñez Colombiana 
Los derechos de la infancia y adolescencia en Colombia con el surgimiento de la 
Ley 1098 de 2006 han desarrollado su carácter de prevalentes, lo cual se 
encuentra consagrado en el artículo 44 de la Constitución Política. Esa disposición 
es la que define las pautas sobre las cuales se reglamenta dicha ley, recordemos 
que éste establece primordialmente dos aspectos: primero, consagra los derechos 
de los niños como derechos fundamentales, y segundo, establece que esos 
derechos prevalecen sobre el de los demás.  
 
Es así, como el Código de Infancia y Adolescencia pretende de manera 
inequívoca desarrollar ese articulado, conllevando a reafirmar la prevalencia de 
esos derechos, y ratificándolo en el Artículo 9.  
 
A este respecto la Corte Constitucional ha establecido que para la aplicación de 
este principio debe tenerse en cuenta la ponderación  en conflicto de derechos y 
fue precisa al señalar que: 
 “El sentido mismo del verbo prevalecer implica, necesariamente, el 
establecimiento de una relación entre dos o más intereses contrapuestos en casos 
concretos, entre los cuales uno (el del menor) tiene prioridad en caso de no 
encontrarse una forma de armonización”90 o como bien lo establece AROLDO 
QUIROZ MONSALVO, “este principio se predica de situaciones en las cuales 
deban armonizarse los derechos e intereses de un determinado niño con los de 
otra u otras personas con los cuales han entrado en conflicto”91, es decir, la 
prevalencia de los derechos de los niños no la podemos ver en sentido estricto, si 
                                                    
89 Ley 1098 de 2006, código de la Infancia y adolescencia. Art. 205.  
90 Corte constitucional, sentencia T- 808 de 2006, M.P.: Manuel José Cepeda E.  
91 QUIROZ MONSALVO, Aroldo. Manual derecho de la infancia y la adolescencia. Librería Ediciones del profesional. Segunda edición. Pág. 95. 
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no que es necesario observar cada caso con detenimiento, siempre teniendo en 
cuenta la fragilidad en la que se encuentran los niños, niñas y adolescentes para 
la ponderación de los derechos en casos de conflicto de intereses. 
Por su parte, la Ley 1098 de 2006 también estableció el principio del interés 
superior, el cual se define como “el conjunto de bienes necesarios para el 
desarrollo integral y la protección de la persona y de los bienes de un menor dado, 
y entre ellos, el que más conviene en una situación histórica determinada”92. 
En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado en diversas sentencias la 
importancia de este principio, vr., gr, la sentencia T – 408 de 1995 y, la cual ha 
indicado:  
“La nueva visión del menor se justificó tanto desde la perspectiva 
humanista, que propende la mayor protección de quien se encuentra en 
especiales condiciones de indefensión, como desde la ética que sostiene 
que sólo una adecuada protección del menor garantiza la formación de un 
adulto sano, libre y autónomo. La respuesta del derecho a estos 
planteamientos consistió en reconocerle al menor una caracterización 
jurídica especifica fundada en sus intereses prevalentes.” 93 
 
También se establecen en la mencionada sentencia, unas características del 
principio del interés superior del menor, así:  
“El interés superior del menor, se caracteriza por ser: 1) Real, en cuanto 
se relaciona con las particulares necesidades del menor y con sus 
especiales aptitudes físicas y psicológicas; 2) Independiente al criterio 
arbitrario de los demás y, por lo tanto, su existencia y protección no 
depende de la voluntad o capricho de los padres, en tanto se trata de 
intereses jurídicamente autónomos; 3) Un concepto relacional, pues la 
garantía de su protección se predica frente a la existencia de intereses en 
conflicto cuyo ejercicio de ponderación debe ser guiado por la protección 
de los derechos del menor; 4) La garantía de un interés jurídico supremo 
consiste en el desarrollo integral y sano de la personalidad del menor”94 
 
En esta medida, se habla también del principio de la protección integral, el cual 
está orientado de igual manera a garantizar al infante y adolescente una 
                                                    
92 WEINBERG, Inés M. convención sobre los derechos del niño, Buenos Aires. Rubinzal – Cuzoni Editores, 2002, pág. 102 
93  Sentencia T-408 Septiembre 14 de 1995 M. P. Alejandro Martínez Caballero. 
94  Ibídem 
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protección completa, en donde se le conceda a ese niño, niña o adolescente un 
bienestar total, reconociéndolos como sujetos de derechos y obligaciones. 
En suma, los derechos del infante y adolescente han encontrado, conforme a lo 
establecido a la ley 1098 de 2006, una importancia muy significativa, logrando con 
ello, la trascendencia que requieren los niños, niñas y adolescentes en un Estado 





















3. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
El tema de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia, nos conduce a mirar las 
circunstancias históricas y los cambios jurídicos de nuestro sistema normativo y 
que son resultado de la dinámica económica, política, cultural y social que enfrenta 
cada día nuestra sociedad, en un país necesitado de respeto y tolerancia como el 
colombiano. En este sentido, a partir de la aprobación de la Constitución Política 
de Colombia, la cual señala en su artículo 2, que son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en ella.[95]  Asimismo, atribuye  
al Estado, a la sociedad y a la familia como los responsables directos de la 
garantía de los derechos de los niños, independientemente de su etnia, religión, 
opinión, sexo, y patrimonio.  
 
En consecuencia, corresponde a todas las autoridades del Estado la garantía de 
los derechos humanos con prevalencia de los derechos de los niños, tal y como lo 
establece el artículo 44 de la Constitución: 
 
“Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, 
la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y 
nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y 
amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su 
opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia 
física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o 
económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el 
Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores”. 
 
                                                    
[95] MUNICIPIOS Y DEPARTAMENTOS POR LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA.  Bienestar Familiar y 
Procuraduría general de la nación, documento de orientaciones para la acción territorial. Bogotá D.C Ed. 
Imprenta nacional. 2006 p.12 
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Ahora bien, a pesar de lo establecido,  el artículo 44 de la Constitución, la realidad 
de los abusos y crímenes cometidos contra niños y adolescentes parece indicar 
que no se está aplicando el principio de corresponsabilidad, que obliga al Estado, 
a la sociedad y a la familia a protegerlos. Una mirada más amplia  permite ver 
como anualmente cuarenta millones de niños de hasta 12 años sufren abusos en 
el mundo. Sin embargo, poco se dice del maltrato a los niños, no por ser menos 
frecuente, sino porque, como menores de edad, no tienen a su alcance ni los 
medios ni los conocimientos para expresar sus quejas y sí, en cambio, los 
agresores, casi siempre los progenitores o familiares cercanos, ocultan los daños 
causados o impiden que se sepa del maltrato que infligen a los menores. 
 
Otro hecho que se une a lo anterior, tiene que ver con el proceso de 
descentralización. Al respecto, los departamentos, los municipios y distritos 
colombianos deben jugar un papel importante en el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado frente a los derechos de los niños.  Ya que, con la 
descentralización los Departamentos gozan de autonomías y adquieren 
responsabilidades con la sociedad civil, en términos del cumplimiento de sus 
funciones para el mejoramiento de las condiciones de vida de la población.  En 
consecuencia, las acciones orientadas a garantizar y restablecer los derechos de 
la infancia y la adolescencia, les competen en gran medida a las autoridades 
municipales y departamentales. 
 
Por otra parte es importante señalar que en el plano internacional el 
reconocimiento moral y jurídico de la vulnerabilidad emocional, física y psicológica 
del niño y del adolescente, su necesidad de cuidados especiales y el 
reconocimiento de la obligación de respetar y garantizar el respeto de sus 
derechos, incluyendo el de que se respeten sus opiniones constituye el 
fundamento general en que se basa la acción nacional e internacional en favor de 
la infancia y de la adolescencia. Estas preocupaciones reflejan el valor que la 
sociedad asigna a la infancia y a la adolescencia en sí misma, no sólo como 
preparación para la vida adulta, sino para propiciar la salud integral como sujetos 
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de derechos. Esta situación indica como lo reconoce,  Almudena Escorial S., F. 
Bellio, F. Curet y M. Gaspari, que  “El problema fundamental es la ausencia de 
protección de estos niños y niñas frente a las agresiones de las que son víctimas y 
el hecho de que los círculos que deberían proporcionarles esa protección son 
justamente los que provocan la violencia (la familia, la comunidad, la escuela o el 
Estado”. [96]  
 
El anterior problema, se refleja en el Departamento de Sucre en el que se registra 
un cuadro bastante alarmante e irregular de ese sujeto de derecho que es el niño, 
niña y adolescente. Tal como se registra en el diagnostico[97] realizado por la 
Gobernación de Sucre en el año 2007, los principales problemas que aquejan a la 
población infantil y adolescente en la región son los siguientes: Alta tasa de 
mortalidad materna y mortalidad infantil; infantes y adolescentes que mueren por 
causas evitables, como infecciones, accidentes, altas tasa de desnutrición, causas 
violentas baja cobertura de agua potable; no todos los niños y adolescentes 
presentan el esquema completo de vacunación; en el año 2007, 35 niños, niñas y 
adolescentes con declaratoria de abandono, de los cuales 22 fueron asignados a 
familias; niñas, niños y adolescentes sucreños, trabajando en el mercado como 
picapedreros en el municipio de Toluviejo, vendedores ambulante, prostitución y lo 
más grave que han desertado del colegio; niños, niñas y adolescentes marginados 
por estar en situación de discapacidad, desplazamiento, víctimas del conflicto  
armado, entre otros. También, se observa baja cobertura y calidad en la educación 
y alta deserción escolar; Sucre es el departamento donde se presenta el indicador 
más bajo de duración exclusiva de la lactancia materna en el primer trimestre y 
desnutrición alta en niños y niñas menores de un año en comparación con otros 
departamentos de la región Caribe, no existen en todos los municipios del 
departamento las Comisarías de Familia, en los 26 municipios del departamento 
                                                    
[96]   ALMUDENA ESCORIAL, Senante, BELLIO, Fabia, CURET, Fanny, GASPARI Manuela. La violación de 
los derechos de la infancia y su protección internacional. Primera edición. Sevilla:Save the Children. 2008, 
p. 5. Documento en línea. Consultado: 2/08/2010. Disponible en internet en: 
http://www.savethechildren.es/docs /Ficheros/ 130/dossier.pdf 
[97]  TORRES BARRIOS, GIOVANI.  Diagnostico de la Situación de niños, niñas, adolescentes, jóvenes y 
otros grupos vulnerables del Departamento de sucre.  Fase 2.  Sincelejo: Ed. Departamento de Sucre. 
2007, p.10 
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no se han organizado lo relacionado con los hogares de paso, pero lo más grave 
es que no existe un lenguaje común por parte de las entidades, municipios, 
gobernación y demás responsables de la protección integral de la niñez y 
adolescencia, como tampoco existe articulación y coordinación frente al tema de la 
niñez y la adolescencia.[98]  
 
Por otra parte, a pesar de que no existe ningún derecho "pequeño" ni tampoco una 
jerarquía de derechos y ellos están relacionados entre sí, su objetivo principal es 
la personalidad integral del niño. Y de que en nuestra sociedad la multiculturalidad 
es la esencia de nuestra identidad. Convivimos en una sociedad donde nuestros 
derechos deben estar garantizados, defendidos y ejercidos por todos y todas.  Sin 
embargo, existe en el departamento de Sucre,  dificultad en la implementación de 
las disposiciones del Código de la Infancia y la adolescencia, falta de mayor 
capacitación, sensibilización y compromiso, entre otros. Esta negligencia estatal, 
se refleja en nuestro país; por eso, nos encontramos con la circunstancia de la 
falta de educación y prevención para ejercer derechos es desconocida en general 
tanto en menores como en los mayores. 
 
Además, porque jurídicamente la Constitución Política de Colombia [99] consagra 
en su artículo 44, una protección especial a los niños, estableciendo sus derechos 
fundamentales; entre éstos la vida, la integridad física, la salud, la seguridad 
social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y 
no ser separado de ella, el cuidado y al amor, a la educación y a la cultura, la 
recreación y a la libre expresión de su opinión. También esboza la carta 
fundamental, el rechazo hacía toda forma de abandono, violencia física o moral, 
secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. En virtud de este precepto se han expedido leyes y decretos que la 
desarrollan, siendo la Ley 1098 de 2006, la columna vertebral de estas 
disposiciones, junto con los demás tratados internacionales suscritos por 
Colombia, como la Declaración de los Derechos de los Niños en 1948 y 1959; todo 
                                                    
[98]  Ibid., p.14 
{99] GOMEZ SIERRA, Francisco.  Constitución Política de Colombia. Bogotá D.C.: Ed. Leyer. 2007, p.38  
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lo cual constituye un conjunto de disposiciones de orden personal y patrimonial 
encaminadas a proteger al menor y a posibilitar su pleno desarrollo desde la 
concepción; para que pueda integrarse de una manera armónica al marco social 
donde pertenece. A pesar de esta legislación encontramos en lugares de 
Colombia como en el Departamento de Sucre que muchos infantes y adolescentes 
trabajan tiempo completo en peligrosas condiciones de explotación sólo para 
sobrevivir. A estos socialmente se les tilda de pobres. Esto se traduce en algo más 
que no tener dinero suficiente. Significa no tener el control sobre sus vidas, ser 
vulnerables a la voluntad de los otros, y degradarse para salir adelante. Así 
mismo,  significa no poder participar en la vida de la comunidad, y sentirse 
inferiores a los demás. Sobre todo, significa no tener la oportunidad de construir 
una vida mejor para sí mismos en el futuro.   
 
Ahora bien, dado que la  Constitución de 1.991 no solo  consagró y definió las 
Libertades y Derechos tanto de las personas como de las familias, de los 
ciudadanos y de la colectividad en general, sino que además estableció las bases 
para la creación de un Estado Social de Derecho[100] entendido como un Estado de 
prestaciones comprometido con la procuración por las condiciones mínimas para 
la existencia humana[101] e inspirado en principios de dignidad  humana, la 
solidaridad  de las personas y la prevalencia del interés general. Tales conceptos 
permiten concebir un único fin del estado en virtud del cual se pasó de concebir el 
tema de los derechos y libertades del individuo dentro del marco del Estado de 
derecho a considerar que este sólo tiene significación dentro de una sociedad 
garantiera y respetuosa de los Derechos, por un lado.  
 
Y por otro lado, es una urgencia indiscutible para todos los niños/as y 
adolescentes que tienen derecho a contar con una protección especial a la hora 
                                                    
[100] CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991. Art.1 “Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en 
forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalecía del interés general”. 
[101] EHEVERRI URRUBURU, Álvaro. Teoría Constitucional y Política. En :Herrera Llanos, Wilson. Los 
Principios Fundamentales de la Constitución de 1991, Revista de Derecho. Barranquilla, Vol II, No 16, Ed: 
Uninorte, 2001. p., 4  
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de la violación de cualquiera de sus  Derechos. Razón por la cual es necesario 
indagar sobre la forma como se garantiza y/o protegen los derechos de la infancia 
y la adolescencia en la realidad del departamento de Sucre. Asimismo, se requiere 
conocer como esos hechos indican el paradigma vigente: Proteccionista o 
Garantista  en la práctica presente cuyo fundamento es nuestro ordenamiento 
jurídico. 
 
Todo lo anterior, de manera tal que se buscó cubrir la falta de una nueva visión de 
los Paradigma Proteccionista y Garantista manifiestos en el ordenamiento jurídico 
colombiano, para el caso: la infancia y  la adolescencia en la realidad, en el 
departamento de Sucre. Esta situación se aborda en el contexto de promover en 
Colombia una alternativa de vida placentera y de  mejor  calidad, más 
específicamente, significó ver que la protección y garantía de los Derechos  está 
descuidada por parte del Estado mismo y de las personas que administran y 
sirven  en él, propiciando la disminución en la calidad de vida de las personas en 
las primeras dos etapas de su vida, en mención. Frente a tal situación de aumento 
de la vulnerabilidad del infante y el adolescente como sujeto de derecho, se vuelve 
cada vez más un tema ineludible que como adultos y ciudadanos colombianos que 
somos estamos comprometidos a responder a la confianza que los niños y niñas 
depositan en nosotros.  
 
En virtud de lo anterior, el problema de investigación que nos planteamos fue el 
siguiente:    
 
¿Cómo se garantizan y protegen los derechos de la infancia y la adolescencia, en 










4.1 Objetivo General 
 
Comprender a través de la visión de los actores implicados y a luz de la legislación 
colombiana la forma como se garantiza y/o protegen los derechos  de la infancia y 
la adolescencia en la realidad del departamento de Sucre, a través del análisis de 
hechos y circunstancias humanas encontradas en casos típicos, con la finalidad 
de mostrar una visión teórica y práctica en la distinción entre el Paradigma 
Proteccionista y Garantista que rodea nuestro ordenamiento jurídico. 
4.2 Objetivos Específicos 
 
1. Determinar desde la visión de los actores implicados y a luz de la legislación 
colombiana la forma como se garantiza y/o protegen los derechos humanos de 
la infancia y la adolescencia en la realidad del departamento de Sucre, a través 
del análisis de hechos y circunstancias humanas encontradas en casos típicos. 
 
2. Caracterizar las problemáticas que comprenden a los Paradigma Proteccionista 
y Garantista que rodean nuestro ordenamiento jurídico y el uso que se da 
cuando se trata de derechos de la infancia y la adolescencia en la realidad 
(hechos y circunstancias humanas encontradas en casos típicos) del 
departamento de Sucre. 
 
3. Evaluar alcances y limitaciones de los Paradigma Proteccionista y Garantista 
que rodean nuestro ordenamiento jurídico en la forma como se garantiza y/o 
protegen los derechos de la infancia y la adolescencia en la realidad del 
departamento de Sucre desde los campos del derecho y desde las perspectivas 




5. METODOLOGÍA PROPUESTA 
 
5.1 Tipo de Investigación 
 
Atendiendo al problema de investigación planteado y objetivo del proyecto, el tipo 
que se utilizó fue el de la investigación cualitativa. En razón a que como sostiene 
Stake (1995): “el objetivo de la investigación cualitativa es la comprensión, 
centrando la indagación en los hechos; mientras que la investigación cuantitativa 
fundamentará su búsqueda en las causas, persiguiendo el control y la explicación” 
(p. 37). En este sentido, dado que el enfoque cualitativo se caracteriza porque la 
recolección de datos durante la investigación se hace sin utilizar medición 
numérica y es amplio en cuanto a la interpretación  y análisis de los resultados 
obtenidos durante el proceso.  Además busca analizar el fenómeno a partir de su 
realidad para entenderlo, fue pertinente con lo pretendido en este estudio.  
 
Basado en el enfoque cualitativo que orientó el estudio se siguió el método de 
estudio de casos. El cual se seleccionó porque el estudio de casos no es una 
investigación de muestras ni tampoco la comprensión de otros casos; También por 
el énfasis en cada caso, es decir “éste caso” el que nos interesa comprender y 
porque tiene un interés muy especial en sí mismo, Stake, [102]. Por tanto, se ajusta 
al problema y objetivo de investigación planteado. Asimismo, porque la 
investigación cualitativa [sobre todo cuando es un estudio de caso] consiste en 
descripciones detalladas de situaciones, eventos, personas, interacciones y 
comportamientos que son observables, además, incorpora lo que los participantes 
dicen, sus experiencias, actitudes, creencias, pensamientos y reflexiones, tal y 
como son expresadas por ellos mismos. [103] 
 
                                                    
[102]   STAKE, Robert. Investigación con estudio de casos. Madrid, Morata. 1999 p. 17 
[103]   APUD  PÉREZ, Gloria. Investigación cualitativa retos e interrogantes: técnicas y análisis de datos , 
Madrid, Morata, t. II. 1993, p. 46. 
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Ahora bien, dado que existen variadas formas de desarrollar un estudio de casos, 
en esta investigación, dada la complejidad del problema en investigación  y por las 
múltiples relaciones que connota, se dificultó encasillarlo en un  tipo determinado, 
a pesar de ello se pudo señalar, siguiendo la tipología propuesta por Stake, [104]  
que se relaciona en mayor medida con el tipo de caso instrumental [105]. Ya que,  
según este autor, en un estudio instrumental "...nos encontramos con una cuestión 
que se debe investigar, una situación paradójica, una necesidad de comprensión 
general, y consideramos que podemos entender la cuestión mediante el estudio 
de un caso particular. Aquí el estudio de casos es un instrumento para conseguir 
algo diferente a la comprensión [de un caso] concreto". [106]  
 
Cualquiera sea el tipo de casos, es indispensable su estudio en profundidad, pues 
según Stake,  
El cometido real del estudio de casos es la particularización, no la 
generalización. Se toma un caso particular y se llega a conocerlo 
bien, y no principalmente para ver en qué se diferencia de los otros, 
sino para ver qué es, qué hace. Se destaca la unicidad, y esto implica 
el conocimiento de los otros casos de los que el caso  en cuestión se 
diferencia, pero la finalidad primera es la comprensión de este 
último.[107] 
 
Fundamentado en lo anterior, la aproximación cualitativa en esta investigación 
también se basó en el paradigma Interpretativo, el cual permitió el abordaje de la 
pregunta temática, desde las perspectivas de sus autores atendiendo a los 
enfoques y orientaciones pluriparadigmáticas en las Ciencias Sociales. También, 
se eligió por la importancia de comprender el fenómeno dentro del contexto en el 
cual ocurre, es decir su carácter humanista, favorable para ésta.  En el intento de 
ver las cosas desde el punto de vista de los sujetos involucrados en el estudio, se 
                                                    
[104]   STAKE, Robert. Investigación. Op. Cit., pp.16- 17 
[105]   Este tipo de estudio de Caso, llamado Instrumental, se caracteriza porque el caso es un instrumento 
para conseguir algo diferente a la comprensión de la persona investigada en sí.  
[106]   STAKE, Robert. Investigación. Op. Cit., pp.16- 17 
[107]   Ibid., p. 20 
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siguió  Taylor & Bogdan [108] y a Rincón Carmen, el cual señala que “la realidad 
que importa es lo que las personas perciben como importante”. [109]  
También, se siguió la perspectiva teórica de orientación hermenéutica la cual se 
registra dentro de un proceder filosófico, entendido éste como filosofía práctica. Se 
ofrece a la vez como una forma de conocimiento y como un instrumento de 
aproximación a diversos objetos entendidos globalmente como textos. No se 
reduce a  una sola escuela, postura o propuesta, sino a una actitud que se 
observa frente a éstos, cuyo valor consiste en poner en perspectiva otras 
orientaciones teóricas, sostiene, Patton[110]. Razón por la cual en el estudio se 
consideró como foco central del análisis cualitativo la búsqueda de indicadores del 
significado, al decir de Ruiz,[111]  y que reflejaran el paradigma. La búsqueda de 
una definición abierta en su contenido y comprensión, en su profundidad, densidad 
y extensión que, al cerrarse, constituye la situación del objeto de estudio. 
 
En efecto, la investigación se realizó tomando casos (sujetos: niños, niñas y 
adolescentes)  que presentaban, específicamente, una situación en la que se 
requería la protección y/o garantía de sus Derechos. La selección de los casos 
(sujetos de estudio) se realizó de acuerdo a la tipología de personas relevantes en  
cuanto a ser casos típicos, es decir, repetitivos o comunes. También se empleó 
procesos, de análisis documental y de información, considerados así, porque 
confluyen en el propósito de crear vías para hacer llegar la información al usuario 
que la requiere, en este estudio la investigadora, y que le permitió captar e 
interrelacionar ideas esenciales. Desde luego, vistos como son,  partes de un 




                                                    
[108]   TAYLOR & BODGAN.  En  RINCON, Carmen (1999). "Algunos modos de abordar la realidad social". 
Dialéctica. Revista arbitrada de la UPEL. No. 2, Rubio, Táchira, Venezuela. 1994, p. 16  
[109]   RINCON, Carmen (1999). "Algunos modos de abordar la realidad social".  Dialéctica. Revista arbitrada 
de la UPEL. No. 2, Rubio, Táchira, Venezuela.1999,  p. 34 
[110]  PATTON, M.Q. Qualitative evaluation and research methods. Newbury Park: SAGE.1990,p.84 
[111 ]   Ruiz, J. (1999) Metodología de la investigación cualitativa. España: Universidad de Deusto, p. 51 
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6. RESULTADOS 
 
El presente capítulo, contiene los resultados obtenidos a partir del desarrollo de la 
investigación documental, al respecto, Rojas Soriano ha dicho que la Investigación 
Documental es el conjunto de... 
 
“...procedimientos o medios que permiten registrar las fuentes de 
información, así como organizar y sistematizar la información teórica y 
empírica (ideas, conceptos, hipótesis, datos, etc.) que contiene un 
libro, artículo, informe de investigación, censo, u otros documentos, 
para utilizarla a fin de tener un conocimiento preliminar del objeto de 
estudio y/o plantear el problema de investigación, el marco teórico y 
conceptual y las hipótesis.”[112] 
 
Con la técnica de investigación documental, se llevó a cabo el análisis de la 
información, obtenida por cada caso objeto de estudio,  se buscó con ello construir 
conocimiento e información y, lograr una comprensión contextual de la situación 
de la protección de los derechos del infante y el adolescente, única y 
exclusivamente a partir de “documentos” (soportes de información).  En éste se 
presentará la información, en el siguiente orden: 
 
En primer lugar, el procedimiento seguido, para la obtención de la información y 
desarrollo de la  metodología cualitativa centrada en estudio de caso, se hizo a 
través de la selección de trece casos, que permitió analizar el objeto de estudio, 
que consiste en establecer el grado de garantía de los derechos, de  los niños, 
niñas y adolescentes del Departamento de Sucre. 
 
En Segundo lugar,  se presentará de manera global la forma como se garantiza 
y/o protegen los derechos de la infancia y la adolescencia en la realidad del 
                                                    
[112] ROJAS SORIANO, Raúl. Investigación social teoría y praxis. Editorial Plaza y Valdez. México.1989, p 
179 
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departamento de Sucre, realizando una categorización de los posibles derechos 
vulnerados. 
 
En tercer lugar,  se hace una caracterización de las problemáticas que 
comprenden a los Paradigma Proteccionista y Garantista que rodean nuestro 
ordenamiento jurídico y la aplicación de éstos cuando  se trata de derechos de la 
infancia y la adolescencia en la realidad (hechos y circunstancias humanas 
encontradas en casos típicos) del departamento de Sucre. 
6.1. PROCEDIMIENTO PARA LA OBTENCIÓN DE  LA INFORMACIÓN Y 
SELECCIÓN DE LOS CASOS. 
 
El objetivo de esta primera etapa fue delinear el procedimiento para la obtención 
de  la información y selección de los casos, el cual se efectuó, así. 
 
1. Selección de la unidad de análisis. La situación de la niñez y la adolescencia, 
en el Departamento de Sucre, con relación, al principio de la protección integral, 
establecido en el art. 7 del C.I.A., que los reconoce como sujetos de derecho y 
ordena el restablecimiento inmediato cuando se ha vulnerado algún derecho, en 
desarrollo del principio del interés superior.  
2. Búsqueda y Solicitud de documentos, expedientes. En este paso se buscó 
aquellos que permitieran ver la situación de la infancia y adolescencia en el 
departamento de Sucre, en organizaciones que se eligieron como fuentes de 
información: las gubernamentales (OG)  y no gubernamentales (ONG): el 
DANE, Medicina Legal Sincelejo-Sucre, Familias en Acción, diferentes 
dependencias de la Gobernación de Sucre y el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar Regional Sucre, entre otras.  
3. Categorización y Codificación de textos. Atendiendo a que en todo proceso de 
análisis de datos cualitativos —que generalmente vienen expresados de forma 
textual—, se hace imprescindible un procedimiento de transformación de datos 
del lenguaje,  lo cual fue posible a través de un procedimiento previo de 
categorización y codificación de dichos textos: documentos, expedientes, 
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atendiendo a los derechos de la infancia y adolescencia.  Asimismo, en el 
intento por dotar a la investigación de la mayor fiabilidad posible, se desarrolló 
un exhaustivo proceso de categorización, donde se combinó una estrategia 
deductiva o racional, basada en una revisión bibliográfica profunda y en las 
aportaciones que nos da la ley 1098 de 2006, con una estrategia inductiva o 
empírica, caracterizada por el descubrimiento, a través de distintos documentos 
y con la perspectiva de los entes jurídicos, de nuevas categorías de análisis, así 
como su reformulación y clasificación.  
 
Tras este largo y, minucioso proceso se llegó a un listado final de categorías por 
derecho reconocido, para la infancia y adolescencia y con el cual se codificaron 
los textos-expedientes. 
 
En resumen, el listado final quedó estructurado con 9 categorías, distribuidas en 2 
dimensiones diferentes: lo personal y lo social, distribuidas así: cuatro en lo 
personal y cinco en lo social, que se exponen a continuación en la Tabla 1. 
 
Tabla 1. Listado de categorías definitivo para la codificación de temática del 
texto 
N° CATEGORÍA/DERECHO DIMENSIÓN 
1. A LA INTEGRIDAD PERSONAL. PERSONAL 
2. A LA REHABILITACIÓN Y LA RESOCIALIZACIÓN PERSONAL 
3. A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD PERSONAL SOCIAL 
4. A TENER UNA FAMILIA  SOCIAL 
5. A LA IDENTIDAD. SOCIAL 
6. A LA SALUD. PERSONAL 
7. A LA EDUCACIÓN PERSONAL 
8. LA PROTECCIÓN LABORAL DE LOS ADOLESCENTES  SOCIAL 
9. A LA VIVIENDA. SOCIAL 
 
Tras la definición de la unidad de análisis y los procedimientos para la recopilación 
de la información, se adelanta la siguiente etapa del proceso metodológico. En 
esta, se procede a la obtención de la información mediante la  revisión 
documental. 
 
4. Selección de casos objeto de estudio. Tal como se expuso en el aparte sobre la 
metodología,  se seleccionó el estudio de caso como estrategia de investigación 
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cualitativa definida por Rodríguez Gil, J. y García, como “la selección de un 
escenario desde el cual se intenta recoger información pertinente para dar 
respuesta a las cuestiones de la investigación” [113]. Como en efecto sucedió 
con la selección de los documentos textuales-expedientes, que fueron 
obtenidos a través de solicitudes escritas y contactos con personas de las 
organizaciones del departamento de Sucre, y la localización de los materiales a 
través de la gestión de la investigadora y de personas que laboran en esas 
entidades y a partir de los cuales se hizo la selección de los casos. Paso que se 
efectuó a través de un proceso de muestreo intencional, no-probabilístico.  
 
Como consecuencia, se obtuvieron resultados bastante satisfactorios, dado que 
todas las organizaciones accedieron inicialmente a colaborar en este proyecto 
de investigación. 
 
De hecho, cada caso debía tener un propósito determinado, de ahí que la 
elección de estos no se realiza según los criterios muéstrales estadísticos sino 
por razones teóricas, buscando el conjunto de casos que sea representativo del 
fenómeno que se estará analizando. En este sentido, la selección de los casos 
se hizo por razones teóricas, buscando formar un conjunto de casos que fuesen 
representativos del fenómeno que se estaba analizando: la situación de los 
derechos de la infancia y la adolescencia en el departamento de Sucre, 
Colombia. Y se desarrolló siguiendo la lógica de la replicación, no del muestreo. 
 
Por otra parte, es de anotarse, que el origen del caso puede ser empírico, es 
decir, derivado del examen de datos. En este orden de ideas, se desarrolló la 
investigación a través de un estudio de caso múltiple ramificado. Esta 
                                                    
[113] RODRÍGUEZ, G., GIL, J. y GARCÍA, E. Metodología de la Investigación Cualitativa. Granada: Editorial 
Aljibe.1999, p. 91. 
  Esta lógica lleva a incrementar el tamaño de una muestra hasta garantizar cierto grado de certeza. La 
lógica de la replicación es análoga a la del experimento múltiple, y lleva a seleccionar los casos de modo 
que se anticipen resultados similares en todos ellos (es la llamada “replicación literal”) o resultados 




modalidad se eligió porque la intención en el estudio de casos múltiples es que 
coincidan los resultados de los distintos casos, y por supuesto esto permitiría 
añadir validez a la teoría propuesta. Pues bien, siguiendo a Pettigrew (1990) 
quien establece unas reglas básicas para la elección de los casos y quien al 
respecto, entre otras, considera que si el fenómeno que debe ser observado 
está contenido en un caso o relativamente en pocos casos, entonces se deben 
elegir los casos donde el progreso sea transparentemente observable, tales 
como aquéllos en los que existan situaciones extremas, incidentes críticos y 
dramas sociales. 
Sobre la base de estas consideraciones, en el trabajo se efectuó la selección de  
casos donde las acciones realizadas eran claramente visibles. Así, una vez 
recopilados los datos, se llevan a cabo los pasos orientados a su análisis. 
 
6.2. EL PROCESO DE ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN. 
 
El objetivo, de esta segunda etapa es, la de presentar el análisis de los 
casos, una vez seleccionados, tal y como se describió en el capítulo precedente y 
avanzar para conocer la situación de la niñez y la adolescencia en el 
Departamento de Sucre.  En efecto, este estudio explicativo de múltiples casos 
consta de  trece casos. 
 
Ahora bien, el método seleccionado para comprender cada uno de los casos fue, 
el análisis del contenido de documentos. En este sentido, el desarrollo del 
análisis y la producción de información, se indagaron dos tipos de documentos: 
los informes obtenidos de entidades gubernamentales y no gubernamentales,  
referente a los derechos de la infancia y la adolescencia en el departamento de 
Sucre. Y se combinaron dos estrategias: el análisis temático y el  análisis de cada 
caso como una biografía única e irrepetible. Esta elección se realizó,  para  captar 
las ideas y experiencias comunes entre los distintos sujetos, así como la 
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originalidad de cada una de sus historias de vida, encontradas en los textos-
expedientes estudiados. 
 
Dado que, en este estudio de casos, con enfoque interpretativo se buscaba 
comprender a través de la visión de los actores implicados y a luz de la legislación 
colombiana la forma como se garantiza y/o protegen los derechos  de la infancia y 
la adolescencia en la realidad del departamento de Sucre.  
 
6.3. APROXIMACIÓN A LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS DE LA 
INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA EN EL DEPARTAMENTO DE SUCRE 
 
Para el presente estudio es importante aproximarse a una caracterización histórica 
de la población objeto de estudio. En esta investigación, la que corresponde al 
departamento de Sucre, que de acuerdo con el censo efectuado por el DANE y la 
Secretaría de Planeación Departamental, en el 2005 y 2009, encontramos que la 
población total en el departamento de Sucre es de 762.263, representada en un 
porcentaje de 51%, o sea, 384.952 hombres y 377.311 que corresponde al 49% de 
la población de mujeres, ver gráfico 1. 
             




En su mayoría, esta población se concentra en las cabeceras municipales. 
Evidencia que se encuentra en los datos del Censo: DANE del año 2005, estos 
son los 10 municipios, ver gráfico 2, que tienen la mayor población de menores de 
18 años en el departamento.  
1. Sincelejo (90.293) 
2. San Marcos (21.904) 
3. San Onofre (21.573) 
4. Corozal (21.039) 
5. Sampués (15.252) 
6. Majagual (13.538) 
7. Sincé (12.024) 
8. Tolú (11.826) 
9. San Benito(10.073) 






De este censo obtenemos las siguientes cifras: la población menor de 18 años es 
de 310.565 cifra que representa a un 41% de la población total del departamento, 










De esta población de menores, 158.388 que representan el 51% comprende a los 







Ahora bien,  tal como se aprecia en el gráfico 5, existe 198.762 menores de edad, 
que corresponden a un 64%  que reside en las cabeceras municipales, y 111.803 
que representan el 36% que habita en el sector rural del departamento. Se pudo 
observar en los datos del censo DANE 2005, que es Sincelejo, el lugar con una 
mayor tasa representativa de este tipo de población, acogiendo a 90.064 de la 






Siguiendo esta línea, presentamos a continuación los ocho municipios, con menor 
población de infantes y adolescentes, ver gráfico 6. 
 
1. Chalán (1.696) 
2. Colosó (2.405) 
3. El Roble (3.425) 
4. Buenavista (3.726) 
5. La Unión (4.398) 
6. Betulia (4.570)  
7. Caimito(4.706)  















Por otra parte, se pudo evidenciar la distribución de la población menor de 18 años 
según ciclo vital. Observándose que el mayor grupo representativo de la población 
investigada corresponde al de la primera infancia, que comprende el 38.6% sobre 
el total, constituyéndose dramáticamente en el grupo más vulnerable, sensible y 
necesitado de intervención por parte de los corresponsables de su protección, ver 
tabla 2. 
 
Tabla 2. Distribución de la población menor de 18 años según ciclo vital  
ETAPA GRUPO NIÑOS NIÑAS TOTAL TOTAL % 
Primera infancia <1 8.742 7.987 16.729 5.4% 
 1 a 6 52.730 50.216 102.946 33.2% 
Escolares 7 a 11 44.416 41.712 86.128 27.7% 
Adolescentes 12 a 17 53.848 50.914 104.762 33.7% 
TOTAL   159.736 150.829 310.565 100% 
  Fuente: Fase I Diagnóstico Niñez y Adolescencia. Secretaría de Planeación Departamento de Sucre. Diciembre 2007. 
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En torno, a los principales actores y a los niveles de organizaciones que 
actúan. El estudio publicado por la Secretaría de Planeación Departamental de la 
Gobernación de Sucre, se presenta a continuación en detalle la situación de 
vulnerabilidad que aquejan a la población de niños, niñas y adolescentes del 
departamento: 
 
 En cuanto a la población de niños, niñas y adolescentes con registro civil, hay 
un déficit cercano al 9%.  
 Se encuentra una alta tasa de mortalidad materna y mortalidad infantil. 
  Hay una alta tasa de padecimiento y muerte por causas evitables, como, 
infecciones, accidentes, deficiencias nutricionales, anemias, agresiones, 
causas violentas, bajas coberturas de agua potable y saneamiento básico, 
especialmente en las zonas rurales. 
 Respecto del esquema completo de vacunación, se encuentra que no todos 
los niños cuentan con el mismo. 
  Hay un alto índice de niños, niñas y adolescentes maltratados o abusados 
sexualmente; asimismo, se encuentra que existe un alto índice de embarazos 
en adolescentes. 
 35 casos de niños, niñas y adolescentes con declaratoria de abandono, de los 
cuales 22 fueron asignados a familias, en el año 2009. 
  En cuanto al trabajo de menores, se encuentra que hay niños, niñas y 
adolescentes sucreños trabajando en el mercado público, como picapedreros 
en el municipio de Toluviejo, como vendedores ambulantes, ejerciendo la 
prostitución y otros. 
 Alta exposición de niños, niñas y adolescentes al consumo de sustancias 
psicoactivas.  
 Alto índice de marginalidad por encontrarse en estado de discapacidad, 
desplazamiento, como víctimas del conflicto interno armado y de desastres 
naturales, tales como las inundaciones. 
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 Impedimento de participar en el diseño de sus propios planes de vida y en el 
ejercicio de su ciudadanía. 
 Pobre cobertura en el apartado de los escenarios deportivos, poco estímulo 
para la práctica del deporte y escasos parques recreativos, acentuado todo 
esto en la zona rural. 
 Vulneración de sus derechos por parte de entidades, familiares y cuidadores, 
encargados de protegerlos y por medios de comunicación. 
 En cifras, Sucre presenta el indicador más bajo de duración exclusiva de la 
lactancia materna en el primer trimestre y desnutrición alta en niños y niñas 
menores de un año en comparación a otros departamentos de la Región 
Caribe. 
 Baja cobertura y calidad en educación, complementado por un alto índice de 
deserción escolar. 
 Deficiente prestación de los servicios de salud. Asimismo, se observa una baja 
cobertura en seguridad social en salud. 
 De acuerdo con la encuesta ENSIN (Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, 2005), hay desnutrición en todos los grupos de edad de los Niños, 
Niñas y Adolescentes en el departamento, según su ciclo vital, a pesar de las 
coberturas altas de los programas de nutrición del ICBF, Familias en Acción, 
Municipios, Departamento, Cajas de Compensación Familiar y otras 
organizaciones privadas. 
 Aún no se ha logrado organizar todas las Comisarías de Familias Municipales 
o Intermunicipales. 
 Tanto entidades como municipios, Gobernación y demás responsables de la 
protección integral de la Niñez y Adolescencia no encuentran un punto de 
convergencia relativo al tema; asimismo, no existe articulación y coordinación 
frente al tema de Niñez y Adolescencia. 
 La poca información existente no está compendiada, mucho menos fluye con 
prontitud, utilidad, oportunidad y hay pocos procesos de investigación sobre el 
tema. 
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 Los programas dirigidos a la niñez y la adolescencia están pobremente 
financiados. 
 En cuanto a la Ley de la Infancia y la Adolescencia, se observan diversos 
problemas respecto a su implementación, por cuanto ha habido poca 
capacitación al respecto, procesos de sensibilización y de compromiso. 
 Emergen problemas en el comportamiento y pérdida de roles en el caso de 
ciertos niños, probable consecuencia del fenómeno del desplazamiento, el 
abandono, la pobreza extrema y la violencia intrafamiliar. En la mayoría de los 
casos se ven obligados a contribuir con los ingresos familiares y tienen que 
desertar de las escuelas. 
 Existe un alto registro de maltrato físico, psíquico y sexual. 
 Hay presencia del VIH – SIDA, en el departamento, el cual afecta a la 
población infantil y adolescente.  
 Contrario al planteamiento respectivo a la política de salud sexual y 
reproductiva por la cual se planteó a partir del año 2.003 reducir del 19% al 
14% el embarazo en la adolescencia, la tendencia muestra un incremento 
sostenido: Del 2.000 al 2.005 la cifra estaba en el 21%, cerca del 40% de las 
gestantes adolescentes presentan bajo peso durante la gestación y mayor 
riesgo de que sus hijos tengan bajo peso al nacer. 
 
Con base en la anterior situación, se clasifican por categoría/derecho para 
establecer el estado de vulnerabilidad del infante y del adolescente en el 
departamento de Sucre, resultado que se presenta en el gráfico 7. En este se 
aprecia que el derecho más vulnerado es el derecho a la salud, también, se 
observa que el que menos porcentaje de vulneración presenta es el derecho a la 
identidad con un 4%. Esto no quiere decir que los demás no presenten 
vulneración, sino, por el contrario, lo que se evidencia dentro del margen 
establecido es un orden porcentual, que revela el grado, en alta estimación de 















Por eso, en los epígrafes siguientes, profundizaremos en la situación del 
departamento de Sucre, en materia de protección y garantía de derechos del 
infante y el adolescente, como un paso hacia el conocimiento del grado de 
protección, cuando se trata de derechos de la infancia y la adolescencia en la 
realidad del departamento de Sucre, desde la visión de los actores implicados y a 
luz de la legislación colombiana, pero necesario para explicar holísticamente los 
aspectos del mismo. 
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6.4. DESCRIPCIÓN DE LOS CASOS DE ESTUDIO. FORMAS DE GARANTÍA 
Y/O PROTECIÓN LOS DERECHOS DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 
EN LA REALIDAD DEL DEPARTAMENTO DE SUCRE. 
 
Dedicaremos este epígrafe, a realizar una breve presentación de cada uno de los 
casos. Para ello, el análisis de los documentos, reveló que hay nueve categorías, 
que asociándolas a los aspectos más representativos de los casos que brindaron 
la información necesaria para la caracterización de la problemática de 
vulnerabilidad de derechos de la infancia y la adolescencia en el departamento de 
Sucre. Ver tabla 1 
 
Al respecto conviene decir, que fue necesario construir indicadores descriptivos  
con su código para el análisis de las categorías y posterior caracterización, ver 
tabla 3: 
 
Tabla 3. Indicadores  
INDICADORES CUALITATIVOS CÓDIGO 
El derecho vulnerado objeto de estudio:  DV 
Los factores que concurren en el mismo: FC 
 El proceso seguido: PS 
Grado de satisfacción y/o éxito alcanzado en la 
protección: 
PD 
              Fuente: elaboración propia 
 
Asimismo, se requirió para hacer el análisis, del indicador “Grado de satisfacción 
y/o éxito alcanzado en la protección (PD)”, construir unas categorías descriptoras 
para su  valoración, las cuales permitieron ampliar el análisis e interpretación, ver 
tabla 4. 
     
Tabla 4   Categorías de Valoración 
CATEGORÍA DESCRIPTORES CÓDIGO 
ALTA Cuando se protegen totalmente los derechos. A 
MEDIA Cuando se protegen algunos derechos. M 
BAJA 
Cuando se desconoce lo estipulado por la norma en 
materia de protección. 
B 





6.5. ANÁLISIS DE CASOS 
 
CASO  NO 1. 
Menor infractor: XXXX 
Edad: 15 años  
Grado de escolaridad: 9no Grado de bachillerato 
Victima:   XXXX 
Delito por el cual se le sancionó: Acceso abusivo con menor de  14 años. 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado penal del circuito para 
adolescentes. 
Fecha de la comisión del delito: 12 de enero de 2010 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 25 de mayo de 2010 
Duración del proceso penal: 4 meses. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, procuradora judicial en familia, 
defensor de familia, defensor técnico, acusado, representante legal, policía de 
infancia y adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de la imputación. 
Captura: En Flagrancia. 
Estado Familiar: Familia Disfuncional – Distanciamiento con el padre 
 
 
I. ANTECEDENTES DEL CASO JUDICIAL 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 12 de enero del presente año, siendo aproximadamente las 7:00pm, la 
señora XXX se encontraba en la casa vecina en compañía de  su esposo y su hija 
XXX de 4 años. Esta le expresó que tenía sueño y aquella la mandó para su 
habitación a  los 15 minutos, vuelve a su casa y encuentra a la niña en la 
habitación de al lado como en posición fetal y en ese mismo lugar estaba el 
adolescente XXX, primo de la niña víctima. La señora XXX notó algo extraño en el 
joven y lo siguió al baño donde se iba a bañar y constató que tenía el pene erecto. 
De inmediato se dirige dónde estaba la niña y observa que tenía el ano manchado 
de sangre y en la vulva tenia vellos que al momento de orinar se le cayeron, razón 
por lo que procedieron llevarla a Medicina Legal para el dictamen de rigor. 
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ACTUACIONES PROCESALES A PARTIR DE LOS HECHOS GENERADORES 
DEL DELITO 
 
Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la policía de 
infancia y adolescencia, teniendo en cuenta como acervo probatorio, el informe 
ejecutivo suscrito por el agente de policía, el dictamen médico legal practicado a la 
menor, por los expertos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forense y la noticia criminal suministrada por la madre de la víctima,  con lo cual 
se realiza audiencia preliminar ante el Juzgado Segundo Penal Municipal para 
Adolescentes de Sincelejo con funciones de control de garantías el día 26 de 
febrero de 2010, allí la fiscalía seccional 17 para adolescentes, formula imputación 
por el delito de Acceso abusivo con menor de  14 años en detrimento de la 
libertad, integridad y formación sexual. En esta audiencia, se formuló imputación al 
adolescente, los cuales fueron aceptados por parte del Joven. 
Por lo anterior y al considerar que lo actuado era suficiente para inferir la comisión 
del delito y para individualizar la pena y se dicte sentencia se da traslado al juez 
de conocimiento para dichas actuaciones procesales. 
Así las cosas, se fija fecha para el 27 de abril del presente año, allí se declaró 
penalmente responsable al joven por el delito de Acceso abusivo con menor de  
14 años. 
Posteriormente, el juzgado atendiendo a los criterios previstos en la Ley 1098 de 
2006 en el Art. 179 se resolverá que tipo de SANCION merece el sentenciado. 
 
CRITERIOS TENIDOS EN CUENTA AL MOMENTO DE DECRETAR LA 
SANCION 
Dentro de los criterios tenidos en cuenta para este caso en particular, podemos 
denotar los siguientes: 
 
 Artículo 157, 177 y 178 del Código de la Infancia y Adolescencia Ley 1098 
de 2006. 
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 Artículo 179, 189 y 187 que prohíbe la sanción privativa de la libertad al 
adolescente. 
 Estudio presentado por la defensoría de familia sobre aspectos como: 
Situación familiar, económica, social, psicológica y cultural del adolescente. 
Podemos observar que dentro de los criterios para determinar el tipo de sanción 
han sido los estipulados por la ley 1098 de 2006. 
 
POSICIONES AL RESPECTO POR PARTE DE LOS INTERVINIENTES EN EL 
PROCESO 
 
Fiscalía: solicitó tener en cuenta el Art. 179 del CIA, de acuerdo a la naturaleza, 
gravedad de los hechos y la modalidad de la conducta, debido a que según la 
fiscalía un joven de 15 años tiene la capacidad de comprender su conducta. La 
fiscalía atendiendo a lo anterior y a que el menor no alcanza la edad de 16 años 
para que pueda ser privado de la libertad, solicitó la sanción de libertad vigilada 
por 2 años, término que deberá demorar en un programa de atención 
especializada que lleva implícito esta sanción. Igualmente, pide que se requiera al 
ICBF para que adelante un programa psicológico a este joven. 
 
Procuradora judicial en familia: comparte el criterio de la fiscalía y agrega que el 
delito causó un daño irreparable. Así mismo, se denota frustración, por que según 
ella, la ley lamentablemente no permite hacer más en este caso. 
 
Defensor técnico: manifiesta que atendiendo a la finalidad de la sanción en el 
artículo 178 del CIA, sin duda, el menor aceptó los cargos del hecho delictivo y 
que ello implica una rebaja en la sanción a imponer. Además expresa que se 
demanda una mayor equidad y proporcionalidad en la sanción del delito, la cual 
debe estar acorde con la finalidad protectora y educativa. Manifiesta estar de 
acuerdo con la valoración hecha por la Defensoría de Familia. Por lo anterior, la 





En sentencia de 25 de mayo de 2010 el juzgado Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes, sancionar al menor con: Libertad Vigilada 
por un año de acuerdo al Art. 144 y 351 del Código de la Infancia y Adolescencia.  
 
Igualmente advirtió que esta Libertad Vigilada implica la supervisión, asistencia y 
orientación de un programa de atención integral especializada por parte del ICBF 
por el tiempo de la sanción, de conformidad con los lineamientos del artículo 185 
del Código de la Infancia y Adolescencia. Para el caso, se le ordenó al 
Coordinador del Centro de Servicios de Infancia y Adolescencia que designara a 
un funcionario para llevar a cabo el seguimiento y posterior control judicial de la 
sanción impuesta, de cara al cumplimiento de la misma y que en ejercicio de esta 
función, deberá rendir informes al despacho sobre las eventualidades que se 
presenten en desarrollo de la ejecución de la sentencia. 
 
En la misma sentencia, se ordena remitir copias del fallo a la autoridad encargada 
de llevar el registro reservado de adolescentes que han cometido delitos, esto 
conforme a lo establecido en el Artículo 159 de la Ley 1098 de 2006. 
 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
 
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
 
En atención a lo señalado en la Sentencia de fecha de 25 de mayo de 2010, el 
señor Juez mediante oficio No 1780 del 2 de junio  de 2010, solicitó a la Directora 
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del Programa de Unidad de Atención Integral al Menor Infractor que se inscribiera 
al joven en el programa que se adelante en esa Corporación. Igualmente, solicita 
que se rinda un informe mensual sobre el comportamiento y evolución del joven  
en cuestión.  
 
La primera vista con objeto de comenzar el tratamiento con el menor se produce el 
15 de junio de la misma anualidad, en ella se constataron las condiciones socio – 
familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de observancia. 
 
Al adolescente y a su representante legal se les hace firmar un acta de 
compromiso con la Corporación en donde se compromete a respetar y cumplir con 
los lineamientos y reglas de la Corporación. 
 
Con la finalidad de conocer el estado actual del menor, se le practican exámenes 
por parte de la psicóloga, quienes manifiestan que el menor tiene conductas que 
se relacionan a trastornos en la conducta sexual: pedofilia en caso único, aunque 
presenta estabilidad en áreas personales. 
 
DATOS QUE SE TUVIERON EN CUENTA PARA EL ESTUDIO DEL MENOR 
 
 Ambiente Socio – Familiar. 
 Ambiente cultural. 
 Separación de los padres a temprana edad. 
 Actitudes asumidas por el adolescente. 
 
Al entrevistar al menor se denotó, con relación al delito que el menor presentó 
bloqueos al momento de relatar la sucesión de los hecho. No lo justifica, ni denotó 
sentimientos de dolor, vergüenza o culpa ante el suceso. Sólo expresó la 
aceptación de cargos. 
 
REPORTES DEL SEGUIMIENTO 
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A la fecha se han hecho intervenciones al adolescente con profesionales en: 
Psicología, Trabajo Social, Psicoterapeutas, y diversos exámenes sobre sus 
competencias afectivas, habilidades sociales, inteligencia emocional y talleres 
psicológicos grupales con su representante legal. 
 
Se realizaron actividades individuales con el adolescente en donde se aplicaron, 
entre otros, Test de habilidades sociales que arrojaron que el joven presenta un 
55% de déficit. Para fortalecer este aspecto el joven realizó actividades de Rol – 
Play. Actividades realizadas los días 26 y 27 de julio del presente año. 
 
El día 8 de julio se le practicó una actividad de conocimiento de normas y reglas, 
en la cual presentó respeto por ellas en cada uno de los contextos donde se 
desenvuelve, especialmente el familiar. 
 
El día 13 de julio se le practicó una actividad de dibujos para dar a conocer la 
dinámica familiar, con la cual se manifestó estar muy contento con su familia. No 
comparte tiempo con los padres biológicos y se excluyó del dibujo de su familia. 
El día 16 de julio se practicó con el adolescente una nueva actividad, esta con el 
fin de determinar la proyección del joven con respecto a su vida personal. El joven 
respondió favorablemente en el aspecto profesional, viéndose como presidente, 
ministro o empresario, a diferencia del aspecto sentimental sobre el cual no hizo 
relación. 
 
AVANCES Y OBSTÁCULOS 
 
El niño, muestra tras las sesiones del equipo interdisciplinario de trabajo, haber 
avanzado en su comportamiento dentro de la institución, siendo puntual y 
responsable. 
 
Muestra avances, en la manera de ver su conducta y la aceptación de su culpa. 
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Presenta estabilidad en áreas personales. El joven se presenta cerrado a expresar 
sus sentimientos. 
 
Se entregó por parte de los profesionales tratantes la historia socio – familiar, el 
estudio Psicopedagógico y los reportes de seguimiento, tanto al Defensor de 
Familia, como también al Juzgado Primero Penal del Circuito para adolescentes. 
 
6.5.1.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 1 
   
  Tabla 5   Análisis cualitativo del caso 1 




A LA INTEGRIDAD 

























Ausencia de la familia 
en la rehabilitación.   
   
Desplazado 
  
   
Sisbenizado 
  
     Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 5, caso 1, “Acceso Carnal abusivo” se encontró 
una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a la integridad personal, 
a la rehabilitación y la resocialización, a la educación y a la vivienda. También se 
pudieron evidenciar los factores que concurren en el mismo, como: Educación 
Secundaria incompleta, familia disfuncional, la pertenecía a un estrato 
socioeconómico 1, su condición de desplazado; además, su vinculación al régimen 
de protección social SISBEN.  
 
En lo que respecta al proceso seguido  se constata que el menor ha sido 
judicializado y se encuentra en libertad vigilada. Sin embargo, en el procedimiento 
desarrollado, se encontró que no se hizo acta de verificación de la garantía de los 
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derechos, tal como lo señala el Código de la infancia y adolescencia, artículo 52. 
De hecho, los descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción 
y/o éxito alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías 
expuestas en la tabla 4, como: MEDIA. 
 
Cabe anotar, que con relación a la víctima, no se encontró ninguna evidencia de 
atención.  Lo anterior, permite afirmar que en este caso, esos acontecimientos 
fueron determinantes en la vulneración de derechos. Porque, en efecto, se omitió 
por parte de los actores del SNBF la aplicación de la principalística, en lo referente 
a tener en cuenta: el principio de: protección integral,  el Interés superior de los 
niños, las niñas y los adolescentes, Prevalencia de los derechos y 
Corresponsabilidad.  Sin embargo, la vulneración y no protección de derechos 
tienen respecto a la garantía del mismo una incidencia en el reconocimiento de los 
derechos fundamentales de los individuos y de su efectiva protección y tutela 



















Menor infractor:   XXX 
Edad: 16 años  
Grado de escolaridad: 6to grado. 
 92 
Sujeto Pasivo: Estado 
Delito por el cual se le sancionó: Fabricación, Trafico y Porte Ilegal de Armas 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Segundo Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 29 de julio de 2009. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 20 de octubre de 2009. 
Duración del proceso penal: 2 meses y 21 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de acusación. 
Captura: En flagrancia. 
Estado Familiar: Familia Disfuncional – Distanciamiento con el padre 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 29 de julio de 2009, el joven adolescente XXX,  fue capturado en flagrancia 
por los agentes de Policía, que tuvieron noticia del hecho por una llamada de la 
ciudadanía, que aviso del atraco a dos personas. En medio del operativo policíaco 
se le solicitó una requisa al adolescente y le fue encontrada en la parte de la 
cintura, a la altura de la pretina, lado derecho, UN ARMA HECHIZA TIPO 
CHANGON CALIBRE 20 CON UN CARTUCHO, de la que se ha establecido por el 
dictamen respectivo que estaba apta para disparar, ya que para su prueba fue 
utilizado el único cartucho que contenía la misma. 
 
ACTUACIONES PROCESALES A PARTIR DE LOS HECHOS GENERADORES 
DEL DELITO 
 
Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 
seccional 17, la cual formula imputación el día 9 de septiembre del 2009 al 
adolescente por el delito de Fabricación, Trafico y Porte Ilegal de Armas, cargos 
que fueron aceptados por el imputado en esa oportunidad. La Fiscalía no solicitó 
medida de aseguramiento. 
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El 23 de septiembre se formuló escrito de acusación y para el 8 de Octubre se fijó 
fecha para la audiencia de formulación de acusación ante un juez de 
conocimiento. 
 
Posteriormente, se fija fecha para la audiencia de individualización de la pena  e 
imposición de la SANCION. En esa audiencia, se le dio la palabra a la Defensoría 
de Familia, la Fiscalía y el Defensor Técnico. 
 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor tras reconocerse responsable del delito imputado. 
 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
 
Podemos observar que dentro de los criterios para determinar el tipo de sanción 
han sido los estipulados por la ley 1098 de 2006. 
 
SITUACIÓN DEL ACUSADO 
 
El delito aceptado por procesado, fue materializado y como indica el Código de 
Procedimiento Penal en el artículo 7, exige en su último inciso que debe existir un 
convencimiento más allá de toda duda razonable. En este sentido, la exanimación 
de los elementos materiales probatorios, la evidencia física recogida y de la 
información legalmente obtenida por la Fiscalía, se puede concluir que tales 
elementos de convicción conceden absoluto convencimiento de la responsabilidad 






En sentencia de 20 de octubre de 2009 el Juzgado Segundo Penal del Circuito 
para Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos 
expuestos por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los 
cargos en forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación de 
la imputación, declarar responsable al procesado por los cargos acusados, 
sancionar al menor con: Libertad Vigilada por un año conjuntamente con la 
imposición de reglas de conducta, tales como la de no frecuentar sitios donde se 
expidan drogas alucinógenas y licor, de acuerdo al Art. 144, 185 y 351 del Código 
de la Infancia y Adolescencia y oficiar al Instituto colombiano de bienestar familiar 
para que diseñe un programa de atención especializada a favor del sentenciado, 
en cumplimiento del Art. 185 del Código de la Infancia y Adolescencia. 
 
En la misma sentencia, se ordena remitir copias del fallo a la autoridad encargada 
de llevar el registro reservado de adolescentes que han cometido delitos, esto 
conforme a lo establecido en el Artículo 159 de la Ley 1098 de 2006. 
 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
 
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
 
En atención a lo señalado en la Sentencia de fecha de 20 de Octubre de 2009, el 
señor Juez mediante oficio No 1679 del 14 de mayo de 2010, solicitó a la Directora 
del Programa de Unidad de Atención Integral al Menor Infractor que se inscribiera 
al joven en el programa que se adelante en esa Corporación. Igualmente, solicita 
que se rinda un informe mensual sobre el comportamiento y evolución del joven  
en cuestión.  
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El 21 de mayo del presente año, se realiza por parte de la Trabajadora Social,  
una visita al Juzgado donde se llevó el caso con la finalidad de tomar información 
del caso y buscar los datos del adolescente infractor como lo son: Dirección, 
teléfono, etc.,  esto para poder comunicarse con el joven e iniciar con el programa 
designado. De lo anterior se dejó constancia en un acta de firmada por la 
profesional. 
 
La primera vista con objeto de comenzar el tratamiento con el menor se produce 
en el mes de mayo de la misma anualidad, en ella se constataron las condiciones 
socio – familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de observancia.  
 
Al momento de la visita el joven no se encontraba en la casa, por lo cual se habló 
con su madre se hizo la presentación de los funcionarios del COE. La madre nos 
confirmó que el joven no se encontraba estudiando y que estaba trabajando en el 
mercado público, alzando bultos. Se logró determinar que el joven vive con una 
mujer, la cual se encuentra en estado de embarazo, lo cual lo ha motivado a 
cambiar, lo que se refleja en su asistencia a cultos cristianos. La madre manifiesta 
que él tiene buena relaciones con ella y la mujer con quien vive.  Mantiene una 
relación, distante con su padre y desde pequeño le ha tocado trabajar para ayudar 
a sostener su hogar. 
 
Al adolescente y a su representante legal se les hace firmar un acta de 
compromiso con la Corporación en donde se compromete a respetar y cumplir con 
los lineamientos y reglas de la Corporación. 
 
DATOS QUE SE TUVIERON EN CUENTA PARA EL ESTUDIO DEL MENOR 
 
 Ambiente Socio – Familiar. 
 Ambiente cultural. 
 Separación de los padres. 
 Situación económica. 
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 Necesidades básicas. 
 Actitudes asumidas por el adolescente. 
 
INFORMES EMITIDOS POR PARTE DE LOS PROFESIONALES TRATANTES 
 
 Informe del 26 de mayo de 2010 se emitió un informe Psico- 
sociopedagógico donde se mostró que el joven tiene mucho resentimiento 
con su padre debido a su separación a temprana edad. Proviene de un 
hogar disfuncional, es el quinto de seis hermanos. Aquí se determinó que 
en el hogar no se establecieron pautas de convivencia y crianza 
adecuadas, como tampoco límites y reglas. El informe muestra que no se le 
hizo el test de personalidad ya que ha evadido las valoraciones por el 
servicio de psicología.  
 Informe socio – familiar del 25 de mayo de 2010, aquí se hace un estudio 
histórico evolutivo de la familia. Para ello, se le practico al adolescente y a 
su representante legal una entrevista. Igualmente, se hizo una intervención 
individual y se examinó la composición familiar con respecto al joven. En 
este informe también manifiesta que es consciente del ilícito que cometió, 
de su acto impulsivo e irresponsable, declaró igualmente que lo hizo por 
rabia y que nunca había hecho nada parecido. 
 
REPORTES DEL SEGUIMIENTO FRENTE AL CASO 
 
El joven no ha asistido con frecuencia a realizar las actividades, por ellos, se habló 
con la madre acerca de la importancia de que el joven asista a estas actividades y 
de cumpliendo a la medida impuesta por el juzgado. 
 
En una ocasión se acercó al centro de atención COE para que le reprogramaran 
una cita pero la incumplió. El joven manifiesta que su inasistencia se debe a la 
falta de tiempo, ya que debe trabajar todo el día. 
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Posteriormente y en vista de la inasistencia del joven, se le realizó una visita 
domiciliaria, en donde se le hizo una entrevista individual en su medio socio – 
familiar, exploración de experiencias y entrevista a la madre del joven. Igualmente 
se le hizo una valoración psicológica y de trabajo social. 
 
Después de esta entrevista y tras la explicación por parte del equipo se logró que 
el joven asistiera a las actividades, mostrándose a gusto y mostrando actitudes de 
respeto al personal de la Institución y al equipo social, participando activamente de 
las actividades planeadas, a las cuales no había asistido en ocasiones anteriores. 
Se entregó por parte de los `profesionales tratantes la historia socio – familiar, el 
estudio Psicopedagógico y los reportes de seguimiento, tanto al Defensor de 
Familia, como también al Juzgado Primero Penal del Circuito para adolescentes. 
 
6.5.2.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 2 
     
Tabla 6   Análisis cualitativo del caso 2 
N° CASOS DV FC PS PD 
2 
Fabricación, 
Trafico y Porte 
Ilegal de Armas 











Vive con su 
madre. 






laborando en una 






vigilada, en conjunto 
con la imposición de 
reglas de conducta. 
 





   
No desplazado 
  
Fuente: Expediente Juzgado Segundo Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
Tal como se observa en la tabla 6, caso 2, “Fabricación, Tráfico y Porte Ilegal de 
Armas” se encontró una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho:   a  la 
educación, a la salud,   a la vivienda, labora en una actividad no permitida para 
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jóvenes, además no cuenta con el permiso establecido en la ley, para ello. También 
se pudieron evidenciar los factores que concurren en el mismo, como:  Educación 
Secundaria incompleta, familia disfuncional (Vive con su madre), la pertenecía a un 
estrato socioeconómico 1, su condición de no desplazado; además, su vinculación al 
régimen de protección social SISBEN, es de anotar, que a su corta edad, tiene la 
responsabilidad de una familia conformada, por su madre y compañera permanente 
en estado de embarazo.   
 
En lo que respecta al proceso seguido se constata que el menor ha sido judicializado 
y se encuentra en libertad vigilada, en conjunto con la imposición de reglas de 
conducta. Sin embargo, en el procedimiento desarrollado, se encontró que no se hizo 
acta de verificación de de la garantía de los derechos, tal como lo señala el Código 
de la infancia y adolescencia, artículo 52.  De hecho, los descriptores anteriores 
permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito alcanzado en la protección de 



















Adolescente infractor: XXX 
Reincidente: NO 
Ocupación: Ninguna 
Edad: 15 años  
Grado de escolaridad: 7 Grado 
Victimas: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Hurto Calificado y Agravado 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 28 de junio de 2009. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 21 de Agosto de 2009. 
Duración del proceso penal: 1 meses y 23 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de imputación. 
Captura: En Flagrancia. 




I. ANTECEDENTES DEL CASO JUDICIAL 
 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 28 de junio de 2009, el joven adolescente XXX,  fue capturado en flagrancia 
por los agentes de Policía cuando tras la persecución por el hurto cometido a unas 
jóvenes cuando se encontraban comprando unos helados en el Barrio San Vicente 
en la Heladería y Droguería Punto Clave y que al pasar la Avenida Argelia, fueron 
amenazadas con un arma corto punzante mientras que les exigían sus 
pertenencias. Este adolescente portaba el arma corto punzante cuando fue 








Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 
seccional 17, la cual formula imputación el día 29 de junio del 2009 al adolescente 
por el delito de Hurto Calificado y Agravado, cargos que fueron aceptados por el 
imputado en esa oportunidad. La Fiscalía no solicitó medida de aseguramiento. 
 
El 23 de julio se formuló escrito de acusación y para el 30 de Julio se fijó fecha 
para la audiencia de formulación de acusación ante un juez de conocimiento. 
 
Posteriormente, y para determinar el sentido del fallo en este asunto el cual será 
de carácter condenatorio, establecidas previamente las condiciones personales, 
familiares, sociales, económicas y de otro índole, referentes al acusado, 
igualmente, teniendo en cuenta el informe Biopsicosocial realizado por el equipo 
interdisciplinario, se fija fecha para la audiencia de individualización de la pena  e 
imposición de la SANCION. En esa audiencia, se le dio la palabra a la Defensoría 
de Familia, la Fiscalía y el Defensor Técnico. 
 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor tras reconocerse responsable del delito imputado. 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
 
CRITERIOS TENIDOS EN CUENTA AL MOMENTO DE DECRETAR LA 
SANCION 
 
Teniendo que el artículo 7, de la ley 906 de 2004 exige que para dictar sentencia 
condenatoria es necesario que deba existir convencimiento más allá de toda duda 
razonable, lo cual quedo demostrado con los elementos materiales probatorios, 
evidencia física y la aceptación de cargos del adolescente. 
Con estos elementos podemos decir que dentro de los criterios tenidos en cuenta 
para este caso en particular, podemos denotar los siguientes: 
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 Artículo 177, 178 y 179 del Código de la Infancia y Adolescencia Ley 1098 
de 2006. 
 Artículo, 189 que prohíbe la sanción privativa de la libertad al adolescente. 
 Informe Biopsicosocial realizado por el equipo interdisciplinario adscrito al 
ICBF. 
Podemos observar que dentro de los criterios para determinar el tipo de sanción 
han sido los estipulados por la Ley 1098 de 2006. 
 
SITUACIÓN DEL ACUSADO 
 
El delito aceptado por procesado fue materializado y como indica el Código de 
Procedimiento Penal en el artículo 7 exige en su último inciso que debe existir un 
convencimiento más allá de toda duda razonable. En este sentido, la examinación 
de los elementos materiales probatorios, la evidencia física recogida y de la 
información legalmente obtenida por la Fiscalía, se puede concluir que tales 
elementos de convicción conceden absoluto convencimiento de la responsabilidad 





En sentencia de 21 de Agosto de 2009 el Juzgado Primeo Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los cargos en 
forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación de la 
imputación, declarar responsable al procesado por los cargos acusados, sancionar 
al menor con: Libertad Vigilada por 24 meses conjuntamente con la imposición de 
reglas de conducta, tales como talleres, charlas sobre autoestima, valores, pautas 
de crianza, hábitos de comportamiento, proyecto de vida, liderazgo, claves para 
conseguir el éxito, motivación personal y la elaboración de 2 test sicológicos sobre 
personalidad y perfil, todo esto para garantizar la finalidad protectora, educativa y 
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restaurativa de las sanciones, de acuerdo al Art. 144, 185 y 351 del Código de la 
Infancia y Adolescencia y oficiar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para 
que diseñe un programa de atención especializada a favor del sentenciado, en 
cumplimiento del Art. 185 del Código de la Infancia y Adolescencia. 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
  
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
 
En atención a lo señalado en la Sentencia de fecha de 21 de Agosto de 2009, el 
señor Juez mediante oficio solicitó a la Directora del Programa de Unidad de 
Atención Integral al Menor Infractor que se inscribiera al joven en el programa que 
se adelante en esa Corporación. Igualmente, solicita que se rinda un informe 
mensual sobre el comportamiento y evolución del joven  en cuestión.  
 
La primera vista con objeto de comenzar el tratamiento con el adolescente se 
produce el mismo 21 de mayo de la presente anualidad, en ella se constataron las 
condiciones socio – familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de 
observancia.  
 
Al momento de la visita el joven no se encontraba en la casa, por lo cual se habló 
con su madre se hizo la presentación de los funcionarios del COE. La madre nos 
confirmó que el joven se encontraba estudiando en el Colegio Liceo Moderno en el 
horario nocturno y que no está trabajando actualmente. Se logró determinar que el 
joven vive con su madre, hermanos y su padre, con el cual tiene una relación 
distante dentro del hogar. La madre manifiesta que él tiene buena relaciones con 
sus hermanos y con ella. El padre mantiene económicamente el hogar y la madre 
se dedica a los quehaceres de la casa. 
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Al adolescente y a su representante legal se les hace firmar un acta de 
compromiso con la Corporación en donde se compromete a respetar y cumplir con 
los lineamientos y reglas de la Corporación. 
 
INFORMES EMITIDOS POR PARTE DE LOS PROFESIONALES TRATANTES 
 
 Informe socio – familiar del 25 de mayo de 2010, aquí se hace un estudio 
histórico evolutivo de la familia. Para ello, se le practico al adolescente y a su 
representante legal una entrevista. Igualmente, se hizo una intervención 
individual y se examinó la composición familiar con respecto al joven. En este 
informe también manifiesta que es consciente del ilícito que cometió y sabe 
que debe resarcir la situación. Manifiesta que se dejo llevar por los 
compañeros y que no lo volverá a hacer. El joven expresa deseos de participar 
activamente en el proceso de atención psicopedagógico y reconstruir su 
proyecto de vida basándolo en valores sociales y éticos. 
 Informe psicopedagógico del 26 de mayo de 2010: en el aspecto de nutrición y 
salud está pendiente la valoración por medicina general y odontología. El peso 
del joven no es acorde con su estatura. El adolescente proviene de un hogar 
disfuncional donde existen problemas de comunicación por parte del padre. La 
línea de trabajo trazada para el joven es el tratamiento multimodal y 
Psicoterapéutico a padres. 
 
REPORTES DEL SEGUIMIENTO FRENTE AL CASO 
 
Durante este tiempo el adolescente ha mostrado una actitud colaboradora frente el 
proceso manejado en el programa de libertad vigilada. En pocas ocasiones ha 
incumplido con las citas programadas por el equipo psicosocial ya que tiene 
problemas para asistir en el horario de la mañana. Las citas reprogramadas fueron 
cumplidas a cabalidad. 
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La madre del joven manifiesta que se ha mostrado más amable y que ha mejorado 
su comportamiento, aunque pocas veces se muestra desobediente. 
 
El adolescente, presentó al llegar una personalidad oposicionista, desafiante, con 
patrón comportamental negativo, a la fecha se le evidencia un avance en las 
relaciones socio familiares y se torna más obediente y consciente de su 
responsabilidad. 
 
6.5.3.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 3 
      
Tabla7   Análisis cualitativo del caso 3 
N° CASOS DV FC PS PD 







   
Familia 
disfuncional, 
problemas con el 








    
Sanción Libertad 
vigilada  
   
Estrato 
socioeconómico 1   
   
No desplazado 
  
   
Sisbenizado 
  
      Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 7, caso 3, “Hurto Calificado y Agravado” se 
encontró que el derecho a la salud, se encuentra vulnerado, pues el adolescente 
presenta síntomas de desnutrición severa. También se pudieron evidenciar los 
factores que concurren en el mismo, como: Educación Secundaria incompleta, 
familia disfuncional, porque a pesar de que convive con sus padres y hermanos, 
presenta problemas con padre, la pertenecía a un estrato socioeconómico 1, su 




En lo que respecta al proceso seguido por se constata que el menor ha sido 
judicializado y se encuentra en libertad vigilada, en conjunto con la imposición de 
reglas de conducta. Sin embargo, en el procedimiento desarrollado, se encontró 
que no se hizo acta de verificación de de la garantía de los derechos, tal como lo 
señala el Código de la infancia y adolescencia, artículo 52. De hecho, los 
descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 






















Adolescente Infractor: XXX 
Reincidente: En investigación por el mismo delito. 
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Ocupación: Ninguna 
Edad: 17 años  
Grado de escolaridad: No se encuentra estudiando. 
Victima: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Hurto Agravado 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 13 de febrero de 2010. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 06 de Abril de 2010. 
Duración del proceso penal: 1 mes y 23 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de imputación. 
Captura: En Flagrancia. 
 
 
I. ANTECEDENTES DEL CASO JUDICIAL 
 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 13 de febrero de 2010 el adolescente llega a la tienda Las Mercedes de 
propiedad de XXX, solicitando el servicio telefónico, y después de llamar se acerca 
a la tienda una señora a comprar, situación que aprovechó el joven para huir con 
el celular. El señor XXX, al percatarse sale corriendo detrás del joven y lo aprende 
en la esquina donde estaba otro joven esperándolo en una motocicleta. En el 
momento pasa por el lugar una patrulla de la Policía, quienes se hicieron cargo del 
aprendido. 
 
ACTUACIONES PROCESALES A PARTIR DE LOS HECHOS GENERADORES 
DEL DELITO 
 
Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 
seccional 17, la cual formula imputación el día 14 de febrero de 2010 al 
adolescente por el delito de Hurto Agravado, cargos que fueron aceptados por el 
imputado en esa oportunidad.  
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El 16 de febrero se avoca el conocimiento de la investigación seguida contra el 
adolescente y se fija para el 16 de marzo la audiencia de formulación de 
acusación ante un juez de conocimiento. 
 
Posteriormente, y para determinar el sentido del fallo en este asunto el cual será 
de carácter condenatorio, establecidas previamente las condiciones personales 
por parte de los intervinientes donde se refirieron a las condiciones familiares, 
sociales, económicas y de otro índole, referentes al acusado, igualmente, teniendo 
en cuenta el informe Biopsicosocial realizado por el equipo interdisciplinario, se fija 
fecha para la audiencia de individualización de la pena  e imposición de la 
SANCION. En esa audiencia, se le dio la palabra a la Defensoría de Familia, la 
Fiscalía y el Defensor Técnico. 
 
La posición de la Defensoría de Familia se basa en el informe entregado por ellos 
y que fue producto de las entrevistas hechas a la señora XXX, madre biológica del 
adolescente. En ella se determina que el joven tiene un hogar disfuncional, donde 
el padre lo abandonó desde los 8 años y los únicos amigos del joven son los de 
una pandilla. Muestra agresividad y rebeldía. Por ello, la Defensoría pide la 
sanción de libertad vigilada por un año.  
 
La Fiscalía atendiendo al informe Psicosocial, donde el adolescente presenta 
comportamientos rebeldes y agresivos, adicción a las drogas y falta de 
escolaridad, se considera que la libertad vigilada por un año es como se puede 
lograr la rehabilitación y reeducación del joven. 
 
La Procuraduría Judicial en Familia establece que el menor tiene múltiples 
anotaciones por el delito de Hurto y alto consumo de sustancias psicoactivas, no 
cuenta con respaldo de su familia, igualmente prevé que no va a cumplir con la 
sanción, por lo cual solicita como sanción la Privación de la Libertad por un año, 
atendiendo además que el joven, según la Procuraría, el adolescente se muestra 
rebelde a cualquier regla. 
 108 
 
El Defensor Técnico comparte el criterio de la Fiscalía y de la Defensoría de 
Familia, pero solicita que se le haga un descuento en la pena de seis meses, pues 
alega que lo que se comprometió en el hurto fue un celular y por esa conducta no 
se puede tener a un menor como peligroso. Además porque el elemento material 
de delito fue devuelto. 
 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor tras reconocerse responsable del delito imputado. 
 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
 
SITUACIÓN DEL ACUSADO 
 
El delito aceptado por procesado, fue materializado y como indica el Código de 
Procedimiento Penal en el artículo 7, exige en su último inciso que debe existir un 
convencimiento más allá de toda duda razonable. En este sentido, la examinación 
de los elementos materiales probatorios, la evidencia física recogida y de la 
información legalmente obtenida por la Fiscalía, se puede concluir que tales 
elementos de convicción conceden absoluto convencimiento de la responsabilidad 





En sentencia de 06 de Abril de 2010 el Juzgado Primeo Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los cargos en 
forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación de la 
imputación, declarar responsable al procesado por los cargos acusados, sancionar 
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al menor con: Libertad Vigilada por 1 año conjuntamente con la imposición de 
reglas de conducta, como pautas de crianza, hábitos de comportamiento y 
proyecto de vida todo esto para garantizar la finalidad protectora, educativa y 
restaurativa de las sanciones, de acuerdo al Art. 144, 185 y 351 del Código de la 
Infancia y Adolescencia y oficiar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para 
que diseñe un programa de atención especializada a favor del sentenciado, en 
cumplimiento del Art. 185 del Código de la Infancia y Adolescencia. 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
 
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
En atención a lo señalado en la Sentencia de fecha de 06 de Abril de 2010, el 
señor Juez mediante oficio No 1147 del 9 de abril del 2010, solicitó al Director de 
la Corporación de Orientación Educativa y Atención Integral COE para que se 
inscribiera al joven en el programa que se adelante en esa Corporación.  
 
La primera vista con objeto de comenzar el tratamiento con el adolescente se 
produce el mismo 25 de abril   de 2010, en ella se constataron las condiciones 
socio – familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de observancia. 
 
Al momento de la visita el joven los recibió sin ninguna dificultad y les dijo que lo 
esperaran mientras se aseaba, la mamá manifestó que el joven no estaba 
estudiando, que pasaba en la calle, que sigue delinquiendo y que sigue 
consumiendo sustancias psicoactivas. Manifestó igualmente que en los últimos 
días se había robado un celular y una cadena. Además que el joven la amenaza 
constantemente con armas blancas, por lo que no está de acuerdo con la decisión 
tomada por el Juzgado y solicita que se modifique dicha decisión por una medida 
de Privación de la Libertad. 
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Al adolescente y a su representante legal se les hace firmar un acta de 
compromiso con la Corporación en donde se compromete a respetar y cumplir con 
los lineamientos y reglas de la Corporación. 
 
INFORMES EMITIDOS POR PARTE DE LOS PROFESIONALES TRATANTES 
 
 Informe socio – familiar del 25 de mayo de 2010, aquí se hace un estudio 
histórico evolutivo de la familia. Para ello, se le practico al adolescente y a su 
representante legal una entrevista. Igualmente, se hizo una intervención 
individual y se examinó la composición familiar con respecto al joven. En este 
informe también manifiesta que es consciente del ilícito que cometió y sabe 
que debe resarcir la situación. Manifiesta que se dejo llevar por los 
compañeros y que no lo volverá a hacer. El joven expresa deseos de participar 
activamente en el proceso de atención psicopedagógico y reconstruir su 
proyecto de vida basándolo en valores sociales y éticos. 
REPORTES DEL SEGUIMIENTO FRENTE AL CASO 
 
El día 03 de mayo de la presente anualidad, se hace un acta de información, por 
parte de la madre del adolescente y el profesional de la Unidad de Atención COE, 
con la finalidad de llegar a un acuerdo entre ambos, para tomar medidas sobre el 
adolescente, el cual ha mostrado comportamientos agresivos frente a la madre, 
atemorizándola con el hecho de asesinarla, amenazando con armas blancas y 
bajo los efectos de sustancias psicoactivas. La madre considera que su vida y la 
integridad de su hijo pueden estar en peligro. 
 
En dicha acta de información, se estipula por parte de los mencionados que se 
debe orientar a la madre del joven y se plantea la posibilidad de denunciar al 
adolescente ante la Fiscalía, lo cual modificaría la decisión tomada por el Juzgado 
en relación con la medida establecida, situación que ella quiere y ha expresado en 
varias ocasiones.  
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Allí se establecen entonces acuerdos, dentro de los cuales se dice que: la Unidad 
de Atención pasará oficio a la Fiscalía y a la Defensoría del Pueblo de las 
amenazas sufridas. Igualmente, la madre se compromete a realizar las denuncias 
sobre las amenazas que ha hecho el joven de manera verbal. 
 
El día 05 de mayo de 2010 se realizó una nueva visita al Juzgado donde se 
manifiesta mediante el acta de intervención que el adolescente no ha asistido a las 
citas y sesiones programadas por el equipo interdisciplinario. Se establece en el 
mismo informe de inasistencia y el incumplimiento de la medida de Libertad 
Vigilada, continuando con hechos delictivos según las manifestaciones de su 
madre y vecinos del sector. El joven no está colaborando con la consecución de 
los objetivos de este programa. 
 
Se pide igualmente al Comandante de Policía que preste la ayuda necesaria para 
trasladar al joven a la Corporación para poder realizar las sesiones programadas. 
El 12 de mayo la Corporación envió también un informe al asistente Técnico del 
Programa SRPA – ICBF, mediante el cual se le pone en conocimiento de la 
inasistencia del adolescente a las sesiones programadas. De igual manera, se 
establece que sólo se ha podido sesionar con la madre del joven. 
El 25 de mayo se le informa de nuevo al Juzgado sobre la inasistencia y/o 
incumplimiento del programa de Libertad Vigilada, reportando que el joven nunca 
fue encontrado en su vivienda. 
 
El 25 de mayo el grupo de protección a la infancia y adolescencia envía a la 
Directora del Programa un oficio donde manifiestan que no lo encuentran en su 
vivienda y que por informes de la madre, el joven sale a las 5:00am y llega entrada 




Por último, se envía por parte de la Corporación a la Coordinadora de Asistencia 
técnica del programa SPRA del ICBF regional sucre, un informe donde se 
manifiesta la inasistencia y el incumplimiento del adolescente al Programa de de 
Libertad Vigilada. 
 
6.5.4.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 4 
    
 Tabla 8  Análisis cualitativo del caso 4 
N° CASOS DV FC PS PD 
4 Hurto Agravado 
Educación 




A la rehabilitación  
Familia 
disfuncional 





Falta de Políticas 
Públicas, para el 
resocialización de los 
pandilleros en Sucre. 











socioeconómico 1   
   
No desplazado 
  
      Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
 
Tal como se observa en la tabla 8, caso 4, “Hurto Agravado, se encontró una serie 
de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a la rehabilitación y la 
resocialización, a la educación. También se pudieron evidenciar los factores que 
concurren en el mismo, como: Educación Secundaria incompleta, familia 
disfuncional, es agresivo, consume sustancias psicoactivas, es reincidente, 
además tienen a su madre atemorizada por las constantes amenazas de muerte, 
pertenece a un estrato socioeconómico bajo, además, no cuenta con servicios de 
salud.    
 
En lo que respecta al proceso seguido se constata que el menor ha sido 
judicializado y se encuentra en libertad vigilada, en conjunto con la imposición de 
reglas de conducta. Sin embargo, en el procedimiento desarrollado, se encontró 
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que no se hizo acta de verificación de de la garantía de los derechos, llama la 
atención, en este caso de que a pesar que, el joven es reincidente la medida 
impuesta es la de libertad asistida, aunque la madre solicito la medida de privación 
de la libertad, porque siente que ella y su hijo están en peligro. De hecho, los 
descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 



























Adolescente Infractor: XXX 
Reincidente: No 
Ocupación: Ninguna 
Edad: 16 años  
Grado de escolaridad: No se encuentra estudiando. 
Victima: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Hurto Agravado Atenuado. 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 17 de octubre de 2009. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 24 de noviembre de 2009. 
Duración del proceso penal: 1 mes y 7 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de imputación. 
Captura: En Flagrancia. 




I. ANTECEDENTES DEL CASO JUDICIAL 
 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 17 de octubre de 2009, el adolescente es aprendido por un grupo de 
personas, tras hurtar un bolso a la señora XXX, que caminaba por el sector. Esto 
se dio intimidándola con un cuchillo y hurtando la billetera, documentos personales 
y el celular. El adolescente fue aprendido por mototaxistas, que al paso de la 









Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 
Local 14, la cual legaliza la captura y formula imputación el día 11 de noviembre 
de 2009 por el delito de Hurto Agravado Atenuado, debido a que el valor comercial 
del objeto hurtado no supera el salario Mínimo Legal Vigente, cargos que fueron 
aceptados por el imputado en esa oportunidad, lo cual atenúa el delito según el 
Art. 268 del C. P. La Fiscalía se abstuvo de solicitar medida de aseguramiento. 
 
El 11 de Noviembre se avoca el conocimiento de la investigación seguida contra el 
adolescente por la Fiscalía Seccional 18 y se radica el escrito de acusación. 
 
Posteriormente, y para determinar el sentido del fallo en este asunto el cual será 
de carácter condenatorio, establecidas previamente las condiciones personales 
por parte de los intervinientes donde se refirieron a las condiciones familiares, 
sociales, económicas y de otro índole, referentes al acusado, igualmente, teniendo 
en cuenta el informe Biopsicosocial realizado por el equipo interdisciplinario, se fija 
para el 17 de noviembre para llevar a cabo la audiencia de individualización de la 
sanción e imposición de la misma. 
 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor tras reconocerse responsable del delito imputado. 
 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
 
Podemos observar que dentro de los criterios para determinar el tipo de sanción 
han sido los estipulados por la Ley 1098 de 2006 y la Ley 906 de 2004. 
 
 
SITUACIÓN DEL ACUSADO 
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El procesado ha aceptado los cargos en audiencia de formulación de imputación 
por lo que se le impondrá la sanción correspondiente dependiendo de los 





En sentencia de 24 de noviembre de 2009, el Juzgado Primeo Penal del Circuito 
para Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos 
expuestos por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los 
cargos en forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación de 
la imputación, declarar responsable al procesado por los cargos acusados, 
sancionar al menor con: Libertad Asistida por 1 año conjuntamente con la 
imposición de reglas de conducta, como pautas de crianza, hábitos de 
comportamiento y proyecto de vida todo esto para garantizar la finalidad 
protectora, educativa y restaurativa de las sanciones 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
 
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
 
En atención a lo señalado en la Sentencia de fecha de 24 de noviembre de 2009, 
el señor Juez mediante oficio del 27 de noviembre de 2009, solicitó al Director de 
la Corporación de Orientación Educativa y Atención Integral COE para que se 
inscribiera al joven en el programa que se adelante en esa Corporación y así 




La primera vista con objeto de comenzar el tratamiento con el adolescente se 
produce el 5 de diciembre, en ella se constataron las condiciones socio – 
familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de observancia. 
 
Al momento de la visita el joven los recibió y pudimos entrevistarlo y determinar 
que el joven vive con su compañera sentimental en casa de sus suegros. 
 
 
INFORMES EMITIDOS POR PARTE DE LOS PROFESIONALES TRATANTES 
 
 Informe Socio – Familiar del 15 de diciembre de 2009, se hace un estudio 
histórico evolutivo de la familia. Para ello, se le practico al adolescente y a su 
representante legal una entrevista. Igualmente, se hizo una intervención 
individual y otra familiar, donde se examinó la composición familiar con 
respecto al joven. En este informe, manifiesta su deseos por participar 
activamente en el proceso de atención psicopedagógico y reconstruir su 
proyecto de vida basándolo, en valores sociales y éticos. Igualmente muestras 
gran afecto y cariño para con su madre, la cual le da todo el apoyo emocional y 
económico al joven. Posee buenas relaciones con sus hermanos, abuela y tíos. 
Existen resentimientos por parte del joven hacia su padre, el cual es una 
persona estricta y rígida. Se muestra en el estudio que existen conflictos 
graves entre padres e hijos,  como también la ruptura de la sociedad conyugal 
entre la madre el padre del adolescente. El joven presenta conductas 
impulsivas y déficit en el manejo de sus emociones. 
 Informe Psicopedagógico del 16 de Diciembre de 2009 en el aspecto de 
nutrición y salud está pendiente la valoración por medicina general y 
odontología. El peso del joven es acorde con su estatura. El adolescente 
proviene de un hogar disfuncional donde existen problemas de comunicación 
por parte del padre el cual se separó de su madre hace 15 años. El 
adolescente es el tercero de cuatro hermanos. Con relación al ilícito dice que 
 118 
no ha cometido otro ilícito, y que lo hizo por necesidad, manifiesta estar 
arrepentido y dice que no lo volverá a hacer. 
 
REPORTES DEL SEGUIMIENTO FRENTE AL CASO 
 
Durante esta etapa se le realizó una visita domiciliaria, entrevista individual al 
joven en su entorno socio – familiar, exploración de expectativas y entrevistas a la 
madre del joven. 
 
El adolescente ha colaborado y participado de todas las actividades planeadas por 
el equipo psicosocial, inicialmente su comportamiento fue totalmente evasivo y no 
quería asistir a las sesiones programadas por las instituciones. Su comportamiento 
era distante, pero a medida que se ha hecho el tratamiento se ha logrado avanzar 
en ese aspecto como en el aspecto emotivo. 
 
6.5.5.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 5 
     
Tabla 9   Análisis cualitativo del caso 5 
N° CASOS DV FC PS PD 
5 Hurto Agravado 
Atenuado 




















socioeconómico 1   
     Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 9, caso 5, “Hurto Agravado Atenuado”, se 
encontró una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a la educación,  
a la salud y a la vivienda. También se pudieron evidenciar los factores que 
concurren en el mismo, como: Educación Secundaria incompleta, familia 
disfuncional, estrato socioeconómico bajo.  Es de resaltar,  que en el informe se 
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observa, que han transcurrido más de dos meses desde la aprehensión, hasta la 
visita domiciliaria y, aún el joven no había sido valorado por medicina general y 
mucho menos por odontología, por lo que el profesional manifiesta que 
aparentemente su peso coincide con su estatura y edad.   
 
En lo que respecta al proceso seguido se constata que el menor ha sido 
judicializado, y se encuentra en libertad vigilada, en conjunto con la imposición de 
reglas de conducta. Sin embargo, en el procedimiento desarrollado, se encontró 
que no se hizo acta de verificación de de la garantía de los derechos. De hecho, 
los descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 






















Adolescente Infractor:   XXX 
Reincidente: No 
Ocupación: Ninguna 
Edad: 17 años  
Grado de escolaridad: No se encuentra estudiando 
Víctima: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Hurto Calificado en concurso con Fabricaron, 
Trafico y Porte Ilegal de Armas. 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 18 de junio de 2009. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 09 de Julio de 2009. 
Duración del proceso penal: 7 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de imputación. 
Captura: En Flagrancia. 




SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 18 de junio de 2009, se produjo un hurto a mano armada, del cual fue 
informado el subteniente XXX y el patrullero XXX.  Mientras se daba la noticia 
criminal pasó el adolescente infractor  XXX, el cual fue reconocido por parte de la 
víctima, dándoselo a saber a los policías, los cuales emprendieron la persecución. 
Al estar en ella, los policías evidenciaron que el adolescente tira el arma que 
llevaba en su poder. Posteriormente en la huida fue capturado. 
 
ACTUACIONES PROCESALES A PARTIR DE LOS HECHOS GENERADORES 
DEL DELITO. 
 
Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 18 
seccional, la cual legaliza la captura y formula imputación el día 19 de junio de 
2009 por los delitos de Hurto Calificado en concurso con Fabricaron, Trafico y 
Porte Ilegal de Armas, cargos que fueron aceptados por el imputado en esa 
oportunidad, lo cual atenúa el delito según el Art. 268 del C. P. La Fiscalía se 
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solicitó medida de aseguramiento, la cual fue denegada por el juez y fue puesto a 
disposición del ICBF en cabeza del Defensor de Familia para que certificara los 
derechos del adolescente infractor. 
 
El 30 de junio de 2009 se radica el escrito de acusación con sus respectivos 
anexos, avocando conocimiento del caso el día 1 de Julio y se fijo el día 2 de esa 
anualidad para llevar a cabo la audiencia de Formulación de acusación.  
 
Posteriormente, y para determinar el sentido del fallo en este asunto el cual será 
de carácter condenatorio, establecidas previamente las condiciones personales 
por parte de los intervinientes donde se refirieron a las condiciones familiares, 
sociales, económicas y de otro índole, referentes al acusado, igualmente, teniendo 
en cuenta el informe Biopsicosocial realizado por el equipo interdisciplinario. 
 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor tras reconocerse responsable del delito imputado. 
 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
Podemos observar que dentro de los criterios para determinar el tipo de sanción 
han sido los estipulados por la Ley 1098 de 2006 y la Ley 906 de 2004. 
 
SITUACIÓN DEL ACUSADO 
 
El procesado ha aceptado los cargos en audiencia de formulación de imputación 
por lo que se le impondrá la sanción correspondiente dependiendo de los 





En sentencia de 9 de julio de 2009, el Juzgado Primeo Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes. De manera tal que, el procesado aceptó 
los cargos en forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación 
de la imputación. 
 
Se decidió declarar responsable al procesado por los cargos acusados, sancionar 
al menor con: Privación de la libertad, en centro de atención especializada, 
por un año,  conjuntamente con la imposición de reglas de conducta, como 
pautas de crianza, hábitos de comportamiento y proyecto de vida todo esto para 
garantizar la finalidad protectora, educativa y restaurativa de las sanciones, de 
acuerdo al Art. 144, 185 y 351 del Código de la Infancia y Adolescencia. 
 
6.5.6.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 6 
     
Tabla 10   Análisis cualitativo del caso 6 
N° CASOS DV FC PS PD 
6 Hurto Calificado 
en concurso 
con Fabricaron, 
Trafico y Porte 







SALUD No vive con sus 
padres, la 
madre vive 
fuera de S/lejo 
y el padre lo 
abandono 










      Fuente: Expediente Juzgado Segundo Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 10, caso 6, “Hurto Calificado en concurso con 
Fabricaron, Trafico y Porte Ilegal de Armas”, se encontró una serie de derechos 
vulnerados, entre ellos el derecho: a tener una familia,  a la educación, a la salud y 
la vivienda. También se pudieron evidenciar los factores que concurren en el 
mismo, como: Educación Secundaria incompleta, familia disfuncional, vive 
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pensionado, sus padres son separados, el padre tiene problemas de alcoholismo y 
lo abandono desde que el tenía tres años de edad, su madre tiene una nueva 
unión y su padrastro se encuentra cumpliendo una condena de seis años, es decir, 
no tiene ningún familiar que pueda hacerse cargo a su resocialización, razón por la 
cual adoptan la medida de internamiento.  
 
En lo que respecta al proceso seguido  se constata que el menor ha sido 
judicializado y se encuentra privado de la libertad. De hecho, los descriptores 
anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito alcanzado en la 


























Adolescente Infractor:   XXX 
Reincidente: No 
Ocupación: Ninguna 
Edad: 17 años  
Grado de escolaridad: No se encuentra estudiando 
 Victima: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Cohecho por dar u ofrecer. 
Juzgado en que se llevo el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 4 de septiembre  de 2009. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de imputación. 
Captura: En Flagrancia. 
Estado Familiar: Familia Disfuncional – Distanciamiento con el padre. 
 
 
I. ANTECEDENTES DEL CASO JUDICIAL 
 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El cuatro de septiembre de 2009, el adolescente, se movilizaba en una motocicleta 
con dos personas, sin ningún elemento de seguridad, y fueron sorprendidos por 
una patrulla de la policía, quienes le hicieron la señal de pare; el joven detiene la 
moto y les manifiesta que es menor de edad, en este momento los policía llaman a 
la central para inmovilizar la moto, al ver esto, el menor saca la suma de quince 
mil pesos, y se los ofrece a los policiales, con el propósito que no le inmovilicen la 








Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 17 
seccional, la cual legaliza la captura y formula imputación, por el delito de 
Cohecho por dar u ofrecer, cometido en detrimento del bien jurídico de la 
Administración pública, y del propio Estado, cargos que fueron aceptados por el 
imputado en esa oportunidad. Por allanarse a los cargos ante un Juez de garantía, 
se fija fecha para la lectura de sentencia. 
 
El defensor de Familia, presenta el informe Sico-social, donde se determina que el 
adolescente convive con la abuela materna, actualmente la familia del joven la 
conforma su madre biológica, quien reside en el Bagre-Antioquia, su padre lo 
abandonó desde hace ocho años, su relación es distante.  Se establece que tiene 
buenas relaciones con su padrastro y su abuela, y que existe línea de autoridad 
con relación a ellos, tiene proyecto de vida, desea terminar sus estudios, prestar el 
servicio militar y tener una mejor calidad de vida.  Actualmente no se encuentra 
estudiando, trabaja en un taller de reparación de neveras, emocionalmente se 
encuentra tranquilo, relajado. 
La Fiscalía expone, que el adolescente cometió un delito, la cuantía del 
ofrecimiento no importa, de todas maneras es típica y se le debe hacer una 




En sentencia de 7 de abril de 20101, el Juzgado Primeo Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los cargos en 
forma libre, espontánea y voluntaria en la audiencia de formulación de la 
imputación, declarar responsable al procesado por los cargos acusados, sancionar 
al menor con: Amonestación. 
6.5.7.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 7 
     
 Tabla 11   Análisis cualitativo del caso 7 
N° CASOS DV FC PS PD 
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con la abuela 
materna 










   
No desplazado 
  
   
Sisbenizado 
  
       Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 11, caso 7, “Cohecho” se encontró una serie de 
derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a la educación, a la salud y la 
vivienda. También se pudieron evidenciar los factores que concurren en el mismo, 
como: Educación Secundaria incompleta, actualmente se encuentra laborando en 
un taller de neveras,  familia disfuncional, vive con su abuela materna y su 
padrastro, pertenece a un estrato socioeconómico bajo, su condición de no 
desplazado; además, su vinculación al régimen de protección social SISBEN.  
 
En lo que respecta, al proceso seguido  se constata, que el menor ha sido 
judicializado y se impuso como sanción la Amonestación. En el procedimiento 
desarrollado, se encontró que  se hizo acta de verificación de de la garantía de los 
derechos, tal como lo señala el Código de la infancia y adolescencia, artículo 52.  
De hecho, los descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción 
y/o éxito alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías 





ANÁLISIS DE PROCESOS PENALES - ADOLESCENTE INFRACTOR 
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Menor infractor: XXX 
Edad: 17 años  
Víctima: XXX 
Delito por el cual se le sancionó: Hurto Calificado y Agravado. 
Juzgado en que se llevó el proceso: Juzgado Primero Penal del Circuito para 
adolescentes de Sincelejo. 
Fecha de la comisión del delito: 12 de Noviembre de 2009. 
Fecha de la sentencia en primera instancia: 26 de enero de 2010. 
Duración del proceso penal: 2 meses y 14 días. 
Intervinientes en el proceso penal: Fiscalía, Defensor de Familia, Defensor 
Técnico, Acusado, Representante legal, Policía de Infancia y Adolescencia. 
Modo de terminación del proceso: Aceptación de cargos en la audiencia de 
formulación de acusación. 
Captura: En flagrancia. 
 
SITUACIÓN FÁCTICA GENERADORA DEL HECHO DELICTIVO 
 
El día 12 de noviembre, alrededor de las 20:00 horas, las hermanas XXX Y XXX,  
se encontraban realizando una diligencia en un conjunto residencial ubicado en la 
calle Charconcito, cuando salen se percatan que dos sujetos en una motocicleta 
de placas IAP – 69B las siguen y posteriormente las sorprenden con un cuchillo en 
el cuello y la intimida pidiéndole el bolso. El compañero lo incita a chuzarla y así 
logra el apoderamiento de las pertenencias de Katia. Por el sector transitaba una 
patrulla de policía a la cual se le pide ayuda. Al ser descubierto el joven se despoja 
de las pertenencias, choca con un taxi y emprende la huida, pero son alcanzados 
y se produce la captura en flagrancia. 
 
ACTUACIONES PROCESALES A PARTIR DE LOS HECHOS GENERADORES 
DEL DELITO 
 
Al adolescente se le sigue el proceso de investigación por parte de la Fiscalía 
seccional 18, la cual formula imputación al adolescente por el delito de Hurto 
Calificado y Agravado, cargos que no fueron aceptados por el imputado en esa 
oportunidad. Posteriormente, la Fiscalía solicita medida de aseguramiento, la cual 
no fue concedida. 
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El 29 de Diciembre inicia audiencia de formulación de acusación ante un juez de 
conocimiento. En esta audiencia y antes de la lectura del escrito de acusación, el 
adolescente acepta los cargos y se allana a ellos. 
Posteriormente, se fija fecha para la audiencia de individualización de la pena  e 
imposición de la SANCION para el día 14 de enero de 2010. En esa audiencia, se 
le dio la palabra a la Defensoría de Familia, la Fiscalía y el Defensor Técnico. 
Hecho lo anterior, el despacho resuelve declarar penalmente responsable al 
adolescente infractor. 
Se establece la competencia del juzgado conforme a lo establecido en el artículo 
165 del Código de infancia y Adolescencia. 
Podemos observar, en el expediente,  que dentro de los criterios para determinar 
el tipo de sanción han sido los estipulados por la ley 1098 de 2006. 
 
POSICIONES DE LA FISCALÍA DENTRO DEL PROCESO 
 
Precisa afirmar, que el Hurto es eminentemente doloso y, que en este caso se 
configura plenamente la tipicidad de la conducta en su doble connotación, objetiva 
y subjetiva. Además que la conducta típica desplegada por el procesado es 
también antijurídica teniendo en cuenta que puso en peligro el bien antijurídico del 
patrimonio económico de la víctima sin ninguna justa causa. Igualmente, no se 
acredita prueba que indique que el adolescente no se encontraba en condiciones 




En sentencia de 26 de enero de 2010 el Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes de Sincelejo decidió, teniendo en cuenta los argumentos expuestos 
por las partes y los demás intervinientes, que el procesado aceptó los cargos en 
forma libre, espontánea y voluntaria, declarar responsable al procesado por los 
cargos acusados, sancionar al menor con: Libertad Vigilada por un año de 
acuerdo al Art. 144, 185 y 351 del Código de la Infancia y Adolescencia y oficiar al 
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Instituto colombiano de bienestar familiar para que diseñe un programa de 
atención especializada a favor del sentenciado, en cumplimiento del Art. 185 del 
Código de la Infancia y Adolescencia. 
 
En la misma sentencia, se ordena remitir copias del fallo a la autoridad encargada 
de llevar el registro reservado de adolescentes que han cometido delitos, esto 
conforme a lo establecido en el Artículo 159 de la Ley 1098 de 2006. 
 
ORIENTACIÓN EDUCATIVA Y ATENCIÓN INTEGRAL AL ADOLESCENTE 
INFRACTOR 
 
Órgano encargado: Corporación Orientación Educativa Y Atención Integral – 
COE 
En cuanto a la ejecución de la sentencia tenemos que: 
Al adolescente y a su representante legal, se les hace firmar un acta de 
compromiso, con la Corporación, en donde se compromete a respetar y cumplir 
con los lineamientos y reglas de la Corporación. 
 
La primera vista, con objeto de comenzar el tratamiento con el menor, se produce 
el 22 de febrero de la misma anualidad, en ella se constataron las condiciones 
socio – familiares y habitacionales por encontrarse en la etapa de observancia 
desde el 17 de febrero del año 2010. 
 
En esta visita se encontró al menor dormido, por lo que se hizo contacto con la 
madre del menor y se le explicó la importancia del tratamiento y el cumplimiento 
de la sentencia. La madre manifestó que, el menor aun no se encontraba 
estudiando debido a que no lo aceptaron para validar el 4 y 5 de primaria. Se le 
informó que la Corporación le ayudaría con todo el proceso de educación y 
atención integral al joven. 
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Al hacer el análisis socio familiar se logró determinar que el joven es el primero de 
4 hijos, que proviene de un hogar desintegrado, que el padre no responde por él y 
que se dedica al mototaxismo. 
 
Se pudo apreciar igualmente la falta de autoridad por parte de la madre hacia el 
joven. 
 
El día 22 de febrero de la misma anualidad se presentó otra visita en donde se dio 
una entrevista directa con el joven y se dio la observancia directa al medio. Los 
resultados de esta visita fueron los mismos obtenidos en la primera. 
 
Con la finalidad de conocer el estado actual del menor, se practican actividades 
como: Las psicoterapéuticas para mejorar las habilidades, manejo de duelo, 
entrenamiento en competencias afectivas, valoración por odontología, visitas 
domiciliarias como control y seguimiento de las relaciones familiares refuerzo 
laboral en lecto – escritura, fortalecimiento de su auto estima y taller pedagógico a 
la madre del joven. 
 
Informes emitidos por parte de los profesionales tratantes 
 
 Informe del 26 de febrero de 2010. Se emitió un informe 
Psicosociopedagógico donde se mostró que el joven tiene mucho 
resentimiento con sus padres debido a su separación a temprana edad. 
Además se evidenció que el joven escribe y lee con dificultad debido a que 
llegó solo hasta tercer grado de primaria. De igual manera, el joven 
manifiesta estar resentido con su madre, toda vez, que se siente solo y 
percibe que ella está pendiente es de su padrastro, el cual la maltrata. 
 Informe socio – familiar del 26 de febrero de 2010, aquí se hace un estudio 
histórico evolutivo de la familia. Para ello, se le practico al adolescente y a 
su representante legal una entrevista. Igualmente, se hizo una intervención 
individual y se examinó la composición familiar con respecto al joven. 
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Reportes del seguimiento frente al caso 
 
En la evaluación psicológica se explica que el joven proviene de un hogar 
desintegrado hace 15 años, donde el padre nunca asumió el rol de formador y 
hasta la fecha no responde por sus necesidades.  
 
Dentro de las características de su personalidad se demostró que tiene una actitud 
agresiva y desobediente con su madre y abuela, denota no haber interiorizado 
normas y limites en su actuar. 
 
Frente al hecho infractor el menor es consciente que cometió un ilícito, también 
acepta que es la segunda vez que lo hace. Manifiesta que lo hace por buscar la 
aprobación de sus amigos de barrio, los cuales lo convidan a realizar estas 
actividades, además por que expresa que la madre no está pendiente a sus 
necesidades. 
 
En este caso en particular, se debió enviar por parte de los profesionales tratantes 
a el asistente técnico programa SRPA – ICBF una medida de aseguramiento de 
protección al joven vinculado al programa de libertad vigilada, esto en atención a 
una llamada hecha por la madre del joven en donde manifestó que el adolescente 
le había dicho que tenía amenazas de muerte. 
 
Por lo anterior, se envió esta información de medida de aseguramiento al asistente 
del programa SRPA – ICBF y a la Policía nacional, con la cual se contó para el 
apoyo al joven. 
 
Avances y obstáculos 
 
En Informe de fecha de 28 de Marzo de 2010, el joven ha mostrado habilidades en 
el fortalecimiento personal y presenta mejores relaciones con su madre, sin 
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embargo, no respeta las normas impuestas por su madre con respecto al horario 
de llegada a su casa. 
 
El adolescente no muestra mejoría en las relaciones con su padre, con el cual se 
muestra en desagrado y muestra rencor debido al trato que le da a su madre.  
El joven fue vinculado a la institución Educativa San Roque, en la cual muestra 
buenas relaciones con sus compañeros y profesores, cumple con las actividades 
escolares y asiste con regularidad al aula de clases. 
 
Entre los obstáculos encontramos la falta de alimentación que recibe, debido a la 
inestabilidad económica de la madre, la cual asiste con poca regularidad a las 
sesiones. 
En las últimas, tres sesiones, se ha demostrado que el joven ha avanzado en el 
manejo de las habilidades sociales y el manejo de sus emociones, así como los 
valores que hacen posible el desarrollo de las distintas actividades diarias. 
 
El joven igualmente, se ha beneficiado de los servicios de medicina general, 
odontología y psiquiatría, gestionados por la Institución. 
 
El adolescente, es consciente de los factores de riesgo para su vida y evolución. 
Se entregó por parte de los `profesionales tratantes, la historia socio – familiar, el 
estudio Psicopedagógico y los reportes de seguimiento, tanto al Defensor de 





6.5.8.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 8 
     
 Tabla 13   Análisis cualitativo del caso 8 
N° CASOS DV FC PS PD 
8 Hurto Calificado 
y agravado 
EDUCACIÓN Educación: Cursó 







Convive con la 
madre y hermanos 










   
No desplazado 
  
   
Labora como 
mototaxista   
      Fuente: Expediente Juzgado Primero Penal del circuito para adolescentes, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 13, caso 8, “Hurto Calificado y agravado” se 
encontró una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a la educación, 
a la salud,   y a la vivienda. También se pudieron evidenciar los factores que 
concurren en el mismo, como: Educación básica primaria incompleta, familia 
disfuncional, la pertenecía a un estrato socioeconómico 1.  
 
En lo que respecta al proceso seguido se constata que el menor ha sido 
judicializado y se encuentra en libertad vigilada, en conjunto con la imposición de 
reglas de conducta. Sin embargo, en el procedimiento desarrollado, se encontró 
que se hizo acta de verificación de de la garantía de los derechos. De hecho, los 
descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 






CASO No. 9 
Abuso Sexual 
Infante: XXX 
Edad: 8 años. 
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Sexo: Femenino 
Fecha de diligenciamiento: 30/10/2009 
 
 
ANTECEDENTES DEL CASO: 
 
La niña XXX, fue recepcionada por la comisaría de familia de Tolú Viejo – Sucre a 
través de un comunicado enviado por funcionarios competentes, de la ESE San 
José de Tolú Viejo, quienes recibieron y atendieron a la niña a causa de 
repentinas manchas de sangre, detectadas por su abuela. 
 
La niña manifiesta,  a los médicos y al  personal del hospital,  que es víctima de 
abuso sexual por parte de su tío paterno.  
 
ACTUACIONES POR PARTE DE LA COMISARÍA 
 
La Comisaría, en cumplimiento de su deber legal se dirige a la casa de la señora 
XXX, abuela paterna de la niña para realizar la respectiva constatación de los 
hechos.  
 
La abuela manifestó,  que la niña inicialmente había mencionado que el culpable 
había sido el tío, y que posteriormente nombró a un vecino, y que además la niña 
estaba expuesta a varios peligros en el barrio donde vive. 
 
Por ello,  el 31 de Julio de 2009, se procede por parte de la comisaría a comunicar 
a la Fiscalía 4ta local del estado de la niña, haciendo la respectiva denuncia penal. 
 
La Comisaría,  en vista de la necesidad del restablecimiento de derechos de la 
niña, decide en primera instancia comunicar a la Coordinadora Centro Zonal 
Norte, del ICBF, para que ubique a la niña en un hogar sustituto (comunicado del 
05 de Agosto de 2009). 
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La Coordinadora Centro Zonal Norte decide ubicar a la niña donde una madre 
sustituta. 
La comisaría de familia, procede entonces a hacer la entrega de la niña mediante 
acta, en la cual la señora XXX,  se compromete a dar cumplimiento a lo estipulado 
en el artículo 56 al 59 del CIA. 
 
Posteriormente, el 2 de Diciembre de 2009, la Comisaría de Familia mediante 
resolución No 35648827 y atendiendo a las condiciones de la niña, decide dar por 
terminada la medida de restablecimiento y ubicar a la niña en el hogar de la tía 
materna, familia extensa, la señora XXX, la cual muestra gran interés por lograr el 





Se manifiesta en los informes de Comisaría que las relaciones y dinámica de la 
familia del infante siempre han sido muy conflictivas, existió maltrato físico,  hacia 
la niña y al parecer la niña fue retirada de la madre biológica de manera arbitraria. 
 
Dentro del proceso, de restablecimiento de derechos, para  la niña en cuestión, se 
establece una dieta por parte de una nutricionista, por presentar grado de 
desnutrición, se le realizan exámenes clínicos, se constata la salud en general, se 
establecen metas y actividades a realizar. 
 
En cuanto, a la denuncia penal, presentada por la funcionaria, todavía no hay 
ningún resultado, acerca de la responsabilidad penal del señor XXX, quien 
presuntamente cometió el hecho punible. 
 
6.5.9.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 9 
 
   Tabla 14   Análisis cualitativo del caso 9 
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N° CASOS DV FC PS PD 
9 Abuso Sexual 
A LA INTEGRIDAD 
PERSONAL.            
Familia 
disfuncional 
Se establece como 
primera medida de 




A TENER UNA FAMILIA Estrato 
socioeconómico 
1 




   
Se encuentra 
estudiando 
 Medida de 
restablecimiento 




   
Sisbenizado 
  
       Fuente: Expediente Comisaria de Toluviejo, Sincelejo, Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 14, caso 9, “Abuso sexual”, se encontró una serie 
de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a tener una familia y no ser 
separada de ella, a la integridad personal. También se pudieron evidenciar los 
factores que concurren en el mismo, como: familia disfuncional, la pertenecía a un 
estrato socioeconómico bajo,  
 
En lo que respecta, al proceso seguido,  se constata que el funcionario público, 
inicio de manera oportuna las diligencias de restablecimiento de derechos, como 
también la verificación de las garantías, consagradas en el CIA, art.52. De hecho, 
los descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 






Reconocimiento de paternidad. 
Infante: XXX 
Edad: 11 meses. 
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 Sexo: Masculino 
Fecha de diligenciamiento:  
 
ANTECEDENTES DEL CASO: 
La señora XXX, se presenta a la Comisaría de Familia de Tolú Viejo el día 23 de 
abril de 2010,  manifestando que desde hace 11 meses terminó su relación con el 
señor XXX, con el cual llevaba una relación de 4 años.  Manifiesta que el señor la 
abandonó al enterarse que ella estaba en estado de embarazo, igualmente, se 
negó a reconocer al bebe como su hijo. 
 
El señor en vista de lo anterior, no asumió los gastos, ni ha prestado ningún tipo 
de ayuda de tipo económico a la madre del infante. 
 
La Comisaría, procede a dar apertura del procedo por investigación de la 
paternidad, pero inicialmente se adelanta diligencia en sesión psicosocial. Se cita 
a la señora y al señor para el día 25 de marzo de 2010. 
 
En la cita acordada el padre biológico del niño, el señor XXX,  acepta y reconoce 
la paternidad del niño de 11 meses de nacido y decide junto a la madre, luego de 
un proceso de socialización y reordenación psicosocial asumir la responsabilidad 
del bebe. 
 
PASOS A SEGUIR 
Posterior al reconocimiento se entregó a la Comisaría el registro civil para 
constatación de la efectividad y cumplimiento del derecho. Además el señor XXX, 
se comprometió a asumir la responsabilidad de la alimentación del niño y a aportar 
50.000 pesos para dicho gasto. 
 
Para efectos de la legalidad de lo expuesto se firmó por parte de los padres del 
infante. 
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Posteriormente, se cita al señor XXX,  para recordarle la obligación que asumió 
con su hijo. Para ello se le envía citación para la notificación personal del proceso 
de alimento que se lleva en su contra, radicación No 346 – 2010.  
 
6.5.10.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 10 
 
   Tabla 15   Análisis cualitativo del caso 10 
N° CASOS DV FC PS PD 
10 Reconocimiento 
de paternidad A LA IDENTIDAD            
Familia 
disfuncional 



















      Fuente: Expediente Comisaría de Familia de Toluviejo, departamento de Sucre. 
 
Tal como se observa en la tabla 15, caso 10, “Reconocimiento de paternidad” se 
encontró una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: a tener una 
familia, a la identidad, salud. También se pudieron evidenciar los factores que 
concurren en el mismo, como: familia disfuncional, la pertenecía a un estrato 
socioeconómico bajo. 
 
En lo que respecta, al proceso seguido se constata que la funcionaria actúo 
conforme a ley y cumplió los términos procesales establecidos. De hecho, los 
descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 




Regulación de alimento 
Infante: XXX 
Edad: 4 años. 
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Sexo: Femenino 
Fecha de diligenciamiento: Septiembre 08 de 2008 
 
ANTECEDENTES DEL CASO 
 
La señora,  XXX, se dirige a la Comisaría de familia,  de Sincelejo,  a solicitar la 
regulación de cuota de alimento de su hijo de 4 años de edad, en contra del Señor 
XXX, quien labora como trabajador independiente. 
 
Manifiesta en dicha solicitud, que el padre de la niña, se niega asumir la 
responsabilidad de los gastos de manutención, desde hace aproximadamente seis 
meses. 
 
En vista de lo anterior, se procede por parte de la Comisaría a admitir la solicitud y 
citar a los padres del infante a audiencia de conciliación el día 24 de Septiembre 




En dicha audiencia de conciliación se presentó la madre y no el padre. Se le 
pregunta a la madre que si conoce los motivos por los cuales el padre no asistió a 
la audiencia y ésta manifiesta que  los desconoce. 
 
Así se suspende la audiencia y se señala nueva fecha para el día 8 de Octubre de 
2008, tal y como le establece el CIA en el artículo 111. 
 
A dicha audiencia asistieron ambas partes. En ella se le preguntó al señor que 
oficio tenia, a lo que respondió que es agricultor. La señora por su parte exige al 
señor cumpla con su responsabilidad. 
 
El señor se niega a tal responsabilidad aduciendo que no tiene recursos.  
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En vista de la anterior no se llega a ningún acuerdo y se procede por parte de la 
Comisaría a fijar como cuota provisional la suma de $115.375 pesos, los cuales 
deben ser pagados los 5 primeros días de cada mes.  
 
6.5.11.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 11 
 
Tabla 16  Análisis cualitativo del caso 11 
N° CASOS DV FC PS PD 
11 
Reclamación 
de alimento.  







A LA SALUD 
Familia 
disfuncional 







socioeconómico 1   
  
A LA VIVIENDA 
   
Fuente: Expediente Comisaría de Familia de Sincelejo, departamento de Sucre. 
 
 
Tal como se observa en la tabla 16, caso 11, “Reclamación de alimentos” se 
encontró una serie de derechos vulnerados, entre ellos el derecho: Alimentos,  
salud, educación. También se pudieron evidenciar los factores que concurren en el 
mismo, como: familia disfuncional, la pertenecía a un estrato socioeconómico bajo. 
 
En lo que respecta, al proceso seguido se constata que el funcionario actuó 
conforme a ley, y cumplió los términos procesales establecidos. De hecho, los 
descriptores anteriores permiten determinar el grado de satisfacción y/o éxito 
alcanzado en la protección de derechos y valorar, según  las categorías expuestas 
en la tabla 4, como: MEDIA. 
CASO No.12 
Regulación de alimento 
Adolescente: XXX 
Edad: 17 años 
Sexo: Femenino 
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Fecha de diligenciamiento: Abril de 2008 
 
 
ANTECEDENTES DEL CASO 
 
La señora XXX, presentó ante el Comisario de Familia de Sincelejo, solicitud 
formal de alimento, a favor de su hija, que dicha solicitud fue admitida por 
encontrarse ajustada a la ley. 
 
El despacho avocó, el conocimiento del caso e inicio los trámites respectivos, 
citando al padre, de conformidad con la ley, para adelantar la audiencia de 
conciliación, sin embargo, el padre no compareció, nuevamente se programa 
fecha y hora, para celebrar la audiencia, y se cita al padre, el cual asiste, pero 
ofrece una cuota mensual de cincuenta mil pesos, la madre no acepta el 
ofrecimiento y describe todos los costos que implica tener a  la adolescente, en el 
colegio, alimentación, vivienda, salud, etc y pide al despacho, la fijación de una 
cuota de cien mil pesos. 
A pesar, de que el despacho, hizo todo lo posible para que conciliaran, esto no fue 
posible, razón por la cual, se impuso la cuota de alimentos, en cien mil pesos.   
 
6.5.12.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 12 
Tabla 17  Análisis cualitativo del caso 12 




A LA INTEGRIDAD 





derecho  se fijo 
cuota de Alimento 
MEDIA 
  
A LA SALUD, 
ALIMENTO 
Familia 
disfuncional   
  
A LA EDUCACIÓN Estrato 1   
  





CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL 
Infante: XXX 
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Edad: 4 años 
Escolaridad: Preescolar 
Solicitante: Padre 
Seguido ante: Comisaria de Familia Sincelejo 
 
 
El señor XXX, contrajo matrimonio Civil con la señora XXX, de esa unión nació la 
niña XXX, el día 31 de agosto de 2004, hace un año ellos deciden separarse, y 
acuerdan que por un término de dos meses, la niña estaría a cargo de la abuela 
materna, mientras su madre adelantara estudios de maestría en Brasil, sin 
embargo han transcurrido más de seis meses y la madre no ha regresado al país. 
 
Se presentan inconvenientes relacionados con las visitas y a pesar que  se habían 
hecho unos acuerdos en el ICBF, no se han cumplido, a tal punto que el padre 
siente que se le están vulnerando sus derechos, además la madre solicita al ICBF, 
la ampliación del plazo de la custodia provisional. 
 
El despacho avoca el conocimiento de la solicitud, en auto de fecha, 16 de 
septiembre de 2008, y ordena evaluación psicológica para la niña y el padre, visita 
domiciliaria en casa de la abuela materna y del padre, y fija fecha de audiencia de 
conciliación citando a los padres. A esta audiencia no asiste ni la madre, ni la 
abuela de la menor, sin embargo el padre suministra elementos probatorios sobre 
el cumplimiento de sus deberes como padre, en cuanto a cuota alimenticia, 
afiliación de la niña a medicina Prepagada, pagos escolares y de transporte. 
 
Acto seguido, el Comisario de Familia, a través de la resolución número 001 de 
2008, concede la Custodia Provisional al padre, alegando entre otros derechos, el 
derecho a tener una familia, el derecho a compartir con su padre, quien ha 
demostrado ser un hombre honesto, trabajador y que además tiene las 
condiciones para tener la custodia de su menor hija, hasta cuando su madre 




6.5.13.  ANALISIS CUALITATIVO DEL CASO No. 13 
 
 Tabla. 18  Análisis cualitativo del caso 13 
N° CASOS DV FC PS PD 
13 Custodia y 
cuidado 
personal. 
A TENER UNA 




   
Familia 
disfuncional 
No se hizo acta de 
verificación de 
derecho  





      Fuente: Expediente Comisaría de Familia de Sincelejo, departamento de Sucre. 
 
Conviene precisar dentro del análisis que se efectuó, la consideración tenida en 
cuenta en lo relacionado con el paradigma garantista y proteccionista de los 
derechos. En este sentido, se alude a que garantía, protección y derecho, si bien 
están relacionados cada uno de estos conceptos se refieren a realidades distintas, 
como apuntan Jorge Carpizo y Miguel Carbonell[114], gracias a esta distinción es 
posible evitar “el extremo de suponer que un derecho que no esté garantizado no 
es en realidad un derecho” o “creer que basta la consagración de un derecho en 
una carta constitucional para tenerlo por garantizado y protegido”; asimismo, dicha 
diferenciación “permite denunciar la inexistencia de los sistemas de tutela y 
protección necesarios para poder exigir una norma constitucional” [115] 
 
El panorama descrito de lo que hoy vive el departamento de Sucre, en Colombia, 
en materia de derechos y garantías de los infantes y adolescentes no es 
alentador. En la medida que se siga dando la vulneración de derechos del infante 
y adolescente, tal como se observó en los casos analizados; en esa medida 
continuará la percepción ciudadana de que  el acceso a una justicia oportuna y 
eficaz,  especialmente de las poblaciones más débiles de la sociedad, no es 
efectiva, puesto que se evidencio, que los operadores de justicia, no están 
cumpliendo lo establecido en la ley 1098, cuando observamos que en la mayoría 
de los casos, no se realizó el acta de verificación de derechos, que es el primer 
paso para el restablecimiento de los derechos. 
También observamos en el análisis de los casos, la vulneración de derechos 
como: a la salud, a la educación, a la vivienda, a la identidad, a la integridad 
                                                    
[114]    CARPIZO, Jorge y CARBONELL, Miguel. (eds). Derecho a la información y Derecho Humanos. México: 
UNAM, Institutos de Investigaciones Jurídicas. 2000, p 21 
[115]    ENCICLOPEDIA JURÍDICA MEXICANA, Tomo IV, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas [IIJ] de 
la Universidad Nacional Autónoma de México[UNAM]/Porrúa, 2002, pp. 195-198. 
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personal, a la resocialización, a tener una familia, a la libertad y seguridad 
personal. 
 
Debe quedar bastante claro, que la vulneración de derechos del infante y 
adolescente, se acompaña de factores diversos que concurren en cada caso y 
situación que indica la complejidad social de garantizar y proteger los derechos en 
este sector poblacional. Sin que se desconozca, que existen factores concurrentes 
como: familias disfuncionales, deserción, exclusión escolar, unida al 
desplazamiento, en algunos casos, pertenecer a estrato socio económico bajo, 
carencia de una vivienda digna, son un conjunto de indicadores sociales que 
muestran el grado de vulnerabilidad de los niños y adolescentes sucreños.  
 
Dentro de este marco, ha de considerarse la manera como se ha seguido el 
proceso judicial o administrativo, en los casos estudiados, en los que se evidencia 
no sólo, la posibilidad de que los infantes y los adolescentes  tengan derechos, 
sino también, se pudo captar las situaciones normativas que propiciaron las 
determinaciones judiciales tomadas, observando que las sanciones impuestas 
fueron acorde con lo establecido en la ley, además que se tuvieron en cuenta los 
principios consagrados en la ley de Infancia y adolescencia,  
 
En lo que respecta, al grado de satisfacción de protección de derechos del infante 
y el adolescente en Sucre, en los casos estudiados. Aquí, lo que cabe destacar, es 
que en cada caso, se observó la vulneración de, por lo menos, un derecho. Lo que 
significa que nuestros niños son vulnerables. Así, pues la valoración  obtenida fue 




Partiendo de un análisis, sobre la forma como se garantiza y/o protegen los 
derechos de la infancia y la adolescencia, en la realidad del departamento de 
Sucre, a través de los casos estudiados se ha llegado a las siguientes 
conclusiones:  
 
1. La forma como se garantiza y/o protegen los derechos de la infancia y la 
adolescencia, en la realidad del departamento de Sucre, aún presenta  aristas 
que requieren del Estado un mayor compromiso con este sector de la población 
del departamento. En efecto, se precisan políticas de Estado que efectivamente 
garanticen a todos los niños y niñas sus derechos. Esto significa, potenciar los 
organismos y autoridades encargadas de esta misión. 
 
2. Se deduce que el derecho a tener educación y salud, representó un patrón de 
vulnerabilidad entre los casos. Añádase a esto, la irregular forma en que las 
relaciones entre padres e hijos se presentan en el seno de las familias. 
Corresponde esto con el desconocimiento de la  importancia vital que para el 
infante y el adolescente representa tanto la familia como las relaciones entre 
padres e hijos.  
 
3. Se colige de lo anterior y  de acuerdo al tenor literal del artículo 44 
constitucional la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y 
la libre expresión de su opinión son derechos fundamentales de los niños y 
adolescentes. A lo cual agrega la misma disposición que éstos serán protegidos 
contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Y que en el 
estudio de los casos se observó como la estabilidad de la estructura familiar, en 
su forma tradicional, estaba seriamente afectada. 
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4. Al analizar los casos se evidencia la existencia de la vulneración de los 
derechos del infante y el adolescente  del departamento de Sucre. Esta hecho 
marginaliza la situación; esto es que desconoce lo que la Constitución Política 
de Colombia de 1991 y la normatividad  vigente contempla cuando reconoce, a 
niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos y establece que el 
Estado, a través de las políticas públicas, debe ser garante de los derechos 
humanos de los niños. Asimismo deja en claro, específicamente, que la 
situación socioeconómica nunca puede dar lugar a la separación del niño de su 
familia y obliga a los organismos del Estado a incluir, tanto al niño como a sus 
padres, en programas de apoyo de salud, vivienda y educación, promoviendo y 
asegurando las políticas públicas pertinentes que se ajusten a esta 
responsabilidad. 
 
5. Desde la visión de los actores implicados y a luz de la legislación colombiana la 
forma como se garantiza y/o protegen los derechos de la infancia y la 
adolescencia en la realidad del departamento de Sucre, a través del análisis de 
hechos y circunstancias humanas encontradas en casos típicos se constató que 
el derecho a una vivienda digna, a la identidad,  se ven afectados por la forma 
como se  realiza la protección y se garantiza su establecimiento. 
 
6. Los municipios, que conforman el Departamento de Sucre, deben trazar 
políticas públicas, que permitan ampliar la cobertura, sobre todo en el nivel de 
preescolar y en el ciclo de primaria, sin descuidar el ciclo básica  secundaria, 
media y ciclos complementarios.  Actualmente, no hay suficiente cobertura en 
educación, que permita cubrir las necesidades de los niños, niñas y 
adolescentes en el Departamento de Sucre. 
 
7. Tal como lo establece, el artículo 58, de la ley de infancia y adolescencia, debe 
conformarse una red de hogares de paso, y es responsabilidad de los Alcaldes 
y Gobernadores, su creación.  En el Departamento de Sucre y los municipios 
que lo conforman, no existe la red de hogares de pasos, de tal forma que no se 
puede garantizar, por parte de los operadores de justicia, el restablecimiento 
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inmediato de los derechos de los infantes o adolescentes, que necesiten esta 
medida de restablecimiento. 
 
8. En tal sentido, es necesario avanzar en la sensibilización de las autoridades 
regionales y locales sobre la importancia del impulso de los derechos de la 
infancia y la adolescencia, como un asunto propio.  Frente a dicha situación, es 
preciso trabajar por la asunción de responsabilidades por parte de los entes 
territoriales, al punto que se constituyan en multiplicadores de los esfuerzos 
nacionales y asuman las competencias que les corresponde en su condición de 
responsables constitucionales y legales del cuidado y protección de la población 
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